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AUTO DE VISTA SOBRE APELACION DE PRISION PREVENTIVA   
 

 

Resolución Nro. 20 

Lima, doce de junio del  
año dos mil veintiséis. -  
 
AUTOS Y VISTOS: 

En audiencia pública, el cuaderno de apelación derivado del proceso Nro. 0039-2025-20-5001-JR-
PE-01 seguido contra Bruno Alonso Salazar Hernadez y otros por la presunta comisión del 
delito Contra la seguridad pública, en su modalidad de ORGANIZACIÓN CRIMINAL, y otro, en 
agravio del Estado. Interviene como ponente el señor Manrique Laura.  

 

ANTECEDENTES  

I.  De la resolución apelada.  
Es motivo de examen la resolución Nro. 14, de fecha 13 de mayo de 2026 [ver de fojas 
10304/10838], que DECLARA  FUNDADO EN PARTE el requerimiento fiscal de PRISIÓN 
PREVENTIVA formulado por la Primera Fiscalía Supraprovincial Corporativa Especializada 
contra la Criminalidad Organizada, respecto de los imputados:  

1.1. Víctor Eduardo Meza Escobar, identificado con DNI N° 43720202, por la presunta 
comisión de los delitos de: Organización Criminal (Art. 317.3 – Código Penal) Extorsión 
Agravada (Art. 200.6, acápite g, del CP. Fabricación, comercialización, uso o porte de 
armas (1er Párrafo, Art. 279-G - Código Penal) Promoción o facilitamiento del consumo 
ilegal de drogas (2do Párrafo, Art. 296 del CP.) y Exigencia o requerimiento extorsivo 
(Art. 200.A.1 - Código Penal). 

1.2. Erika Llatas Goicochea, identificado con DNI N° 77386939, por la presunta 
comisión de los delitos de: Organización Criminal (Art. 317.1 del CP) y Extorsión 
Agravada (Art. 200.6, acápite g, del CP.).  
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1.3. Treyci Kimberly Pocco Gutiérrez, identificado con DNI N° 73338744, por la 
presunta comisión de los delitos de: Organización Criminal (Art. 317 del CP.) y Extorsión 
Agravada (Art. 200.6, acápite g, del CP.); 

1.4. Hilary Juliana Polo Gutiérrez, identificado con DNI N° 72519808, por la presunta 
comisión de los delitos de: Organización Criminal (Art. 317.1 del CP.) y Extorsión 
Agravada (6to Párrafo, Art. 200, literal g, - Código Penal); 

1.5. Estefany Yanina Alfaro Machuca, identificado con DNI N° 74905096, por la 
presunta comisión de los delitos de: Organización Criminal (Art. 317.1 del CP..) 
Extorsión Agravada (6to Párrafo, Art. 200, literal g, del CP.) y Receptación Agravada 
(Art. 194 concordante con el Art. 195.1 – CP); 

1.6. Elizabeth Ruth Llanqque Corpuna, identificado con DNI N° 76312309, por la 
presunta comisión de los delitos de: Organización Criminal (Art. 317 del CP.) y Extorsión 
Agravada (6to Párrafo, Art. 200, literal g, del CP.); 

1.7. Doris Pujaico Estrada, identificado con DNI N° 47566748, por la presunta comisión 
de los delitos de: Organización Criminal (Art. 317.1 del CP.) y Extorsión Agravada (Art. 
200.6, acápite g, del CP); 

1.8. Marisa Lourdes Llanqque Corpuna, identificada con DNI N° 47390322, por la 
presunta comisión de los delitos de: Organización Criminal (Art. 317.1 del CP.) y 
Extorsión Agravada (6to Párrafo, Art. 200, literal g, del CP.); 

1.9. Piero Anthony Pachas Pantoja identificado con DNI N° 71698785, por la comisión 
de los delitos de: Organización Criminal (Art. 317.1 del CP.) y Extorsión Agravada (6to 
Párrafo, Art. 200, literal g, del CP.);  

1.10. Jhonatan Antony Castro Torres identificado con DNI N° 80987728, por la presunta 
comisión de los delitos de: Organización Criminal (Art. 317.1 del CP.) Extorsión 
Agravada (Art. 200.6, acápite g, del CP.), y Receptación Agravada (Art. 194 concordante 
con el Art. 195.1 del CP.); 

1.11. Myriam Rocío Yactayo Ramos identificada con DNI N° 73042264, por la presunta 
comisión de los delitos de: Organización Criminal (Art. 317.1 del CP.) y Extorsión 
Agravada (Art. 200.6, acápite g, del CP.);  

1.12. Kelly Yesenia Singuña Chuan identificado con DNI N° 41380011, por la presunta 
comisión de los delitos de: Organización Criminal (Art. 317.1 del CP.) y Extorsión 
Agravada (Art. 200.6, acápite g, del CP.);  

1.13. Bruno Alonso Salazar Hernández, identificado con DNI N° 74837693, por la 
presunta comisión de los delitos de: Organización Criminal (Art. 317.1 del CP.) y 
Extorsión Agravada (Art. 200.6, acápite g, del CP.); 

1.14. Wilmer Jhoel Huansi Salas, identificado con DNI N° 62055357, por la presunta 
comisión de los delitos de: Organización Criminal (Art. 317.1 del CP.) y Extorsión 
Agravada (Art. 200.6, acápite g, del CP.) 
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1.15. Luis Alberto Galicia Mori , identificado con DNI N° 43108741, por la presunta 
comisión de los delitos de: Organización Criminal (Art. 317 del CP.) y Extorsión 
Agravada (6to Párrafo, Art. 200, literal g, del CP.); y  

1.16. Roberto Carlos Luza Huilca, identificado con DNI N° 43551087, por la presunta 
comisión de los delitos de Organización Criminal (Art. 317.1 del CP.) Extorsión Agravada 
(Art. 200.6, acápite g, del CP.) y Receptación Agravada (Art. 194 concordante con el Art. 
195.2 del CP.). 

ORDENA la medida de prisión preventiva por el plazo de 24 meses, cuyo cómputo inicia 
desde el momento de su detención, esto es, desde el 8 de abril de 2026 con vencimiento el día 
07 de abril de 2028; y, dispone el internamiento de los imputados en el Establecimiento 
Penitenciario que la autoridad administrativa del INPE disponga.  

 

II.  El recurso de impugnatorio interpuesto por los imputados.  

La Resolución Nro. 14, de fecha 13 de mayo de 2026, ha sido impugnada por los imputados:  

2.1. Erika Llatas Goicochea, interpone recurso de apelación mediante escrito de fojas 
11071/11026, solicitando como pretensión principal se REVOQUE la medida prisión 
preventiva y se imponga en su lugar la medida de comparecencia con restricciones y el 
pago de una caución económica; y, como pretensión accesoria, se declara nula por 
vicios de motivación. 

Argumenta, A.- En cuanto a los graves y fundados elementos de convicción: 1) existe 
una motivación aparente porque no individualizar la conducta de la investigada; 2) no 
individualiza de actos extorsivos, dado que se describe el contexto global de la 
organización "Cuentas del Miedo", pero no precisó conductas concretas, amenazas o 
coordinaciones criminales específicas realizadas por la imputada Llatas Goicochea; 3) 
indebida valoración de movimientos financieros, puesto que la resolución otorga un 
valor incriminatorio automático a estos hechos sin acreditar que la procesada conociera 
el origen ilícito del dinero o participara conscientemente en la organización; 4) ausencia 
de pericia financiera, para determinar objetivamente que los fondos cuestionados 
provienen de actos de extorsión; y, 5) atribución de roles basada en afirmaciones 
conclusivas, dado que la calificación de "gestora" o "administradora" de la "facción 
financiera" sin explicar sin funciones específicas desempeñaba o qué dominio funcional 
ejercía; B.- En cuanto la prognosis de pena, alega, aplicación automática de la gravedad 
del delito, sin análisis técnico e individualizado del grado de participación y las 
circunstancias agravantes aplicables; C.- En cuanto al peligro procesal, alega: 1) 
contradicción en la valoración de arraigos, puesto que reconoce que la imputada tiene 
arraigo familiar relevante y acreditado (es madre de hijos menores) y un entorno de 
residencia permanente en Carabayllo, sin embargo, el juez concluyó que había peligro 
de fuga basándose en apreciaciones ambiguas; 2) cuestiona la existencia de más de una 
dirección como indicador de fuga, ya que el domicilio múltiple es un derecho civil y no 
ocultamiento; 3) cuestiona que se descartara el arraigo laboral por la naturaleza informal 
de su trabajo (mesera y transmisiones en redes sociales), porque es discriminatorio y 
carente de objetividad; 4) el riesgo de obstaculización no puede presumirse solo por la 
pertenencia a una organización criminal, y el ejercicio del derecho a no autoincriminarse 
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(como no entregar claves de celulares) fue erróneamente interpretado como conducta 
obstructiva; D.- Aplicación del principio de proporcionalidad, el juez no justificó por 
qué medidas menos gravosas, como la comparecencia con restricciones y caución 
económica, no serían suficientes para asegurar los fines del proceso; y, E.- El plazo de la 
medida. El juez al admitir que la fiscalía ya realizó la mayoría de las diligencias y que la 
investigación podría terminar en 6 u 8 meses, es contradictorio con la imposición de un 
plazo de 24 meses de prisión preventiva; y, omite identificar diligencias pendientes 
específicas que vinculen directamente a Ericka Llatas.  

2.2. Treyci Kimberly Pocco Gutiérrez interpone recurso de apelación mediante escrito de 
fojas 10888/10891, solicitando se REVOQUE la medida prisión preventiva y se 
imponga en su lugar la medida de comparecencia con restricciones, por haberse 
vulnerado el debido proceso y la motivación de resoluciones judiciales.  

Argumenta, A.- En cuanto a los graves y fundados elementos de convicción: 1) que no 
ha aperturado ni manejado las cuentas del BCP donde Fiscalía señala se han realizado 
los depósitos, y que existen contradicciones en los montos reportados por diferentes 
informes financieros (S/ 136,347.56 vs S/ 125,412.20); 2) que no tenía conocimiento de 
su origen ilícito del dinero que ha circulado en sus cuentas, pues ha sido 
instrumentalizada por familiares, específicamente por Anthony Villaverde Laupa (padre 
de su sobrina), aprovechando una relación de confianza; 3) que, el número celular desde 
el cual se enviaba el número de cuenta para las extorsiones no pertenece a la imputada; 
4) no existen registros de comunicaciones (WhatsApp), reuniones o coordinaciones 
entre ella y los demás miembros de la presunta organización criminal que prueben un rol 
activo; 5) que el "Cuaderno Justus" incautado solo contiene apuntes de sus clases de 
Psicología, gastos personales y polladas, sin información relevante para la investigación 
criminal; y 6) que desde su detención ha colaborado voluntariamente, entregando sus 
claves de acceso al celular y la laptop de forma espontánea. B.- La prognosis de pena, 
alega, que el juez realizó una construcción abstracta de la pena (estimada en 35 años) 
basándose solo en los tipos penales imputados, sin una base fáctica sólida que acredite la 
participación de la imputada; C.- El peligro procesal, alega, 1) que el juez reconoce que 
tiene arraigos de calidad (familiar, domiciliario, laboral y estudiantil), por lo que resulta 
contradictorio dictar prisión preventiva, y 2) que el peligro de obstaculización se basa en 
afirmaciones subjetivas y no en hechos concretos, que no se puede presumir el riesgo de 
interferencia solo por la supuesta pertenencia a una organización criminal sin probar 
actos específicos de manipulación de pruebas o testigos. D.- Aplicación del principio de 
proporcionalidad, que la prisión preventiva es innecesaria y desproporcional, ya que 
existen medidas menos gravosas (como la comparecencia con restricciones); y, E.- 
Motivación de resoluciones, alega, que el juez no motivó adecuadamente la resolución y 
que existe una incongruencia entre la evaluación de los hechos y la decisión final, 
rompiendo el principio constitucional de observancia del debido proceso.  

2.3. Hilary Juliana Polo Gutiérrez interpone recurso de apelación mediante escrito de fojas 
10903/10913, solicitando se REVOQUE la medida prisión preventiva y se imponga en 
su lugar la medida de comparecencia con restricciones, por haberse vulnerado el debido 
proceso y la motivación de resoluciones judiciales.  

Argumenta, A.- En cuanto a los graves y fundados elementos de convicción: 1) admite 
los ingresos en sus cuentas entre 2024 y 2025, y argumenta que fueron 
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instrumentalizadas por su ex pareja, Anthony Gregory Villaverde Laupa, quien habría 
usado la cuenta sin su conocimiento; 2) que, el análisis de su celular y laptop no 
evidencia comunicaciones con contenido penalmente relevante, coordinaciones con la 
organización criminal ni participación en reuniones delictivas; y, 3) los informes de 
inteligencia no precisan la relación de los depósitos con los hechos imputados ni el 
contenido de supuestas conversaciones de WhatsApp. B.- Prognosis de la pena, alega, 
que la prognosis de 26 años de pena es una construcción abstracta basada solo en los 
tipos penales y no en una participación acreditada con alta probabilidad; C.- Peligro 
procesal, alega, 1) que existe una contradicción puesto que el Juez reconoce que la 
procesada tiene arraigos de calidad, pero aun así dictó prisión preventiva; 2) tiene una 
hija de 4 años con problemas de salud (onicofagia y angustia) que depende directamente 
de ella; 3) que, el domicilio coincide con el lugar de su captura, y cuenta con trayectoria 
laboral como docente en programas estatales, como PRONOEI; 4) que entregó 
voluntariamente su pasaporte y el de su hija, además de facilitar las claves de sus 
equipos electrónicos al ser detenida; 4) que la obstaculización se basa en una "supuesta 
pertenencia" a una organización para presumir riesgo de coordinación, sin identificar 
una sola conducta donde ella haya intentado influir en testigos o destruir pruebas; y, 5) 
la gravedad de la pena no es razón suficiente para establecer peligro de fuga (Pleno de 
Sentencia 784/2021 y la Apelación 24-2024); D.- Aplicación del principio de 
proporcionalidad, la medida es innecesaria y desproporcional dado que los arraigos 
aseguran su presencia en el proceso; y, E.- Falta de motivación, alega, que el juzgador 
no motivó adecuadamente la resolución, incurriendo en incongruencias al evaluar los 
presupuestos de la prisión preventiva. 

2.4. Estefany Yanina Alfaro Machuca y Jhonatan Antony Castro Torres interponen 
recurso de apelación mediante escrito de fojas 11208/11216 solicitando se REVOQUE 
la medida prisión preventiva y se imponga en su lugar la medida de comparecencia con 
restricciones, alegando que no se han cumplido los presupuestos materiales del artículo 
268 del Código Procesal Penal.  

Argumenta, A.- En cuanto a los graves y fundados elementos de convicción: 1) que la 
Fiscalía ha realizado una imputación vaga sin precisar la participación individual en la 
organización criminal "Las Cuentas del Miedo"; 2) que si bien existen reportes de la 
UIF y análisis financieros que muestran depósitos (por ejemplo, S/ 57,226.00 en la 
cuenta de Alfaro Machuca), estos ingresos pueden provenir de actividades lícitas o ser 
montos menores (de S/ 2 a S/ 40) destinados exclusivamente a gastos del hogar; 3) que 
no hay víctimas que sindiquen directamente a los procesados por haber realizado 
amenazas o llamadas extorsivas contra empresas de transporte; 4) que las motocicletas 
halladas en su domicilio, forman parte de y que estos son de clientes; y, 5) que, las 
conversaciones de WhatsApp y el perfil de TikTok analizados no muestran 
coordinaciones criminales sino contenido familiar o irrelevante para la investigación. B.- 
Prognosis de la pena, alega, que no se puede pronosticar una pena probable si no se ha 
acreditado un vínculo sólido con el delito (primer presupuesto). C.- Peligro procesal, 
alega, 1) que el juez admite que cuenta con arraigo domiciliario, familiar y laboral, por 
tanto, la gravedad de la pena por sí sola no debería sustentar un peligro de fuga; y, 2) 
que no hay testigos a los que intimidar ni pruebas que puedan desaparecer, por lo que, 
no hay peligro de obstaculización. D. Aplicación del principio de proporcionalidad, 
alega, que la prisión preventiva es desproporcional e injusta, sugiriendo que la 
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comparecencia restringida es la medida idónea y suficiente para los fines de la 
investigación; y, E. Motivación de resoluciones, alega, que carece de una motivación 
adecuada y estricta, dado que la prisión preventiva tiene carácter excepcional y 
subsidiario (Caso Humala-Heredia, Exp. 04780-2017-PHC/TC). 

2.5. Elizabeth Ruth Llanqque Corpuna, por medio de su abogado defensor, interpone 
recurso de apelación mediante escrito de fojas 10986/10992, solicitando se REVOQUE 
la medida prisión preventiva y se imponga en su lugar cualquier otra medida procesal 
distinta.  

Argumenta, A.- En cuanto a los graves y fundados elementos de convicción, alega, 1) 
que el juez se apoya en inferencias sobre movimientos bancarios sin explicar cómo estos 
acreditan un acuerdo criminal o conocimiento de origen ilícito; 2) el Juez confunde la 
facilitación material (depósitos en cuentas) con la autoría o coautoría en extorsión, sin 
demostrar actos de concertación o dominio funcional; 3) que ninguna empresa agraviada 
ha reconocido a la imputada como autora de amenazas o cobros, ni existen registros de 
llamadas o mensajes que la vinculen directamente con la fase ejecutiva del delito; y, 4) 
que la investigada fue instrumentalizada por su expareja, Diego Armando Misaico 
Barrera, bajo un contexto de confianza y violencia familiar, y se incurre en error al no 
motivar por qué descarta esta versión razonable; B.- Gravedad de la pena, alega, que el 
juez usó la "gravedad abstracta" de la pena como único sustento para el riesgo de fuga, 
es insuficiente según los estándares legales. C.- Peligro procesal, alega, 1) que no se ha 
acreditado un peligro procesal real con datos objetivos; 2) la investigada cuenta con 
arraigo laboral pues trabaja como inspectora en la Municipalidad de San Isidro, arraigo 
familiar es madre de un menor con diagnóstico de TDAH, y arraigo domiciliario, 
cuenta con domicilio conocido y no tiene antecedentes de incomparecencia; y, 2) que el 
juez asumió el peligro de obstaculización de forma genérica por tratarse de una presunta 
"organización criminal", sin acreditar conductas concretas de la investigada para afectar 
testigos o pruebas. D.- Aplicación del principio de proporcionalidad, alega, que la 
prisión preventiva es la medida más gravosa y solo debe usarse si otras son 
insuficientes, y que juez no explicó por qué medidas como la comparecencia con 
restricciones, el impedimento de salida o la caución económica no serían idóneas para 
asegurar los fines del proceso; E.- Errores del procedimiento, alega, que el juzgado 
aceptó una integración tardía del requerimiento fiscal cuando el plazo ya había vencido 
(después de instalada la audiencia), dado que, el requerimiento inicial contenía 
referencias a otra persona, afectando el derecho de defensa. 

2.6. Doris Pujaico Estrada, por medio de su abogado defensor, interpone recurso de 
apelación mediante escrito de fojas 11184/11203 y 11221/11240, solicitando se 
REVOQUE la medida prisión preventiva y se imponga en su lugar cualquier otra 
medida procesal distinta.  

Argumenta, A.- En cuanto a los graves y fundados elementos de convicción, 1) que 
existe una incongruencia lógica insubsanable en la imputación, puesto que la fiscalía 
afirma que la coinvestigada Treyci Kimberly Pocco Gutiérrez recibió S/ 8,500.00 en 
marzo de 2025 y que luego transfirió parte de ese dinero a la apelante; sin embargo, el 
CUADRO DE OPERACIONES que presenta muestra que la transferencia (operación 
2007947) por S/ 3,500.00 ocurrió el 18 de marzo de 2024, hecho que es materialmente 
imposible puesto que un depósito de 2024 sea producto de un dinero recaudado (por 



 

  
 

 

_______________ 

Pág. 7 de 83 

 

CORTE SUPERIOR NACIONAL 

DE JUSTICIA PENAL 

ESPECIALIZADA 

CUARTA SALA PENAL DE 

APELACIONES NACIONAL 

EXP.  N° 039-2025-20-5001-JR-PE-06 

extorsión) un año después. (Caso ETUPSA 73); 2) que, el Ministerio Público sostiene 
que "transfirió" dinero a Anthony Villaverde Laupa para desviar fondos, no obstante, los 
registros bancarios oficiales del BCP muestran que ella fue la receptora pasiva de los 
abonos (fue la beneficiaria, no la ordenante), por lo que, no desplegó ninguna conducta 
activa de transferencia; 3) que, la fiscalía pretende calificar como "estratificación de 
organización criminal" operaciones bancarias por montos irrisorios, citando una de tan 
solo S/ 100.00 soles, lo cual resulta ilógico para el tipo de delito imputado; 4) que "no ha 
recibió de manera directa montos extorsivos" de la empresa agraviada, sino 
transferencias bancarias de terceros; 5) que la acusación utiliza términos genéricos y 
estereotipados (como "conforme a los designios de la organización") sin precisar el rol 
funcional de la apelante, cómo se comunicaba con la red criminal o el destino del dinero 
recibido; 6) que recibir transferencias bancarias a través del sistema financiero oficial 
constituye un acto neutral y lícito, amparado en el principio de confianza, salvo que se 
pruebe dolo o conocimiento del origen ilícito, lo cual la fiscalía no ha hecho; y 7) que 
atribuirle un delito por el solo hecho de recibir un abono de una persona investigada es 
una forma de responsabilidad objetiva, la cual está prohibida por el artículo VII del 
Título Preliminar del Código Penal. Gravedad de la pena, no alega. C.- Peligro 
procesal, alega, que existen pruebas documentales de que la apelante posee arraigo 
laboral, con trabajo acreditado, domiciliario con residencia conocida y real, familiar 
porque tiene hijos que, bajo su cuidado, y convivencial en el país, lo que desvirtúa el 
peligro de fuga. D.- Aplicación del principio de proporcionalidad. Bajo el test de 
proporcionalidad, la defensa argumenta que la prisión preventiva no es necesaria ni 
idónea, ya que existen medidas menos gravosas (como la comparecencia con 
restricciones y el pago de una caución) que pueden asegurar los fines del proceso sin 
afectar drásticamente la libertad. E.- Motivación de resoluciones, alega, que la 
resolución de prisión preventiva presenta una "motivación aparente", porque que el 
juzgado no ha verificado el cumplimiento "concurrente" de todos los presupuestos 
exigidos por el artículo 268º del Código Procesal Penal, para la adopción de la medida, y 
se basa en indicios aislados y que carecen de la pluralidad, convergencia y 
corroboración necesarias para sostener una medida restrictiva de libertad, al amparo de 
la Casación N° 92-2017.   

2.7. Marisa Lourdes Llanqque Corpuna, por medio de su abogado defensor, interpone 
recurso de apelación mediante escrito de fojas 10974/10982, solicitando se REVOQUE 
la medida prisión preventiva y se imponga en su lugar cualquier otra medida procesal 
distinta.  

Argumenta, A.- En cuanto a los graves y fundados elementos de convicción, 1) que la 
mera recepción de transferencias bancarias no constituye prueba de participación dolosa 
en extorsión y que el Ministerio Público no ha acreditado un conocimiento doloso o un 
acuerdo criminal, limitándose a atribuirle el rol de "recaudadora" sin sustento objetivo; 
2) que, si bien la imputada registra múltiples líneas a su nombre, no existen audios, 
mensajes de texto, transcripciones o geolocalización que demuestren que dichas líneas 
fueron usadas para amenazar o coordinar actos delictivos; 3) ninguna de las empresas 
agraviadas ha identificado a la investigada como la persona que realizó actos 
intimidatorios o coordinó cobros; 4) que, el dinero recibido proviene de familiares de 
internos de penales para ser entregado a estos a través del padre de sus hijos, Jesús 
Gastañadui Tapia, bajo una actividad informal denominada "banquito"; 5) que la 
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imputada actuó bajo un contexto de confianza legítima hacia su pareja, y juez ha 
omitido analizar el principio de confianza como exclusión de la imputación; y, 6) que se 
pretende atribuir responsabilidad penal únicamente por la titularidad de cuentas 
bancarias y movimientos financieros; B.- Gravedad de la pena, alega, el uso de la 
gravedad abstracta de la pena o la naturaleza del delito como único sustento para el 
peligro de fuga, desnaturaliza el carácter excepcional de la medida. C.- Peligro procesal, 
alega, que la investigada cuenta con arraigo domiciliario, familiar y laboral, y que no 
tiene antecedentes de incomparecencia u ocultamiento; además, ha tenido una conducta 
colaborativa al solicitar voluntariamente rendir su declaración. D.- Aplicación del 
principio de proporcionalidad, alega, que la prisión preventiva es la medida más 
gravosa y no es estrictamente necesaria, pues existen alternativas como la 
comparecencia con restricciones, impedimento de salida o caución que podrían 
neutralizar cualquier riesgo procesal; y, E.- Motivación de resoluciones, alega, que se 
incurre en una motivación insuficiente y aparente, porque el juez no desarrolla de 
manera sólida por qué los elementos alcanzan el estándar de "sospecha grave" ni rebatió 
los argumentos centrales de la defensa, y vulnera el principio de presunción de inocencia 
pues da por acreditada la existencia de una organización criminal cuando solo debe 
analizarse desde el plano de la probabilidad. 

2.8. Myriam Rocío Yactayo Ramos, por medio de su abogado defensor, interpone recurso 
de apelación mediante escrito de fojas 10996/11049, solicitando se REVOQUE la 
medida prisión preventiva y se imponga en su lugar cualquier otra medida menos 
gravosa, alegando vulneración del derecho a la presunción de inocencia y libertad 
personal.   

Argumenta, A.- En cuanto a los graves y fundados elementos de convicción, 1) el Juez 
incurre en un error de derecho al dar por acreditada una "sospecha fuerte" de los delitos 
de organización criminal y extorsión basándose en meras conjeturas e inferencias 
subjetivas; 2) que no existe un solo elemento de convicción que demuestre que la 
procesada participó en planificación criminal, reuniones de coordinación o distribución 
de funciones, dado que, no toda relación familiar o económica con otros investigados 
convierte a alguien en integrante de una red criminal; 3) que el Juez comete un error de 
hecho al interpretar los ingresos en la cuenta de Yactayo Ramos como "dinero 
maculado" sin una pericia contable concluyente que determine el origen ilícito de la 
totalidad de los fondos; 4) que la existencia de un "incremento patrimonial no 
justificado" basándose únicamente en que la procesada tiene la condición de " ama de 
casa" , sin haber agotado actos de corroboración sobre posibles ingresos lícitos; 5) que 
no existe prueba directa (llamadas, mensajes intimidatorios o reglajes) que la vincule 
con actos de violencia, por lo que, el Juez aplicaría una responsabilidad objetiva 
prohibida, asumiendo que si ingresó dinero a su cuenta, ella participó necesariamente en 
la extorsión. B.- Gravedad de la pena, no se cuestiona. C.- Peligro procesal, alega, 1) 
que el Juez no identificó un solo acto concreto de Myriam Yactayo orientado a destruir 
pruebas o influenciar testigos; 2) el peligro de obstaculización se construyó sobre lo que 
la procesada "podría" hacer en el futuro, mas no sobre hechos objetivos y actuales 
debidamente corroborados; 3) omite considerar que el Ministerio Público ya realizó 
allanamientos, incautaciones y levantamientos bancarios, lo que reduce 
considerablemente cualquier riesgo real de afectación probatoria; 4) existe error de 
hecho al minimizar o ignorar el arraigo familiar, domiciliario y social, así como el hecho 



 

  
 

 

_______________ 

Pág. 9 de 83 

 

CORTE SUPERIOR NACIONAL 

DE JUSTICIA PENAL 

ESPECIALIZADA 

CUARTA SALA PENAL DE 

APELACIONES NACIONAL 

EXP.  N° 039-2025-20-5001-JR-PE-06 

de que tiene a su cargo el cuidado de una menor de dos años, lo cual debió ponderarse 
bajo el principio del interés superior del niño; y 5) el peligro procesal se valora de forma 
" grupal y colectiva"  basándose en la naturaleza de la organización, lo cual vulnera el 
principio de responsabilidad personal e individualización de la medida cautelar. D.- 
Aplicación del principio de proporcionalidad, la prisión preventiva debe ser la medida 
más extrema y excepcional y, en este caso, el Juez no explicó por qué medidas menos 
gravosas, como la comparecencia con restricciones, no serían suficientes para garantizar 
los fines del proceso; E.- El plazo de la medida. La imposición de 24 meses de prisión 
se considera una sanción anticipada y desproporcionada que adquiere características 
materialmente punitivas antes que cautelares. 

2.9. Kelly Yesenia Singuña Chuan por medio de su abogado defensor, interpone recurso de 
apelación mediante escrito de fojas 10921/10954, solicitando, pretensión principal: se 
REVOQUE la medida prisión preventiva y se imponga comparecencia simple, y 
pretensión accesoria, se declara la nulidad de la resolución recurrida por vicios de 
motivación y vulneración del derecho a la presunción de inocencia.    

Argumenta, A.- En cuanto a los graves y fundados elementos de convicción, 1) que el 
juez no realizó un juicio de imputación adecuado sobre la presunta participación de la 
investigada en una organización criminal, omitiendo analizar de manera específica los 
elementos (personal, temporal, estructural, etc.) exigidos por el Acuerdo Plenario N° 1-
2019; 2) que no existe "sospecha fuerte" necesaria para la prisión preventiva, ya que los 
elementos presentados no vinculan directamente a la investigada con los actos delictivos 
de manera consciente; 3) no ha tenido en consideración, que si bien la imputada es 
titular de una cuenta en el BCP, sin embargo, no tenía la posesión física de la tarjeta de 
débito ni el aplicativo móvil, puesto que engañada bajo el "principio de confianza" por 
Piero Antony Pachas Pantoja (expareja de su sobrina), quien le pidió abrir la cuenta para 
cobrar su supuesto sueldo de futbolista, siendo él quien realmente realizaba las 
operaciones; 4) que no se han presentado registros de comunicaciones, mensajes o 
llamadas que demuestren un vínculo logístico o financiero con otros miembros de la 
organización; 5) que algunos informes policiales, citados por el juez, como el Informe 
N° 035-2026 hacen referencia a otra persona -esto es Treyci Kimberly Pocco- y no a la 
imputada, lo que genera una motivación ambigua y contradictoria; y 6) que las tarjetas 
bancarias halladas en su domicilio corresponden a programas sociales (JUNTOS) o 
préstamos cancelados, y no a instrumentos para la estratificación de dinero ilícito como 
sostiene la fiscalía; B.- Gravedad de la pena, no alega. C.- Peligro procesal, alega, que 
la investigada coadyuvó con las diligencias preliminares durante 15 días y facilitó 
voluntariamente su teléfono celular, por lo que no existe evidencia de que pretenda 
destruir material probatorio; D.- Aplicación del principio de proporcionalidad, alega, 
que el juez no justificó por qué la prisión preventiva es la medida más adecuada, 
necesaria y proporcional en sentido estricto, limitándose a utilizar frases genéricas sobre 
la peligrosidad de las redes criminales; E.- Motivación de resoluciones (vicios de 
nulidad), alega, que el juez habría ignorado los arraigos familiares, domiciliarios y 
laborales (como costurera) acreditados por la investigada; y, que el juez considere que 
vivir en la misma zona donde opera la organización criminal es un factor que aumenta el 
riesgo de fuga, cuando en realidad es un indicador de arraigo domiciliario. 
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2.10. Bruno Alonso Salazar Hernández, por medio de su abogado defensor, interpone 
recurso de apelación mediante escrito de fojas 11051/11069, solicitando se REVOQUE 
la medida prisión preventiva y se imponga mandato de comparecencia.    

Argumenta, A.- En cuanto a los graves y fundados elementos de convicción, 1) que el 
juzgado no ha señalado específicamente cuál fue el actuar concreto y permanente de 
Salazar Hernández dentro de la presunta organización criminal, cuestiona que se le 
asigne el rol de " Gestor/Administrador"  sin sustentar dicho concepto ni demostrar 
cómo su conducta se subsume en los delitos de organización criminal y extorsión 
agravada; 2) que la recepción de dos depósitos no ha sido debidamente investigada, pues 
no se ha preguntado a las empresas el motivo real de los abonos, y que el juzgado asume 
que son de origen ilícito sin pruebas suficientes; 3) que el lenguaje detectado en 
mensajes es simplemente el léxico de la "barra de Alianza Lima" y no una amenaza 
criminal y que las fotos con armas tienen una antigüedad de 4 a 5 años y no prueban una 
vinculación actual con extorsiones; y, 4) que el uso de múltiples líneas no es un delito ni 
motivo suficiente para la prisión preventiva. B.- Gravedad de la pena, no alega; C.- 
Peligro procesal, alega, 1) que el juzgado reconoció que el imputado posee arraigos 
sólidos, como familiar, con el cumplimiento ininterrumpido de pensión alimenticia 
desde 2019; laboral, mediante trabajo estable como ayudante de pescador artesanal; y 
domiciliario, como residencia verificada en el distrito de Puente Piedra, por lo que no 
existe un peligro de fuga real. 2) que el juzgado ha realizado una valoración " grupal y 
colectiva"  del peligro de obstaculización, en lugar de un análisis individualizado del 
comportamiento de cada procesado, y que no ha considerado que Salazar Hernández ha 
colaborado con la investigación y no ha mostrado conductas obstructivas personales; y, 
3) que el juzgado basa el riesgo de obstrucción en " conjeturas abstractas"  y "fotos a 
futuro", adelantando opinión sobre la pertenencia a la organización criminal antes de que 
concluyan las investigaciones; D.- Aplicación del principio de proporcionalidad, no 
alega; E.- Motivación de resoluciones, alega, que la resolución carece de una motivación 
adecuada, ya que el juez se habría limitado a aceptar la tesis fiscal sin analizar con 
equidad los argumentos de la defensa. 

2.11. Wilmer Jhoel Huansi Salas, por medio de su abogado defensor, interpone recurso de 
apelación mediante escrito de fojas 11071/11089, solicitando se REVOQUE la medida 
prisión preventiva y se imponga mandato de comparecencia.    

Argumenta, A.- En cuanto a los graves y fundados elementos de convicción, 1) que es 
calificado como " Gestor/Administrador"  financiero, pero no se ha sustentado 
jurídicamente qué significan esos conceptos dentro del delito de extorsión, ni se ha 
demostrado una participación "constante y permanente" en la organización criminal; 2) 
que el depósito de S/ 3,000.00 recibido en la cuenta del imputado, sin embargo, no ha 
tomado en cuenta el fundamento o razón del mismo, puesto que no se ha tomado 
declaración a los directivos de la empresa para aclarar el motivo de la transacción; 3) 
que, los videos donde el imputado aparece con armas, deben corroborarse si fueron 
usados para extorsionar o si son simplemente conductas de "uso personal" típicas de 
jóvenes de su edad, sin fines delictivos comprobados; y, 4) que el uso de múltiples líneas 
telefónicas no es un delito ni motivo suficiente para dictar prisión preventiva, por lo que, 
las conclusiones del juzgado son "conjeturas abstractas". B.- Gravedad de la pena, 
alega, 1) que la proyección de la pena superior a cinco años no tiene una "consistencia 
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real", ya que depende de delitos (extorsión y organización criminal) cuya configuración 
en este caso está en disputa; y, 2) que el juzgado no consideró el artículo 22 del Código 
Penal, que establece una reducción prudencial de la pena para personas de entre 18 y 21 
años (el imputado tiene 20 años), lo cual debería influir en la prognosis de la pena y el 
trato procesal; C.- Peligro Procesal, alega, 1) que existe error al considerar que no 
existían arraigos, puesto que el imputado es un soldado del Ejército Peruano que vivía y 
trabajaba en un cuartel desde hace un año y nueve meses, y que por su edad (20 años) y 
condición de militar, no se le puede exigir un arraigo económico o familiar tradicional 
(hijos o propiedades) como a una persona mayor; y, 2) que el juzgado realiza un análisis 
"grupal y colectivo" del riesgo de obstrucción en lugar de uno individualizado, dado 
que, Huansi Salas a diferencia de otros coimputados colaboró activamente con la 
investigación, no negó sus claves de acceso y fue detenido en su centro de labores (el 
cuartel). D. Aplicación del principio de proporcionalidad, no alega; E.- Motivación de 
resoluciones judiciales, alega, que el juzgado no actuó con equidad y que la resolución 
carece de una motivación adecuada, limitándose a repetir la tesis de la fiscalía sin 
analizar debidamente los descargos, y vulnera los derechos a la tutela judicial efectiva 
(Art. 139.3 de la Constitución) y a la pluralidad de instancia (Art. 139.6). 

2.12. Luis Alberto Galicia Mori, por medio de su abogado defensor, interpone recurso de 
apelación mediante escrito de fojas 11129/11138, solicitando se REVOQUE la medida 
prisión preventiva y se imponga una medida menos gravosa con restricciones.    

Argumenta, A.- En cuanto a los graves y fundados elementos de convicción, alega, una 
errónea e incorrecta valoración de los elementos de convicción, por cuanto: 1) ninguno 
de los elementos de convicción presentados por la Fiscalía vincula directamente a 
Galicia Mori con la presunta organización "Cuentas del Miedo", pues en la visualización 
del celular del imputado, no se encontraron mensajes, llamadas ni contactos con los 
otros coinvestigados; 2) que el imputado Galicia Mori era víctima de extorsión y como 
tal no se ha valorado los depósitos realizados a sus coinvestigados, y que pertenece a la 
empresa "Turismo San Juanito", la cual es señalada por un testigo en clave como una de 
las empresas agraviadas; 3) que, existe error al valorar el mensaje sobre el cobro de S/ 
3.00 un indicio de extorsión, la defensa presentó una adenda contractual que estipula un 
incremento anual de tres soles por concepto de usufructo de ruta en la empresa San 
Juanito, y coincide con la fecha del mensaje; 4) el juez no estableció un nexo causal con 
ningún hecho delictivo concreto en cuanto a los S/ 1,500 hallados en su domicilio; 5) 
que no se cumplen los requisitos del artículo 268 del Código Procesal Penal, pues los 
elementos de convicción no alcanzan el nivel de sospecha fuerte necesario para una 
prisión preventiva; y 6) los informes de la unidad GRECO no deben ser considerados 
elementos de convicción por sí mismos, sino meros resúmenes de diligencias, y que en 
casos similares de otros investigados la Fiscalía decidió no formalizar investigación 
basándose en el mismo tipo de informes; B.- Gravedad de la pena, no alega; C.- Peligro 
procesal, alega, 1) que el imputado entregó voluntariamente su equipo celular y 
proporcionó sus claves y patrones de acceso (WhatsApp y PIN), lo cual contradice la 
tesis de una conducta obstructiva; 2) que el juez no valoró adecuadamente el estado de 
salud del imputado (padece de bulla pulmonar) ni su arraigo familiar, teniendo a su 
cargo tres hijos menores, uno de ellos con diagnóstico de autismo; 3) la sola pertenencia 
a una organización criminal no implica automáticamente peligro de obstaculización, esto 
constituye una presunción subjetiva y no se han señalado maniobras concretas y 
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objetivas de Galicia Mori para destruir pruebas o influir en testigos; y, 4) es 
inconstitucional pretender que el hecho de que la organización busque abogados para 
sus miembros sea un criterio de peligro procesal, ya que contar con un abogado de libre 
elección es un derecho fundamental. D.- Aplicación del principio de proporcionalidad, 
alega, que la medida no es idónea, necesaria ni proporcional, porque al existir arraigos 
familiar, laboral y domiciliario consolidados, el peligro de fuga ha disminuido 
notablemente, haciendo que una medida menos gravosa (como comparecencia con 
restricciones) sea suficiente. 

2.13. Roberto Carlos Luza Huilca, por medio de su abogado defensor, interpone recurso 
de apelación mediante escrito de fojas 10956/10972, solicitando se REVOQUE la 
medida prisión preventiva y se varie por una medida de comparecencia con 
restricciones.    

Argumenta, A.- En cuanto a los graves y fundados elementos de convicción, 1) que el 
depósito de mil soles (S/ 1,000) en la cuenta del imputado proviene de su actividad lícita 
de venta de equipos tecnológicos a terceros y no de actividades ilícitas; 2) que no 
conoce a las personas que realizaron los depósitos ni tiene grado de afinidad o amistad 
con los demás coinvestigados; 3) que no existe una "esfera de mando" o concertación 
que lo haga parte de una organización criminal; simplemente prestó su cuenta para 
recibir pagos por su mercadería actuando de buena fe; 4) el juez habría incurrido en 
error al concluir que el investigado pertenece a una organización criminal basándose 
únicamente en que tuvo una empresa en 2009 con el padre de otro imputado y participó 
en procesos de contratación, contraviniendo la proscripción de la responsabilidad 
objetiva; y, 5) que no se cumple con lo señalado en la Casación N° 626-2013-Moquegua 
y el Acuerdo Plenario N° 01-2019, puesto que no se cumple con una "sospecha grave y 
fundada" (alto grado de probabilidad) basada en un examen razonado e individualizado 
de los elementos de convicción. B.- Gravedad de la pena, alega, que la Fiscalía actúa de 
manera "inquisidora" al tipificar un concurso de delitos (extorsión y organización 
criminal) para elevar la prognosis de pena, cuando los hechos, de ser ciertos, podrían 
encajar en delitos con penas menores a 5 años, como la receptación o mercado informal. 
C.- Peligro procesal, 1) el Juez no se valoró objetivamente que el imputado cuenta con 
arraigo domiciliario, familiar y laboral; 2) el imputado ha participado en todas las 
diligencias desde su detención preliminar, demostrando voluntad de colaboración; 3) no 
valorado que padece de una enfermedad (ETS), lo cual, sumado a sus arraigos, 
disminuiría el peligro de fuga. D.- Aplicación del principio de proporcionalidad, alega, 
que la prisión preventiva es desproporcional al existir medidas menos gravosas, como la 
comparecencia con restricciones y el impedimento de salida del país, que podrían 
garantizar los fines del proceso. E.- Motivación de resoluciones, alega, que el Juez no 
justifica la concurrencia copulativa de los elementos (personal, temporal, teleológico, 
funcional y estructural) que configuran una organización criminal según el Acuerdo 
Plenario 1-2017-SPN; que incurre en una "ausencia de argumentos" al no valorar 
objetiva y razonablemente la comisión del delito de organización criminal que vincule al 
imputado; y, que se está violentando este derecho a la presunción de inocencia al no 
existir elementos probatorios de cargo suficientes que destruyan dicha presunción. E. 
Falta de justificación del plazo, alega, que no se fundamentó razonablemente por qué es 
necesario un plazo de 24 meses, ni se detallaron los actos de investigación pendientes 
que demandarían dicho tiempo. 
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III.  El recurso de impugnatorio interpuesto por el Ministerio Público. 

El Ministerio Público mediante escrito de fojas 10915/10919, interpone recurso de apelación 
contra la Resolución Nro. 14, de fecha 13 de mayo de 2026 en cuanto otorga un plazo de 24 
meses de prisión preventiva, solicitando se REVOQUE y reformando se otorgue un plazo 
de 36 meses. 

Argumenta que el juzgado ha realizado una valoración irreal y subjetiva sobre el tiempo 
necesario para la duración del proceso, (1) que, el caso no es una investigación ordinaria, 
sino una contra una organización criminal dedicada a la extorsión, integrada por 24 
investigados y con 9 empresas de transporte agraviadas; (2) que, se ha dispuesto un total de 
172 diligencias para el esclarecimiento de los hechos, que incluyen declaraciones, pericias 
antropológicas y de homologación de voz, así como el levantamiento del secreto bancario y 
análisis de videovigilancia (OVISES); (3) que, existen tres investigados que se encuentran en 
el extranjero (España y Brasil), lo que demanda trámites de extradición y asistencia judicial 
internacional, que por su naturaleza requieren un tiempo razonable adicional; (4) que, falta 
programar y realizar las audiencias de prisión preventiva para 8 investigados adicionales (no 
habidos o recluidos en otros centros penales), lo que generará una carga procesal significativa 
y largas jornadas de debate; (5) que el plazo de prisión preventiva no debe agotarse solo en la 
investigación preparatoria, sino que debe servir para cubrir también la etapa intermedia y el 
juicio oral; (6) que, la duración del proceso no depende solo de la actividad fiscal, sino de la 
disponibilidad de la agenda del Poder Judicial y la coordinación con las múltiples defensas 
técnicas de los numerosos imputados; (7) que la reducción del plazo a 24 meses se realiza sin 
una evaluación integral y objetiva de la complejidad real del proceso, careciendo la decisión 
de un sustento suficiente, puesto que el plazo de 36 meses corresponde al plazo legal; (8) 
que, el juzgado omite considerar que el proceso es único y responde a una teoría del caso 
común, por lo que el plazo no puede fragmentarse atendiendo solo a la situación de los 
detenidos actuales, y (9) que, reducir el plazo compromete el esclarecimiento integral de los 
hechos y se realiza una interpretación restrictiva que no se ajusta a las condiciones efectivas 
de tramitación de un caso complejo de esta magnitud. 

 

IV.  Del trámite del recurso de apelación y la audiencia de vista de la causa.  

El recurso de apelación interpuesto por Treyci Kimberly Pocco Gutiérrez, Hilary Juliana Polo 
Gutiérrez, el Ministerio Público, Kelly Yesenia Singuña Chuan, Roberto Carlos Luza Huilca, 
Marisa Lourdes Llanqque Corpuna, Myriam Rocio Yactayo Ramos, Bruno Alonso Salazar 
Hernández, Wilmer Jhoel Huansi Salas, Ericka Llatas Goicochea, Luis Alberto Galicia Mori 
y Elizabeth Ruth Llanqque Corpuna, es concedido por Resolución Nro. 15, del 26 de mayo 
de 2026 [ver de fojas 11153/11167]. 

El recurso de apelación interpuesto por Doris Pujaico Estrada, Jhonatan Antony Castro Torres 
y Estefany Janina Alfaro Machuca, es concedido por Resolución Nro. 17, de fecha 27 de 
mayo de 2026 [ver de fojas 11241/11246]  

Elevado el incidente a este Colegiado superior, por Resolución Nro. 18, de fecha 29 de mayo 
de 2026 [ver de fojas 11251/11268] se admiten los recursos de apelación a partir de los 
agravios expresados. La audiencia de vista, se verifica en sesiones consecutivas, con 
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intervención de las partes debidamente apersonadas, según consta en el acta de registro 
respectivo; acto en que los abogados de defensa se han ratificado en el recurso que han 
interpuesto solicitando se revoque la medida de detención y se decrete mandato de 
comparecencia con restricciones u otra medida restrictiva, y por su parte el Ministerio 
Público solicitando que el plazo de la medida sea el plazo de 36 meses.   

 

 

FUNDAMENTOS DEL TRIBUNAL SUPERIOR 

 

Primero: Competencia del tribunal de apelaciones.  

1.1. El artículo 409º del Código Procesal Penal –en adelante CPP.2004-, delimita el marco de 
competencia del Tribunal Superior, en cuanto al conocimiento de “ la materia impugnada”, y 
“para declarar la nulidad en caso de nulidades absolutas o sustanciales no advertidas por el 
impugnante” [ver numeral 1]; otorgando la prerrogativa para corregir errores que no hayan 
influido en la parte resolutiva [ver numeral 2]. Esta disposición se complementa con las 
facultades que confiere el artículo 419º.1), en que se precisa que las decisiones pueden ser de 
nulidad o revocatorio total o parcial. 

1.2. En este marco, es oportuno considerar los vicios o errores, como: (i) errores in procedendo, 
son consecuencia de una aplicación indebida, interpretación errónea o inaplicación de normas 
de carácter adjetivo (procesal), que traen como consecuencia irregularidades en la estructura 
de la decisión judicial o en el procedimiento seguido para su emisión, en que se identifica 
vicios por defectos de tramite o inobservancia de la normal procesal y vicios por defensor en 
la estructura de la resolución, que se traduce en defectos de motivación o vulneración del 
principio de congruencia; e,  (ii) errores in iudicando son consecuencia de una inaplicación, 
aplicación indebida o interpretación errónea de una norma de derecho material; así se tiene, 
errores in facto cuando al resolución aparece fundada en un supuesto fáctico falso o 
incorrectamente interpretado, y errores in iure cuando a causa no de no haberse comprendido 
adecuadamente el sentido jurídico del caso sometido a su decisión, se aplica a este una norma 
distinta a la que debió en realidad aplicarse o se asigna a la norma aplicable un alcance 
equivocado1.     

1.3. La potestad del Tribunal para declarar la nulidad tiene sentido dentro del principio de 
taxatividad (artículo 149º del CPP.2004) y su intervención oficiosa, cuando concurran las 
causales del artículo 150º, sin embargo, debe también considerar los principios de 
convalidación y transcendencia (art. 151y 152º). 

 

Segundo:  Marco normativo aplicable en la medida de prisión preventiva.   

 
1 IBERICO CASTAÑEDA, Luis Fernando; La Impugnación en el proceso penal; Instituto Pacífico; primera 

edición, Lima 2016, pág. 49-51. 



 

  
 

 

_______________ 

Pág. 15 de 83 

 

CORTE SUPERIOR NACIONAL 

DE JUSTICIA PENAL 

ESPECIALIZADA 

CUARTA SALA PENAL DE 

APELACIONES NACIONAL 

EXP.  N° 039-2025-20-5001-JR-PE-06 

3.1. La libertad es la capacidad de hacer y no hacer todo lo que esté lícitamente permitido. En 
otras palabras, constituye el derecho de toda persona de organizar, con arreglo a la ley, su 
vida individual y social conforme a sus propias opciones y convicciones. La seguridad, por 
su parte, sería la ausencia de perturbaciones que restrinjan o limiten la libertad más allá de lo 
razonable. La libertad, definida así, es un derecho humano básico, propio de los atributos de 
la persona, que se proyecta en toda la Convención Americana2. En efecto, del Preámbulo se 
desprende el propósito de los Estados Americanos de consolidar “un régimen de libertad 
personal y de justicia social, fundado en el respeto de los derechos esenciales del hombre”, y 
el reconocimiento de que “sólo puede realizarse el ideal del ser humano libre, exento de 
temor y de la miseria, si se crean condiciones que permitan a cada persona gozar de sus 
derechos económicos, sociales y culturales, tanto como de sus derechos civiles y políticos”. 

Es imperativo reconoce que, el derecho a la libertad personal, como todo derecho 
fundamental, no es absoluto. El artículo 2, inciso 24, literales a) y b), de la Constitución 
Política del Perú establece que está sujeto a regulación, de modo que puede ser restringido o 
limitado mediante ley. (…), el Tribunal Constitucional ha sostenido en reiterada 
jurisprudencia que la detención judicial preventiva es una medida provisional que limita la 
libertad física, pero no por ello es, per se, inconstitucional, en tanto no comporta una medida 
punitiva ni afecta la presunción de inocencia que asiste a todo procesado; y, legalmente, se 
justifica siempre y cuando existan motivos razonables y proporcionales para su dictado [STC 
2771-2019-PHC/TC, fj. 5]. 

3.2. La Corte Suprema en la Casación Nro. 626-2013-Moquegua, aborda el tratamiento de los 
presupuestos y temas objeto de debate en la discusión de la medida de prisión preventiva; así 
adiciona a los elementos de prueba suficiente, prognosis de pena y de peligro procesal, el 
criterio de proporcionalidad y duración de la medida [fj. 24]; también se desarrollan algunos 
criterios orientadores en la interpretación y aplicación de los criterios, respecto de: 

¬ En cuanto a los fundados y graves elementos de convicción, debe acreditarse con datos 
objetivos obtenidos preliminarmente y/o propiamente de investigación que cada uno de los 
aspectos de la investigación tenga probabilidad cierta; que exista alto grado de probabilidad 
de la ocurrencia de los hechos; se debe realizar un análisis de suficiencia similar al que se 
hace en la etapa intermedia del proceso penal, en forma individual y conjunta; y, es necesario 
que el fiscal sustente claramente el aspecto fáctico y su acreditación [ver fj. 25-29]. 

¬ En cuanto a la prognosis de pena, se analiza la posible pena a imponer teniendo en cuenta 
el principio de lesividad y proporcionalidad, diversas circunstancias, causas de disminución y 
agravación, fórmulas de derecho penal premial [ver fj. 30-32]. 

¬ En cuanto al peligro procesal, de fuga, destaca su importancia y la razón por la que se 
dicta la medida; destaca a partir de la jurisprudencia de la CIDH y TEDH que no se presume 
sino que debe realizarse la verificación en cada asunto, fundado en circunstancias objetivas y 
ciertas del caso concreto; desarrolla el contenido de los criterios asumidos legislativamente, 
como (i) arraigo, su ausencia es un factor que permite valorar el riesgo de fuga, pero la 

 
2 Ver documento web: https://www.oas.org/es/cidh/mandato/documentos-basicos/convencion-

americana-derechos-humanos.pdf.; consultado el 11 de junio de 2026.  
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presencia de algún arraigo no descarta la utilización de la prisión preventiva, y tampoco la 
sola situación de inexistencia de arraigos genera que deba imponerse la prisión preventiva 
[ver fj. 36-40]. (ii) gravedad de la pena, es un dato objetivo basado en máxima de la 
experiencia de que ante el temor a una pena grave el imputado pueda fugar, sin embargo, 
acota “la sola presunción de fuga no pueda sustentar la prisión preventiva”, y que este dato 
debe ser valorado en conjunto con otros requisitos que también lo sustenten [ver fj. 41-43]. 
(iii) la magnitud del daño causado, tiene que ver con la actitud del imputado luego de la 
comisión del delito, vinculado a las circunstancias que agravarían su comisión o reducirían 
los efectos de esta [ver fj. 45-50]. (iv) el comportamiento procesal, analizado sobre la 
conducta del imputado con inmediatez a la comisión del hecho, como la fuga del lugar de 
comisión del delito; otro aspecto tiene que ver con la conducta del imputado con anterioridad 
al hecho, como su situación jurídica en otro proceso, pues la imposición de una prisión 
preventiva en otro proceso no autoriza por su solo mérito a imponerla en el actual proceso; y, 
destaca que no admisible, en este caso, el comportamiento del imputado dentro del marco de 
algún derecho como el hecho de no confesar el delito [ver fj. 51-56], y (v) la pertenencia a 
una organización criminal, la pertenencia e integración del imputado a una organización 
criminal o banda, es un criterio clave para atender a la existencia de peligro procesal y 
obstaculización de la actividad probatoria. En algunos casos, este criterio y la gravedad de la 
pena, solo bastan para la imposición de la medida [ver fj. 57-58].  

3.3. También, la Corte Suprema, en el Acuerdo Plenario Nro. 001-2019-CIJ/116, sobre “prisión 
preventiva presupuesto y requisitos” que ha desarrollado los alcances de la Casación 626-
2013-Moquegua, siendo del caso destacar, que en la evaluación del primer requisito debe 
considerarse el grado de conocimiento, esto es la sospecha fuerte, que es más intensa que la 
sospecha suficiente, requiere un juicio de atribución del delito imputado, examen de las 
fuentes-medios de investigación o de las fuentes-medios de prueba lícitos acopiados en el 
curso de la causa, y el juicio de imputación. En cuanto al segundo requisito, delito grave, que 
alude a sanción a imponerse, se destaca que, si el pronóstico es que no será superior a cinco 
años – según el artículo 268º del CPP.2004, modificado por Decreto Legislativo 1298-, no cabe 
analizar el peligro procesal; en cuanto al tercer requisito, peligrosismo procesal, asume la 
posición de que solo se requiere uno de los dos peligros (de fuga o de obstaculización), 
para acreditar el riesgo, se debe apreciar y declarar la existencia del peligro a partir de datos 
de la causa.  

3.4. En cuanto a los principales baremos de legitimidad para la adopción de la medida, la Corte 
Suprema ha destacado (i) Excepcionalidad, la regla debe ser que el atribuido de un ilícito sea 
juzgado en libertad y solo cuando exista riesgo fundado que impedirá el desarrollo eficiente 
de las investigaciones o eludirá la acción de la justicia, se restrinja su libertad con prisión; (ii) 
La medida debe ser adecuada al fin de sujeción del procesado al proceso y además cumplir 
con el principio de proportio mensum restringere que significa que la medida sea 
proporcional para ello debe seguirse el test de ponderación analizando la necesidad, la 
utilidad y la proporcionalidad de la medida; (iii) La verificación de sospecha fuerte requiere, 
en tanto juicio de atribución del delito al imputado, el examen de las fuentes – medios de 
investigación de las fuentes – medios de prueba lícitos – la licitud es un componente 
necesario del concepto de prueba – acopiados en el curso de la causa – principalmente por el 
fiscal, aunque también es de examinar los que pueda presentar el imputado y su defensa -, 
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tras cuyo análisis corresponde concluir, desde una inferencia razonable, que el imputado es 
fundadamente sospechoso; (iv) El peligrosismo ambulatorio exige el análisis de una serie de 
circunstancias que pueden tener lugar antes o durante el desarrollo del proceso penal y que se 
encuentran relacionadas, entre otros, con el arraigo domiciliario, familiar y laboral del actor 
en la localidad del órgano judicial que lo procesa, aspectos que crean juicio de convicción al 
juzgador en cuanto a la sujeción del imputado al proceso y que este no eludirá, y (v) debe 
contener una motivación debida y reforzada, siendo imprescindible que los jueces motiven 
con especial rigurosidad las resoluciones de prisión preventiva, pues solo así se podrá 
garantizar que se respete su naturaleza excepcional, subsidiaria y proporcional, con expresión 
sucinta de la imputación, con los fundamentos de hecho y de derecho y la invocación de las 
citas legales correspondientes [ver CS-SPP Apelación Nro. 29-2023-Cusco, del 06/02/2023, 
fj. 16].   

 

Tercero: Hechos objeto del proceso y calificación jurídica.  

3.1. Hechos imputados como Organización criminal. 

La hipótesis fiscal describe la existencia de una estructura delictiva con permanencia en el 
tiempo y reparto de tareas, denominada inicialmente "Los Norteños"  y posteriormente 
identificada como "Cuentas del Miedo"; organización que tiene como propósito la 
obtención de beneficios económicos ilícitos a través del control y sometimiento de empresas 
de transporte público en Lima.  

La organización cuenta con una cúpula u organización central a cargo del liderazgo y 
coordinación operativa, que planifican el circuito delictivo (entre ellos, se menciona a 
Anthony Gregory Villaverde Laupa como pieza clave en la coordinación); no opera de forma 
aislada, sino mediante un esquema estrictamente distribuido para garantizar el éxito y la 
impunidad de sus miembros, como: 1) un brazo operativo/ejecutor, encargado de planificar, 
coordinar y ejecutar los actos de violencia física, intimidación directa y reglaje sobre las 
víctimas; 2) una facción financiera, que viene a ser el soporte fundamental de la estructura, 
tiene a su cargo la captación, administración y ocultamiento de las ganancias ilícitas; utiliza 
un sistema de "pitufeo" (fraccionamiento de dinero) y una red de " presta cuentas"  (personas 
que facilitaban sus cuentas bancarias para recibir los depósitos extorsivos a fin de evitar el 
rastreo directo de los líderes).  

 

3.2. Hechos imputados como Extorsión agravada 

El delito de extorsión se ejecuta de manera sistemática, violenta y continuada en perjuicio de 
Empresas de transporte público de Lima, a quienes la organización exige ventajas 
económicas indebidas (el cobro de "cupos") a directivos, comités y choferes de empresas de 
transporte público; con el propósito de quebrar la resistencia de los transportistas, emplean 
amenazas de muerte, disparos a las unidades vehiculares, atentados en los paraderos y 
coacción digital. En la comisión del delito, una vez que las empresas ceden ante el temor de 
las represalias, la organización les proporcionaba números de cuentas bancarias de la facción 
financiera. El flujo de dinero ilícito recaudado es masivo, como ejemplo concreto, la fiscalía 
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señala que solo una de las empresas afectadas (ETUPSA 73) se vio obligada a realizar al 
menos 58 depósitos bancarios, lo que significó un perjuicio económico que superó los S/ 
370,053.10, monto que terminó distribuido en las cuentas de los diversos integrantes de la 
red de prestacuentas; El impacto criminal no constituye un hecho aislado, sino un ataque 
masivo a la economía y seguridad del transporte, registrándose un total de 09 empresas de 
transporte público formalmente agraviadas. Entre las empresas identificadas en la 
investigación penal se encuentran: ETUPSA 73, Inversiones CKF, El Rápido S.A., Rápido 
VIP S.A., Los Milagros del Señor de Pachacamilla, La Unidad de Villa S.A., Luis Banchero 
Rossi S.A., ETSM RUMI S.A., y Mártir Olaya S.A.  

 

3.3. Hechos imputados como Receptación agravada.  

El delito de recepción agravada, se sostiene en el hecho de que los imputados habían 
adquirido bienes y/o autopartes reportadas como robados. 

 

3.4. Tipificación de los hechos.  

3.4.1. El delito de organización criminal  

Es tipificado por el artículo 317º.1) del Código Penal, modificado por Ley 32108, como: 

“El que organice, constituya o integre una organización criminal será reprimido con pena privativa 

de libertad no menor de ocho ni mayor de quince años y con ciento ochenta a trescientos sesenta 

y cinco días-multa, e inhabilitación conforme al artículo 36, numerales 1), 2), 4) y 8)”. 

 

El ámbito de intervención en una organización, es definido por el artículo 317.2 del CP., 
como:   

“Se considera organización criminal a todo grupo con compleja estructura desarrollada y mayor 

capacidad operativa compuesto por tres o más personas con carácter permanente o por tiempo 

indefinido que, de manera concertada y coordinada, se reparten roles correlacionados entre sí, 

para la comisión de delitos de extorsión, secuestro, sicariato y otros delitos sancionados con pena 

privativa de libertad igual o mayor de cinco años en su extremo mínimo, con el fin de obtener, 

directa o indirectamente, un beneficio económico u otro de orden material". 

A partir del texto normativo el contenido del tipo penal no admite indeterminación. El 
fundamento de su criminalización es el peligro y la inestabilidad social que puede generar la 
sola existencia de un concierto criminal expresado en la conformación de colectivos cuya 
finalidad ha de infringir normas de contenido penal, siendo el sujeto pasivo la sociedad como 
ente colectivo indeterminado [PRADO SALDARRIAGA, VÍCTOR: Lavado de Activos y 
Organizaciones Criminales en el Perú, Editorial IDEMSA, Lima, 2019, pp. 338 y 341]. La 
nota característica de la organización criminal es que la actuación de sus integrantes se 
lleva a cabo dentro de una estructura organizada marcada por un actuar de decisiones y 
diversos niveles de ejecución (STSE 315/2017, de tres de mayo) [CS-SSP-Casación N° 683-
2018 NACIONAL, de fecha del 17 de julio de 2019, fundamento “segundo”]. La imputación 
de estabilidad, permanencia e indefinitud, si bien debe fundamentarse en datos objetivos, 



 

  
 

 

_______________ 

Pág. 19 de 83 

 

CORTE SUPERIOR NACIONAL 

DE JUSTICIA PENAL 

ESPECIALIZADA 

CUARTA SALA PENAL DE 

APELACIONES NACIONAL 

EXP.  N° 039-2025-20-5001-JR-PE-06 

pero también puede hacerlo en datos prospectivos, esto último como no puede ser de otro 
modo, será una tendencia reveladora o mejor dicho que el compromiso de permanencia, más 
que hechos del pasado, debe concernir a una vocación societaria criminal de permanencia, lo 
que debe ser exhibido por cualquier acto revelador del compromiso organizativo criminal 
[ver CS-SPP Apelación N° 371-2024-Corte Suprema, fundamento “9.2”].  

Es de insistir que, en el delito de organización criminal, los integrantes de estas orientan sus 
objetivos al plan criminal, de forma tal que no se precisa que se conozcan, mantengan 
relaciones directas entre sus integrantes (comunicación por teléfonos o reuniones) -como 
alega la defensa-. El elemento de permanencia, que también ha sido cuestionado, puede bien 
ser asumido a partir de datos prospectivos, esto es, en función al rol que cumple determinado 
integrante dentro de la organización, como recaudador o receptor del dinero proveniente de la 
extorsión, como mensajero, como la persona que provee armas o información, entre otros, es 
decir, se vincula a los designios de la organización siguiendo un patrón especifico; por lo 
que, la alegación de la defensa que precisa una serie repetida de actos entre septiembre del 
2023 y abril del 2026, no resulta admisible.    

 

3.4.2. El delito de extorsión agravada.  

Es tipificado por el artículo 200º del Código Penal, como:  

“1. El que mediante violencia o amenaza obliga a una persona o a una institución pública o 

privada a otorgar al agente o a un tercero una ventaja económica indebida u otra ventaja de 

cualquier otra índole (…)”. 

La agravante es descrita en los numerales:  

“6. La pena será no menor de quince ni mayor de veinticinco años e inhabilitación conforme a los 

numerales 4 y 6 del artículo 36, si la violencia o amenaza es cometida: 

a) A mano armada, o utilizando artefactos explosivos o incendiarios. 

g) Contra la persona que realiza cualquier tipo de actividad comercial o empresarial, o en abuso 

de la condición económica de la víctima”. 

El delito de extorsión consiste en obligar a una persona a otorgar al agente o a un tercero, 
una ventaja económica indebida, mediante violencia o amenaza, y se consuma cuando el 
sujeto pasivo cumple con entregar el beneficio económico indebidamente solicitado [CS-
SPP R. N. 1224-2011/Santa, el 24 de abril de 2012, ratificado por SPT R. N. Nro. 167-2023-
Lima, de fecha 22 de diciembre de 2023, fundamento 5.3. Énfasis agregado], por ende, es de 
asumir que quien interviene en la recepción del beneficio económico indebido o recepción de 
“cupos” interviene en la ejecución del delito.  

En el Recurso de Nulidad Nro. 1464-2018-Lima Este3, la Corte Suprema a partir de 
distinguir el grado de contribución de la persona que presta sus cuentas para la recepción del 
patrimonio indebido (“cupos”), concluye que el dolo, se configura al aceptar que se 
realizara un depósito de procedencia injustificada en su cuenta personal y proceder a 

 
3 CS-SPP R. N. 1464-2018-Lima Este, del 11 de marzo de 2019.   
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retirarlo inmediatamente para integrarlo al circuito delictivo, actuó con conocimiento de que 
prestaba un auxilio a una actividad al margen de la Ley. [fundamento “décimo”]. 

Estos criterios resultan de importancia en el análisis de los hechos imputados, dado que la 
defensa cuenta (i) que la recepción de “cupos” o patrimonio indebido no constituye delito de 
extorsión agravada, y (ii) que no existe dolo en facilitar las cuentas personales para la 
recepción del dinero indebido; empero, a partir de los criterios anotados es posible asumir 
que tales supuestos configuren el delito imputado.  

 

3.4.3. El delito de recepción agravada. 

El tipo básico es descrito por el artículo 194º del CP, como: 

“El que adquiere, recibe en donación, en prenda, guarda, esconde, expone para la venta, ayuda a 

negociar, comercializa, desensambla o utiliza, un bien o sus partes de cuya procedencia 

delictuosa tenía conocimiento o debía presumir que provenía de un delito, (…)”. 

El tipo agravado es tipificado por el artículo 195º, como: 

“La pena privativa de libertad será no menor de cuatro ni mayor de seis años y de sesenta a ciento 

cincuenta días-multa: 

1. Si se trata de vehículos automotores, sus autopartes o accesorios. 

2. Si se trata de equipos de informática, equipos de telecomunicación, sus componentes y 

periféricos”.  

 

3.5. Delimitación de la imputación.  

La delimitación de la imputación es señalada por el artículo 336º del Código Procesal Penal 
2004, que alude a la existencia de indicios reveladores de la existencia de un delito, que la 
acción penal no ha prescrito y que se haya individualizado al imputado [ver numeral “1”], a 
este se añade la tipificación del hecho [ver numeral “2”].  

Entonces la norma acotada no supone la delimitación de los hechos en forma acabada o 
definitiva, como señala el artículo 349º.1) del CPP.2004, tal como se reconoce por el 
fundamento “7” del Acuerdo Plenario Nro. 02-2012/CJ-1164, en cuanto a la Disposición de 
Formalización y Continuación de la Investigación Preparatoria asume que el nivel de 
precisión de hechos debe ser compatible con el grado de sospecha y admite su delimitación 
progresiva, no obstante insiste en la existencia de la justificación indiciaria procedimental.   

Ahora bien, corresponde evaluar la configuración de los delitos imputados a partir del nivel 
de precisión de hechos según el estadío procesal, en su fase de inicio de la investigación 
preparatoria. No obstante, es de acotar en cuanto al cuestionamiento sobre la existencia de 
una organización criminal, – en el nivel indicado – los elementos de convicción permiten 
inferir que se han venido realizando actos extorsivos mediante amenaza y el uso de la 

 
4 Corte Suprema de Justicia de la República (CS), I Pleno Jurisdiccional Extraordinario de las Salas Penales 

Permanente y Transitoria, Acuerdo Plenario Nro. 02-2012-CJ-112, de fecha 26 de marzo de 2012, sobre 

“Audiencia de tutela e imputación suficiente”.  
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violencia (atentados) -ver declaraciones de testigos con identidad con clave e informes de 
inteligencia que se han emitido-, las personas (imputados) intermediarias de la recepción del 
dinero producto de las extorsiones han sido identificados por medio de sus cuentas bancarias, 
se ha identificado el uso de teléfonos celulares en la ejecución de los actos extorsivos, y se ha 
identificado la ruta del dinero recaudado a través de los cupos o cuotas que pagaban las 
Empresas de transporte publico extorsionadas (intimidadas o violentadas). Estos hechos 
suponen (i) distribución de roles, en grupos a cargo de las amenazas e intimidación, (ii) a 
cargo la recepción del dinero, y (iii) a cargo de la gestión del dinero entre los miembros del 
grupo estableciéndose un patrón que vincula a Anthony Gregory Villaverde Laupa con sus 
coimputados. A partir del cual se infiere: a.- capacidad operativa y complejidad 
organizacional, lo que les permite activar economías ilegales o procesos de producción de 
bienes y servicios ilegales propios del crimen organizado, y b.- la existencia de un proyecto 
criminal de tales características, determina, además, la necesaria continuidad operativa de 
esta modalidad de organizaciones criminales y su permanencia en el tiempo [ver fj. 185], que 
no es propio en la banda criminal con una estructura criminal de menor complejidad 
organizativa y que ejecuta un proyecto delictivo menos trascendente y propio de la 
"delincuencia común urbana", en que su modus operandi suele ser rutinario y basado 
mayormente en la sorpresa y el asalto o en el empleo de medios violentos como la 
agresión física o la amenaza [fj. 20].  

Y en cuanto al delito de extorsión, la descripción de hechos sostenida por los testigos con 
clave y verifica a partir de los informes policiales de inteligencia, permite advertir violencia y 
amenaza como medio intimidante para obligar a las victimas a la entrega de cupos o cuotas 
de dinero, a través de cuentas bancarias, por ende, la actividad probatoria en el nivel de la 
etapa preparatorio, no admite cuestionamiento.  

 

Cuarto: Análisis de los agraviados alegados por la defensa.  

A partir de los cuestionamientos alegados por la defensa, se analizan a continuación los siguientes 
tópicos: (i) elementos de convicción graves y fundados, (ii) prognosis de pena, (iii) peligro 
procesal, (iv) aplicación del principio de proporcionalidad, (v) motivación de resoluciones 
judiciales, y (vi) afectación al procedimiento. Es de insistir, que se analizan los tópicos 
mencionados si han sido alegados por la defensa, en el caso específico.  

Así se tiene: 

 4.1. Agravios alegados por la defensa del imputado Bruno Alonso Salazar Hernández. 

4.1.1. Hechos imputados.  

La Fiscalía atribuye al imputado Salazar Hernández integrar la organización criminal 
denominada “Cuentas del miedo”, entre otras 24 personas, desde el 2023 hasta su detención 
el 08 de abril de 2026, y como tal integraba la facción financiera a cargo de la administración 

 
5 Corte Suprema de Justicia de la República, XI Pleno Jurisdiccional de las Salas Penales Permanente, 

Transitoria y Especial, Acuerdo Plenario Nro. 08-2019/CIJ-116, de fecha 10 de septiembre de 2019, 

asunto: “Diferencias hermeneúticas entre organización criminal, banda criminal y delitos cometidos por 

integrantes de una organización criminal”.  
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de los fondos proveniente de la comisión de delitos de extorsión a Empresas de transporte 
público utilizando su cuenta BCP N° 191-70880991-0-58 y mediante operaciones a través de 
la billetera digital (Yape) con sus coinvestigadas Kelly Singuña Chuan, Erika Llata 
Goicochea y Elizabeth Urcia Cajas.  

En el marco de una organización criminal, atribuye (i) el rol “Gestor/Administrador”, esto es, 
permitir la utilización de su cuenta bancaria del BCP N° 191-70880991-0-58 para la 
recepción del dinero producto de actos de extorsión, realizar transferencias a otras cuentas 
y/o retiros (administración del dinero); (ii) haberse beneficiado de los fondos provenientes de 
extorsión, por el monto de S/ 3000 a la Empresa de Transportes Unidos de Pasajeros SA, 
ETUPSA 73, y de dinero depositado por persona de la Empresa Rápido VIP Sociedad 
Anónima, Rápido VIP SA; y, (iii) mantener vínculos y coordinaciones con sus coinvestigados 
a través de los teléfonos 967522538 y 910972947 utilizado por Erika Llatas Goicochea, 
978705601 y 972985909 utilizado por Elizabeth Rosalía Urcia Cajas, y 986791480 utilizado 
por Kelly Yesenia Singuña Chuan. 

Estos hechos han sido tipificados como delitos de Organización criminal, previsto por el 
artículo 317º.1) del Código Penal, y delito de Extorsión agravada, previsto por el artículo 
200º.1) y 6) del CP.   

 

4.1.2. Agravios admitidos.  

Los agravios admitidos en segunda instancia son los siguientes: a) El juez validó la 
imputación de organización criminal y extorsión sin precisar actos concretos de ejecución por 
parte de su patrocinado; b) El juez incurrió en un error al desestimar los arraigos presentados 
bajo el argumento de que la gravedad de la pena los supera; c) La resolución apelada no 
fundamenta cómo es que el investigado, en libertad, podría destruir, modificar u ocultar 
elementos de prueba o influir en coimputados, y d) El A quo no consideró medidas 
alternativas menos lesivas, como la comparecencia con restricciones o el arresto domiciliario.  

 

4.1.3. Análisis de los agravios sobre los elementos de convicción graves y fundados.  

A.- La defensa cuestiona la falta de imputación específica, actos concretos de ejecución del 
imputado, la asignación del rol de " Gestor/Administrador" atribuido no ha sido 
delimitado ni demostrado en que consiste y cómo se subsume en los delitos de 
organización criminal y extorsión agravada.   

Es de acotar, que la imputación dentro del marco de la investigación formal -en fase 
preparatoria- es descrita en la Disposición de formalización y continuación de la 
investigación preparatoria, contenida en la Disposición Nro. 33, de fecha 22 de abril de 
2026 [ver incidente 0]. En este caso, la descripción de los hechos permite inferir que se 
atribuye (i) vínculo con un grupo de personas, agrupación de más de tres personas; (ii) 
que dentro de la agrupación cumple un rol, para recepcionar obtenido con la comisión de 
delito de extorsión (ETUPSA 73 y Rápido VIP SA) realizado por el grupo (acto de 
recaudación); y, (iii) realiza depósitos a miembros del grupo (acto de gestión, contribuye a 
los fines de la agrupación).  
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Entonces, la agrupación de personas, la interacción cumpliendo un rol definido, 
“gestor/administrador”, denota una organización estructurada que tiene como propósito la 
obtención de un beneficio patrimonial, a través de la comisión de delitos graves (actos 
extorsivos), y que vendría realizando sus actividades desde el año 2023 hasta la 
intervención del imputado, denota permanencia y vocación de continuidad. Estos 
supuestos en lo mínimo los presupuestos del tipo penal Organización criminal descrito por 
el artículo 317º.1) del Código Penal. De otra parte, si la percepción de dinero de mediante 
actos extorsivos (violencia o amenaza) a Empresas de transporte como ETUPSA 73 y el 
Rápido VIP SA, suponen per se la exigencia de entrega de dinero mediante amenaza o 
violencia, que no admiten discusión dentro de la descripción de los hechos imputados, por 
ende, es de admitir la calificación del delito de Extorsión agravada, previsto por el artículo 
200º.1 y 200º.6.g) del CP.  

B.- El cuestionamiento a falta de vínculos con los hechos penalmente relevantes. Es posible 
admitir, dado que no han sido cuestionados, como fundados los siguientes hechos: (i) que, 
el imputado Salazar Hernández es titular de la cuenta BCP 191-70880991-0-58, en que se 
registran abonos y retiros; (ii) que, en la cuenta se han realizan dos depósitos por el monto 
de S/ 8,000 (el 01 de octubre de 2924 mediante transferencia de la Empresa Rápido VIP SA el 

monto de S/ 5,000, y el 31 de octubre de 2024 un depósito por el monto de S/ 3,000, realizado 

por Milagros Rocio Cahuin Ramírez) y (iii) que el dinero depositado en cuenta es retirado en 
la misma fecha del depósito, por medio de cajeros BCP, en dos oportunidades, cada una 
de S/ 3,000 soles, y (iv) que, la Empresa de Transportes Rápido VIP SA, según Informe 
Nro. 045-2026-COMOPOL-PNP de fojas 2499/2512 es una de las empresas extorsionadas 
(ver ítem “B. Antecedentes”).  

El primer argumento de defensa, incide en que el Informe Nro. 045-2026-COMOPOL-
PNP refiere a los actos extorsivos a la Empresa Rápido VIP SA sin sustento; sin embargo, 
no considera que las amenazas mediante el uso de teléfonos o mensajes y exigencias de 
dinero mediante depósitos en cuentas bancarias, es señalado por el Testigo con clave 01-
2026-FECOR(08-2025)6 al responder la pregunta 01, detalla que la Empresa Rápido VIP 
viene siendo extorsionada desde el año 2023, en que personas atemorizan a los dirigentes 
y propietarios de la Empresa enviado mensajes y llamadas telefónicas, con exigencias 
económicas; y, al responder a la pregunta Nro. 06, identifica algunas cuentas en que se 
realizan los depósitos. Hecho, que también ratifica en la ampliación de su declaración; por 
ende, los cuestionamientos al contenido del Informe Nro. 045-2026-COMOPOL-PNP 
respecto de los hechos que glosa, deben rechazarse.  

El segundo argumento de defensa, pretende desestimar el depósito de S/ 3000, realizado 
el 31 de octubre de 2024 por Milagros Rocio Cahuin Ramírez, alegando que tiene 
sustento lícito dado que ha prestado servicio de seguridad en la Empresa Rápido VIP SA y 
como tal el depósito corresponde al pago este concepto, y que estos se corroboran con una 
declaración jurada de la mencionada Cahuín Ramírez. La actividad laboral del imputado 

 
6 Ver Declaración del testigo con Clave Testigo con clave 01-2026-FECOR(08-2025), de fecha 18 de 

febrero de 2026, ver de fojas 9281/ss. y Ampliación de declaración de testigo con clave Testigo con clave 
01-2026-FECOR(08-2025), ver de fojas 9284/9285, de fecha 27 de marzo de 2026 
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Salazar Hernández, según información que ha proporcionado en su declaración [ver de 
fojas 4864/4867] se dedica a la actividad pesquera, más no a actividades o servicios de 
guardianía o vigilancia, tal como pone de manifiesto en los documentos que adjunta al 
escrito de fecha 24 de abril de 2026, adjuntando declaración jurada de Luis Enrique 
Choque Salazar, Certificado de inscripción y placas fotográficas; sin embargo, la defensa 
no ha aportado la declaración jurada de la testigo Cahuín Ramírez, por ende, la tesis de 
que el deposito de S/ 3,000 provienen del servicio de guardianía, adolece de sustento.   

El tercer cuestionamiento de defensa, sostiene la falta de vínculos con actos extorsivos. 
En este caso, los teléfonos del imputado 992-960199 -que identifica el imputado en su 

declaración de fojas 4864/4867- al igual que los teléfonos 993556540 y 992291017 se 
vinculan al IMEI 869123062537121, a partir del cual se determina que el último número 
ha sido utilizado en actos de extorsión realizados entre el 17 y 20 de febrero de 2026, en 
Lima Norte y Lima Centro según denuncias Nro. 34516231 y 34542898, e Informe Nro. 
107-2026-COMOPOL-PNP de fojas 4770/ss.; además, Erika Llatas Goycochea al 
responder la pregunta Nro. 42, de su declaración [ver de fojas 5365/5369], detalla que el 
imputado Salazar Hernández, su pareja, entre octubre del 2023 e inicios del 2025 le 
solicitó su tarjeta del BCP para que depositen dinero de su trabajo, sin embargo, cuando 
requirió las tarjetas le dijo que las había perdido; y, si se tiene a estos hechos se 
adiciona que entre el 13 de julio de 2017 y 23 de noviembre de 2024, en el Sistema 
Nacional de Registro de Denuncias de Investigación Criminal se registran 09 denuncias 
[ver Acta de búsqueda y obtención de información de fuente abierta y fuente cerrada de 
Bruno Alonso Salazar Hernández, de fojas 23517/ss.], que dan cuenta de la vinculación 
del imputado Salazar Hernández con la comisión de ilícitos penales. Es de concluir, que 
(i) la recepción de dinero a través de cuentas bancarias propias o con intervención de 
terceros (como Erika Llatas) se registra entre octubre de 2023 e inicios del 2024; 
particularmente, con intervención directa del imputado, con el uso de cuentas a su 
nombre, en octubre del 2024; (ii) que los depósitos de dinero recepcionados en la cuentas 
del imputado tienen relación directa con una de las Empresas extorsionadas, como es, la 
Empresa Rápido VIP SA, por ende, si la captación del dinero forma parte de la 
consumación de los actos extorsivos que se viene ejecutando en agravio de la mencionada 
Empresa; debe rechazarse los argumentos de la defensa.  

El cuarto cuestionamiento de defensa, al hecho de que la recepción de dinero no 
configura un acto de amenaza o violencia contra la víctima y, por ende, no configura el 
delito de Extorsión. Es oportuno, insistir que las circunstancias que configuran el hecho 
ilícito, la forma de comisión del ilícito penal (mediante una pluralidad de personas, que 
actúan en concierto y a partir de roles determinados) permiten asumir, que recepción del 
dinero en cuentas bancarias forma parte de un rol asignado en la ejecución del plan 
criminal (de extorsión). En esa línea, la Corte Suprema7 cuando analiza las extorsiones 
desde los penales y en conexión con individuos en el exterior, admite que no pueden 
limitarse a la acción de una sola persona, por su propia naturaleza logística, el modus 
operandi requiere, para que el delito se concrete, de personas que actúan como 

 
7 Recurso de Nulidad Nro. 2111-20198-Nacional, de fecha 27 de abril de 2021. 
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"recaudadores" o facilitadores, prestando sus cuentas bancarias para recibir las 
transferencias del dinero ilícito o encargándose de recoger el efectivo; por lo que, la 
función de recepción del dinero dentro del marco del tipo penal contribuye a la 
ejecución del delito (“…obliga a una persona o a una institución pública o privada a otorgar al 

agente o a un tercero una ventaja económica indebida u otra ventaja de cualquier otra índole” 

según el art. 200º.1) del CP.), puesto que el otorgamiento de la ventaja económica integra 
el marco del tipo penal y, por ende, de la ejecución del delito 

C.- Por lo que, en cuanto al presupuesto de graves y fundados elementos de convicción deben 
rechazarse los cuestionamientos alegados por la defensa.  
 

4.1.4. Análisis de los agravios sobre el peligro procesal. 

La defensa alega que el juzgado ha realizado una valoración " grupal y colectiva"  del peligro 
de obstaculización, en lugar de un análisis individualizado del comportamiento de cada 
procesado, y que no ha considerado que Salazar Hernández ha colaborado con la 
investigación y no ha mostrado conductas obstructivas personales. 

A.- Es imperativo destacar, que el peligro procesal se integra por dos criterios (i) el peligro 
de fuga, y (ii) el peligro de obstaculización. Estos tópicos son analizados y valorados a 
partir de los criterios señaladas en el artículo 269º y 270º del Código Penal, sin soslayar el 
desarrollo jurisprudencial que ha venido enfatizando la Corte Suprema.  

B.- El análisis realizado por el A-quo no supone verificar los criterios relacionados a los 
arraigos sino las posibilidades potenciales que dispone el imputado para perturbar la 
actividad probatoria por haberse integrado a una organización criminal, en que cumple el 
rol de recepcionar dinero proveniente de actos extorsivos, contribuyendo en la ejecución 
de las actividades de la organización criminal.  

En este caso, si se considera (i) las condiciones personales del imputado, quien entre el 13 
de julio de 2017 y 23 de noviembre de 2024, según el Sistema Nacional de Registro de 
Denuncias de Investigación Criminal se registran 09 denuncias por hechos vinculados a la 
comisión de ilícitos penales [ver Acta de búsqueda y obtención de información de fuente 
abierta y fuente cerrada de Bruno Alonso Salazar Hernández, de fojas 23517/ss.], (ii) por 
su vinculo con actividades extorsivas, a la Empresa Rápido VIP SA, en que cumple un rol 
determinado entre octubre de 2023 hasta su detención para la recepción de dinero 
proveniente de actos extorsivos; y, (iii) además, se infiere de la información obtenida de 
su teléfono celular, según la carpeta “Facebook Messenger_100007333757133” en 
archivos “chat-10.txt” datos relacionados a sus actividades, a partir de conversaciones por 
chat entre el 07 y 08 de abril del 2026, como: “Te lo centrooo centroooo marikon”, “ Ese 
perro canijo por todos”, “ Tú sabes cómo mueren los sapos”, “ Bajas para conversar unas 
cosas que tenemos que hacer”, expresiones propias del argot delincuencial, que suponen: 
quitar de la vida a los delatores (“cómo mueren los sapos”), realizar una celada o 
traicionar a una víctima (“te lo centro”), y ejecución de actividades conjuntadas (“tenemos 
que hacer”). Este hecho ratifica que antes de su detención, el imputado Salazar 
Hernández, vendría coordinando actividades al margen de la Ley; por ende, la existencia 
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de peligro de obstaculización mediante la intimidación o amenaza, a través de mensajes o 
el uso de llamadas telefónicas a posibles víctimas y testigos adquieren sustento. 

C.- Por lo que, se concluye que el riesgo de obstrucción se traduce en elementos objetivos y 
no en " conjeturas abstractas"  y "fotos a futuro", como alega la defensa; por lo que, deben 
rechazar los agravios alegados.  

 

4.1.5. Análisis de los agravios sobre infracción del derecho a la motivación. 

La defensa argumenta que la resolución carece de una motivación adecuada, ya que el juez se 
habría limitado a aceptar la tesis fiscal sin analizar con equidad los argumentos de la defensa. 

El derecho a la motivación entiende, que exprese por sí misma una suficiente justificación, 
aun si esta es breve o concisa, o se presenta el supuesto de motivación por remisión (Cfr. 
Exp. N° 4348-2005-PA/TC). Analizada, la recurrida se tiene que a partir en el ítem “13” [ver 
de fojas 400/416], realiza un análisis individual y conjunto de los elementos de convicción, 
en que funda los presupuestos de la medida de prisión preventiva; conclusiones, que 
comparte el apelante, puesto que no cuestiona en su integridad las conclusiones del A-quo, 
vía recurso impugnatorio. 

Ahora bien, en el análisis de graves y fundados elementos de convicción, con lo expresado en 
líneas precedentes se expresa una justificación del vínculo del imputado con los hechos 
imputados y la comisión de los delitos de extorsión formando parte de una agrupación 
crimina, que tiene como base los elementos de convicción aportados por la Fiscalía, de otra 
parte, se expresan las razones porque se agota el peligro procesal y test de proporcionalidad. 

Por lo que, la recurrida no incurre en violación al derecho a la debida motivación de 
resoluciones judiciales, debiendo desestimarse el recurso impugnatorio interpuesto.  

 

4.2. Agravios alegados por la defensa de la imputada Treyci Kimberly Pocco Gutiérrez. 

4.2.1. Hechos imputados.  

La Fiscalía atribuye a Treyci Kimberly Pocco Gutiérrez integrar una organización criminal 
denominada “Cuentas del miedo” encabezada por Anthony Gregory Villaverde Laupa, que 
vendrían realizando actos extorsivos a empresas de transporte público para la obtención de 
un beneficio económico, entre el agosto de 2023 y abril de 2026. 

En esta organización, el rol de la imputada Pocco Gutiérrez es de “Gestor/administrador” 
encargándose de habilitar instrumentos financieros como las cuentas BCP 194-7186108-0-27 
y 194-92219406-0-13 para recepcionar el pago de cupos de las víctimas, y realizar 
actividades de intermediación para realizar transferencias fraccionadas al líder de la 
organización Anthony Villaverde Laupa.    

Estos hechos han sido tipificados como delitos de Organización criminal, previsto por el 
artículo 317º.1) del CP., y delito de Extorsión agravada, previsto por el artículo 200º.1) y 6) 
del CP.   
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4.2.2. Agravios admitidos.  

Los agravios admitidos en segunda instancia son los siguientes: a) El a quo validó la tesis 
fiscal de que su patrocinada formaba parte de la cúpula o brazo operativo de "Cuentas del 
Miedo"; b) El juzgado incurrió en un error al minimizar los arraigos familiar, domiciliario y 
laboral debidamente acreditados; c) La resolución apelada no justificó adecuadamente por 
qué una medida menos restrictiva, como la comparecencia con restricciones, no resultaba 
suficiente para asegurar su presencia en el proceso; y, d) La resolución recurrida carece de 
una motivación que explique cómo, específicamente en su caso, su patrocinada podría 
obstaculizar la averiguación de la verdad o fugarse de la justicia. 
 

4.2.3. Análisis de los agravios sobre elementos de convicción graves y fundados.  

A.- El principal cuestionamiento de la defensa, es que no tenía conocimiento del origen 
ilícito del dinero que ha circulado en sus cuentas, porque (i) no ha aperturado las cuentas 
en el BCP, (ii) que su cuenta ha sido instrumentalizada por Anthony Villaverde Laupa, 
padre de su sobrina; (iii) que no ha participado de actos de extorsión, (iv) que no se ha 
reunido con sus coimputados, ni se ha comunicado, y (v) que el cuaderno incautado 
contiene anotaciones de sus gastos personales, clases de psicología y polladas.  

B.- El desconocimiento del ingreso de dinero en las cuentas de la imputada Pocco Gutiérrez 
admite la necesidad de establecer hechos que la defensa califica solo como “argumentos”.  

B.1.- El hecho de que Anthony Villaverde Laupa aprovechó de la confianza y vinculo de 
familiaridad con la imputada para el uso de sus cuentas bancarias, es únicamente alegado 
por la defensa, dado que, en su primera declaración la imputada Treyci Kimberly Pocco 
Gutiérrez [ver de fojas 6103/ss.] se acoge al derecho al silencio evitando responder por la 
imputación en su contra, por ende, el argumento de defensa en si mismo no constituye 
elemento de convicción capaz de ser dotado de contenido, más allá de una alegación.  

B.2.- La imputación por el uso de cuentas BCP 194-71876108-0-27 para el depósito de 
dinero a Empresas de transporte extorsionadas como “ETUPSA 73” se sostiene en la 
declaración del Testigo con clave Nro. 08-2024-3FPPCV [ver de fojas 1405/ss.], del 
Testigo con clave 01-2026-FECOR(08-2025) [ver de fojas 9281/ss., y 9284/ss.]; Testigo 
con clave Nro. 04-2024-3FPPCVMT [ver de fojas 1441/ss.], Testigo con clave Nro. 03-
2024-3FPPCVMT y su ampliación [ver de fojas 1465/ss., y 1470/ss.] y se corrobora con 
los depósitos de dinero realizados en la mencionada cuenta entre el 15 de marzo y 13 de 
mayo de 2024, por el monto de S/ 33,000 según el Reporte de la Unidad de Inteligencia 
Financiera (UIF) Nro. 0026-2025-IIF [ver de fojas 1351/1384];  

B.3.- El uso de las cuentas de BCP por terceras personas -según la defensa-,  no admite 
sustento a partir de considerar que la imputada utilizaba el dinero de su cuenta para el 
pago de teléfonos8, entre otros, de sus familiares como: 926265376, a quien tiene 
registrado como “papá” y, 934958310 a quien tiene registrado como “mamá”, ambos 
registrados en el teléfono marca Samsumg, Galaxy A23, incautado en el acto de 

 
8 Reporte de la Unidad de Inteligencia Financiera (UIF) Nro. 0026-2025-IIF [ver de fojas 1351/1384] 
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intervención, según información del Acta de apertura de lacrado, visualización de 
información de teléfono celular y lacrado [ver de fojas 6090/ss.]. Este hecho supone, que 
la imputada utilizaba el dinero proveniente de las extorsiones para el pago de los servicios 
telefónicos de sus familiares directos, como su “padre”, si se admite el contenido de su 
teléfono celular (“papá”). Este hecho, permite inferir que no es admisible la tesis de que 
el imputado Villaverde Laupa utiliza las cuentas del BCP de la imputada, sin su 
conocimiento, puesto que se corrobora que recibe beneficios del dinero que ingresa a sus 
cuentas como es el pago del teléfono asignado a su padre.  

Un segundo dato, que permite corroborar el uso de la cuenta BCP por la imputada Pocco 
Gutiérrez es los registros de aplicativo Yape, en el teléfono celular Nro. 916-748302 
(incautado) en que se visualiza las operaciones realizadas el 17 de abril de 2023 y en un 
mensaje en que envía la cuenta BCP 194-79935680090. Este hecho permite inferir que la 
imputada utilizaba el sistema financiero y, por ende, conocía del manejo de sus cuentas.  

Un tercer dato, es que la persona identificada como “mamá” en su teléfono 916-748302 y 
usuaria del teléfono 934-958310 -según el Acta de apertura, visualización manual de 
información en equipo de telefonía celular y posterior lacrado [ver de fojas 5546/5594]- 
es la persona que coordina actos extorsivos con Hilary Juliana Polo Gutiérrez, con fecha 
21 de junio de 2025 a partir de los siguientes mensajes: “Consígueme esos 40”, 
Extorsiona 4 carros más”, “Los carros pagan 17” “Nro. 10”. Los datos del mensaje 
permiten establecer sin necesidad de interpretación que se obtiene la suma de S/ 40.00 
cobrando S/ 10.00 a cuatro carros. En ese mismo sentido, el mensaje que precede señala: 
“Treicy ya pagó” “ Si solo 40 ya pagó”, el contexto permite inferir que la imputada Treyci 
Kimberly Pocco Gutiérrez, cumple la función de recaudar el dinero de la extorsión y 
entrega a su hermana “Hilary Juliana Polo Gutiérrez”, quien coordina este hecho con la 
persona identificada como “mamá”; y,  

Un cuarto dato, es las coordinaciones que realiza Anthony Villaverde Laupa (usuario del 
teléfono 946377696) con Kimberly Juliana Polo Gutiérrez el 24 de septiembre de 2024, 
mediante mensajes de WhatsApp para la entrega de S/ 3,546.00 por medio de Trayci a su 
“papá”, entonces, la tesis de que la imputada Treyci Kimberly Pocco Gutiérrez gestionaba 
las cuentas utilizadas para la recaudación del dinero producto de las extorsiones es un 
hecho, que no admite discrepancia.  

Por lo que, corresponde desestimar la tesis de que la imputada desconocía de los actos 
extorsivos que lidera Anthony Villaverde Laupa.  

B.4.- En cuanto a su participación en actos extorsivos, es necesario acotar que la 
imputación se traduce en la recepción del dinero producto de las extorsiones como parte 
de una agrupación integrada, entre otros, por el padre de su sobrina Anthony Gregory 
Villaverde Laupa, por su hermana Hilary Juliana Polo Gutiérrez, la persona identificada 
como “Mami” o “mamá” con quien se coordina actos extorsivos y la entrega del dinero. 
Estos elementos suponen, la estratificación en actividades extorsivas a Empresas de 
transporte público, propio de una organización criminal, y la obtención de una ventaja 
económica que integra el marco del tipo penal (art. 317º.1 del CP.) y, por ende, si también 
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se interviene en la recepción del dinero entregado por las víctimas de extorsión, se integra 
dentro de la ejecución del delito de extorsión [ver art. 200º.1) del CP.]. 

B.5.- En cuanto al uso del cuaderno incautado, que se alega corresponde a anotaciones de 
sus gastos personales, clases de psicología y polladas. Los argumentos de defensa, 
adquieren relativo sustento en fojas 6056, 6058 y 6060; empero las anotaciones de fojas 
6059 y 6061, suponen pago de cuotas que se controlan en forma periódica, que bien 
pueden asociarse al dinero que era depositado en sus cuentas producto de actos 
extorsivos; por ende, no es posible asumir a plenitud los argumentos de la defensa.  

C.- A partir de lo anotado, se concluye que los elementos de convicción analizados por el A-
quo pone de manifiesto el vinculo de la imputada Treyci Kimberly Pocco Gutiérrez con 
los hechos atribuidos, y, por ende, con los delitos graves imputados.  

 

4.2.4. Análisis de los agravios sobre la prognosis de pena. 

La defensa cuestiona que el juez realizó una construcción abstracta de la pena (estimada en 
35 años) basándose solo en los tipos penales imputados, sin una base fáctica sólida que 
acredite la participación de la imputada. 

Es de acotar, que en el ítem precedente se analiza y se tiene por agotada la base fáctica que 
dota de contenido a la imputación, en específico se concluye la intervención de la imputada 
Treyci Kimberly Pocco Gutiérrez intervención en la administración (o gestión de las cuentas) 
del dinero recaudado a través de sus cuentas, por ende, su intervención en el hecho imputado 
agota la comisión de los delitos imputados; estos delitos, Organización criminal previsto por 
el artículo 317º.1) y Extorsión agravada previsto por el art. 200º.1 y 206º.6.g) del CP.,  son 
sancionados con penas graves, superiores a cinco años de pena privativa de libertad, tal como 
asume el A-quo en la recurrida. 

Es el caso que a la imputada Treyci Kimberly Pocco Gutiérrez se atribuye haberse vinculado 
a la organización criminal liderada por Anthony Gregory Villaverde Laupa entre agosto de 
2013 a abril de 2026, en tal condición es cierto que a agosto de 2013 tenía la edad de 19 años 
(dado que ha nacido el 04 de julio de 2007), sin embargo, si se considera la oportunidad en 
que cesa su participación en los hechos imputados (abril de 2026), a esta fecha contaba con 
más de 21 años; si se considera que según el Acta de apertura, visualización manual de 
información en equipo de telefonía celular y posterior lacrado [ver de fojas 5546/5594] 
mediante los mensajes registrados a partir del 21 de junio de 2025 coordina con “Mamá” 
actos extorsivos, esto supone, que cuando contaba con más de 20 años venía participando 
activamente de las actividades de la organización.  

En esta condición, si la rebaja de la pena es por la edad es una prerrogativa del juzgador 
quien en el pronóstico de pena grave debe considerar la posible de imposición de pena 
suspendida siguiendo los lineamientos del Acuerdo Plenario Nro. 02-2024/CIJ-112 (fj. 43 
“[…] ante una probable pena privativa de libertad no efectiva, de suyo no corresponde, por 
correspondencia, dictar mandato de prisión preventiva por el serio riesgo de desocialización 
(atentado a la función de rehabilitación de la pena que ello genera”. En el caso concreto, si 
bien puede estimarse una pena de 5 años por el delito de organización criminal, esta 
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proyección no es similar en el caso del delito de extorsión agravada, que se estima superior a 
05 años; y, si se considera el posible concurso real de delitos (que presupone la acumulación 
de penas – art. 50º del CP), la pena concreta final probable sería superior a 05 años, por ende, 
el pronóstico de pena grave no queda desestimado.  

Por lo que, debe rechazarse en este extremo, lo alegado por la defensa. 

 

4.2.5. Análisis de los agravios sobre el peligro procesal. 

El cuestionamiento de la defensa incide en el peligro de obstaculización, alegando que se 
basa en afirmaciones subjetivas y no en hechos concretos, que no se puede presumir el riesgo 
de interferencia solo por la supuesta pertenencia a una organización criminal sin probar actos 
específicos de manipulación de pruebas o testigos. 

Es necesario acotar que la imputada Treyci Kimberly Pocco Gutiérrez mantiene vinculo 
directa con la persona imputada como líder de una organización criminal (Anthony Gregory 
Villaverde Laupa), quien alega la defensa -en audiencia de apelación- que es expareja de la 
su sobrina, esto supone no solo un vínculo en razón de actividades delictivas sino también 
lazos familiares reforzando la posibilidad de obstaculizar el esclarecimiento de los hechos; es 
necesario destacar, que existen testigos con identidad en reserva como Testigo con clave Nro. 
08-2024-3FPPCV [ver de fojas 1405/ss.], del Testigo con clave 01-2026-FECOR(08-2025) 
[ver de 98281/ss. y 9284/9285; Testigo con clave Nro. 04-2024-3FPPCVMT [ver de fojas 
1441/ss.], Testigo con clave Nro. 03-2024-3FPPCVMT y su ampliación [ver de fojas 
1465/ss., y 1470/ss.], que identifica a la imputada Pocco Gutiérrez y el uso de su cuenta para 
la recepción y disposición del dinero proveniente de las extorsiones, que han detallado como 
se emplea amenazas y violencia contra los choferes de las Empresas extorsionadas9 
exigiendo el pago de una suma de dinero; por ende, si la expresión de los hechos objeto de 
esclarecimiento entrañan violencia y amenaza, la posibilidad de que este mismo accionar 
vuelva a repetirse contra los testigos no es una mera conjetura alejada de la realidad, sino 
un modus operandi característico de las hechos que comete la organización criminal, en cuyo 
seno interactúa la imputada.   

Por lo que, se da por agotado el peligro procesal, en su vertiente peligro de obstaculización.  

 

4.2.6. Análisis de los agravios de la aplicación del principio de proporcionalidad. 

La defensa de la investigada Treyci Kimberly Pocco Gutiérrez alega que la prisión preventiva 
es innecesaria y desproporcional, ya que existen medidas menos gravosas (como la 
comparecencia con restricciones).  

La recurrida, a fojas 526, analiza los criterios de idoneidad, necesidad y proporcionalidad en 
sentido estricto rechazando la posibilidad de imposición de medidas menos gravosas que la 

 
9 El Informe Nro. 1995-2024-DIRNIC-DIRINCRI-PNP [ver de fojas 16203/202614, da cuenta que el 15 de 

marzo de 2024 se envía un mensaje al Gerente General de a Empresa ETUPSA 73 a través del aplicativo 

WhatsApp desde de teléfono 934-841265, atribuido al imputado Anthony Villaverde Laupa,  
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prisión preventiva, asumiendo como el único medio para conjurar el peligro procesal dado el 
vínculo de la imputada con una organización criminal, caracterizada por el uso de medios 
violentos como atentados a las víctimas para obligarlos al pago de cupos.  

Es ese sentido, se estima que los agravios alegados por la defensa ya han sido analizados y 
que no exponen nuevas razones para estimar su consideración, en esta oportunidad.  

 

4.2.7. Análisis de los agravios sobre la motivación de resoluciones. 

Alega la defensa que el juez no motivó adecuadamente la resolución y que existe una 
incongruencia entre la evaluación de los hechos y la decisión final, rompiendo el principio 
constitucional de observancia del debido proceso.  

En la recurrida el análisis de los elementos de convicción y vinculación de la imputada 
Treyci Kimberly Pocco Gutiérrez se agota desde fojas 199/214, en que se verifica un análisis 
individual y conjunto de los elementos de convicción, por ende, el A-quo ha expuesto las 
razones que justifican su decisión y que este Colegiado Superior comparte, a partir del 
razonamiento esbozado en líneas precedentes; por lo que, se concluye que no se infringe la 
garantía de la motivación de resoluciones judiciales.  

Siendo así, debe desestimarse los argumentos de defensa.  

 

4.3. Agravios alegados por la defensa de la imputada Hilary Juliana Polo Gutiérrez. 

4.3.1. Hechos imputados.  

La Fiscalía atribuye a Hilary Juliana Polo Gutiérrez integrar una organización criminal 
denominada “Cuentas del miedo” encabezada por Anthony Gregory Villaverde Laupa, que 
vendría realizando actos extorsivos a empresas de transporte público para la obtención de un 
beneficio económico, entre el 2023 y 2026. 

En esta organización la imputada Polo Gutiérrez cumple la función de recaudar el dinero de 
los actos extorsivos facilitando las cuentas BCP 194-94000402-0-00 y 193-91970113-0-02 
para recepcionar el dinero y realizar transferencias a sus coimputados.  

Estos hechos han sido tipificados como delitos de Organización criminal, previsto por el 
artículo 317º.1) del Código Penal, y delito de Extorsión agravada, previsto por el artículo 
201º.1) y 6) del CP.   

 

4.3.2. Agravios admitidos.  

Los agravios admitidos en segunda instancia son los siguientes: 1) admite los ingresos en sus 
cuentas entre 2024 y 2025, y argumenta que fueron instrumentalizadas por su ex pareja, 
Anthony Gregory Villaverde Laupa, quien habría usado la cuenta sin su conocimiento; 2) 
que, el análisis de su celular y laptop no evidencia comunicaciones con contenido penalmente 
relevante, coordinaciones con la organización criminal ni participación en reuniones 
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delictivas; y, 3) los informes de inteligencia no precisan la relación de los depósitos con los 
hechos imputados ni el contenido de supuestas conversaciones de WhatsApp. 

 

4.3.3. Análisis de los agravios sobre elementos de convicción graves y fundados.  

A.- La defensa alega las cuentas bancarias de la imputada fueron instrumentalizadas por su 
expareja, Anthony Gregory Villaverde Laupa, sin su conocimiento. Es decir, la defensa no 
cuestiona que las cuentas bancarias BCP 194-94000402-0-00 y 193-91970113-0-02 
fueron utilizadas para la recepción y transferencia de dinero proveniente de actos 
extorsivos a Empresas de transporte público, esto es, no cuestiona los hechos que dotan de 
contenido a la imputación y por ende la comisión de los delitos Organización Criminal y 
Extorsión agravada.  

B.- El conocimiento de los actos extorsivos que realiza Anthony Villaverde Laura, es un 
hecho que se infiere de los siguientes elementos de convicción: 1.- El Acta de apertura, 
visualización manual de información en equipo de telefonía celular y posterior lacrado 
[ver de fojas 5546/5594]- en que Hilary Juliana Polo Gutiérrez, con fecha 21 de junio de 
2025, utilizando el teléfono Nro. 906-768965 marca Xiaomi, modelo Redmi 12 coordina 
actos extorsivos con “Mami” (usuaria del teléfono 934958310 según por mensaje de 
texto: “Consígueme esos 40”, Extorsiona 4 carros más”, “Los carros pagan 17” y “Nro. 
10”, estos mensajes permiten establecer sin necesidad de interpretación que se obtiene la 
suma de S/ 40.00 cobrando S/ 10.00 a cuatro carros (Empresas de transporte).  Es de 
insistir que la expresión “extorsiona” dimensiona el conocimiento que la imputada 
Hilary Juliana Polo Gutiérrez tenía de las actividades que realizaba Villaverde Laupa, y 
como tal coordinaba estas actividades con la persona identificada como “mami”; y, 2.- El 
05 de abril de 2026, en otra conversación la imputada Polo Gutiérrez coordina con 
Villaverde Laupa (usuario del teléfono 934-958310) identificado como “mami” el 
porcentaje y el periodo en que se exige la entrega del dinero, mediante los mensajes: 
“Ma con cuanto de porcentaje tmb dile”, “ porque es ahora contando quince días desde 
que de la plata”. Este mensaje se complementa a fojas 5579, en que Villaverde Laupa 
utiliza el teléfono 946-377696 en que muestra váuchers de depósito, y con fecha 24 de 
septiembre de 2024 expresa: (Hilary) “Recoge”, “Efectivo” y luego de mostrar un 
váucher recibe la instrucción “igual tu maneja esa cuenta”. Entonces, los datos 
obtenidos del Acta de apertura, visualización manual de información en equipo de 
telefonía celular y posterior lacrado [ver de fojas 5546/5594] permiten establecer que 
Hilary Juliana Polo Gutiérrez no solo tiene conocimiento de los actos extorsivos en que 
participa Anthony Villaverde Laupa, sino que coordina estos actos, y recibe instrucciones 
para administrar las cuentas en que se deposita el dinero producto de las extorsiones.  

C.- La defensa cuestiona, que el análisis del teléfono celular y laptop no evidencia 
comunicaciones con contenido penalmente relevante, coordinaciones con la organización 
criminal ni participación en reuniones delictivas. La información del teléfono celular 
Xiaomi, modelo Redmi consta en el Acta de apertura, visualización manual de 
información en equipo de telefonía celular y posterior lacrado [ver de fojas 5546/5594], 
en que conforme se ha glosado en el ítem precedente se establecer coordinaciones 
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relacionados con activos extorsivos, recepción y disposición de dinero, con intervención 
de la imputada.  

D.- El cuestionamiento a los informes de inteligencia es porque no precisan la relación de los 
depósitos con los hechos imputados ni el contenido de supuestas conversaciones de 
WhatsApp. Es oportuno anotar, que las acciones de inteligencia trasuntan en actos de 
seguimiento o verificación de información, por el contrario, el contenido de las 
comunicaciones o conversaciones WhatsApp evidencia que el medio utilizado a este 
propósito como los teléfonos celulares y ordenadores, tal como se infiere del Acta de 
apertura, visualización manual de información en equipo de telefonía celular y posterior 
lacrado [ver de fojas 5546/5594], que se analiza en líneas precedentes.  

E.- A partir de lo anotado, corresponde ratificar el razonamiento esbozado por el A-quo en la 
recurrida y desestimar los argumentos de defensa. 

   

4.3.4. Análisis de los agravios sobre la prognosis de pena.  

La defensa alega la prognosis de 26 años de pena es una construcción abstracta basada solo 
en los tipos penales y no en una participación acreditada con alta probabilidad (ver escrito de 
apelación), sin embargo, en audiencia omite pronunciarse por este agravio. 

No obstante, corresponde señalar que, habiéndose establecido la participación de la imputada 
en los hechos imputados como delito de Organización criminal, previsto por el artículo 
317º.1 del CP., y Extorsión agravada, previsto por el articulo 200º.1 y 206º.6.g) del CP., que 
es sancionado con una pena superior a 05 años en su extremo mínimo, por lo que, el 
presupuesto de pronóstico de pena grave queda agotado.  

  

4.3.5. Análisis de los agravios sobre el Peligro Procesal. 

A.- La defensa alega, que existe una contradicción puesto que el Juez reconoce que la 
procesada tiene arraigos de calidad, pero aun así dictó prisión preventiva. En el análisis de 
los arraigos [ver a fojas 511] el A-quo no desestima el arraigo domiciliario, sin embargo, 
considera relevante las relaciones de familiaridad con el líder de la organización criminal 
(Anthony Gregory Villaverde Laupa), que es propicia para establecer una red de extorsión 
y captar dinero de Empresas de transporte público, y por ende, no garantiza que la 
imputada Polo Gutiérrez en libertad pueda limitar su rol dentro de la red criminal; esta 
conclusión supone, que el arraigo familiar, laboral y domiciliario es insuficiente para 
superar la existencia de peligro procesal, criterio que este Colegiado superior comparte.  

B.- Cuestiona, la defensa, que la obstaculización se basa en una "supuesta pertenencia" a una 
organización para presumir riesgo de coordinación, sin identificar una sola conducta 
donde ella haya intentado influir en testigos o destruir pruebas; aunado al hecho de que ha 
entregado voluntariamente su pasaporte y de su hija, además de facilitar las claves de sus 
equipos electrónicos al ser detenida. El A-quo, en la recurrida a partir de fojas 518-521, 
justifica el peligro de obstaculización a partir de la existencia de una red criminal, 
capacidad operativa, posibilidad de influenciar en otros sujetos procesales como las 
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víctimas, uso de armas en la comisión de los hechos imputados, uso de diferentes líneas 
telefónicas, entre otros.  

C.- En este caso, el vínculo entre la imputada Hilary Juliana Polo Gutiérrez con el líder de la 
organización criminal Anthony Villaverde Laupa, es manifiesto a partir del contenido de 
las comunicaciones, a través de mensajes de WhatsApp, que se transcriben en el Acta de 
apertura, visualización manual de información en equipo de telefonía celular y posterior 
lacrado [ver de fojas 5546/5594], en que es evidencia la intervención del imputado 
Villaverde Laupa para orientar la captación de dinero, el uso de diferentes teléfonos 
celulares y a decir de los Testigos con clave Nro. 08-2024-3FPPCV [ver de fojas 
1405/ss.], del Testigo con clave 01-2026-FECOR(08-2025) [ver de fojas 9281/ss. y 
9284/9285]; Testigo con clave Nro. 04-2024-3FPPCVMT [ver de fojas 1441/ss.],m 
Testigo con clave Nro. 03-2024-3FPPCVMT y su ampliación [ver de fojas 1465/ss., y 
1470/ss.], el uso de la violencia y amenaza mediante atentados con arma de fuego a 
choferes de las diferentes Empresas de transporte público, por ende, la capacidad 
operativa para intimidar a los ciudadanos, como testigos y/o víctimas, es un hecho que se 
pone de manifiesto en el accionar de la organización.  

En este mismo sentido, la intervención de la imputada en el cobro de cupos [ver de fojas 
5573] en coordinación directa con el imputado y administración de cuentas bancarias, con 
dinero ilegal (5579) supone considerar su capacidad para interferir en el esclarecimiento 
de los hechos, con el concurso de miembros de la organización criminal, dado el nivel de 
confianza que ostenta con el líder (Villaverde Laupa). 

D.- En cuanto al cuestionamiento de la gravedad de la pena, como criterio único para 
establecer el peligro procesal. El análisis glosado no supone que la gravedad de la pena 
agota la configuración del peligro procesal, por el contrario, constituye uno de los 
requisitos, que dentro del marco de una organización criminal debe considerarse como 
posible de motivar se eluda la acción de la justicia. Insistimos no es el único criterio 
adoptado por el A-quo en la recurrida.  

E.- Por lo que, la entrega de su pasaporte es insuficiente para desestimar el peligro de 
obstaculización y, por ende, debe rechazar la alegación de la defensa.  

   

4.3.6. Análisis de los agravios sobre la aplicación del principio de proporcionalidad. 

A.- Alega la defensa que la medida es innecesaria y desproporcional dado que los arraigos 
aseguran su presencia en el proceso. Es de anotar, que el A-quo si bien admite la 
existencia de arraigos concluye que son insuficientes para desvirtuar el peligro procesal, 
por ende, no es correcta la afirmación alegada por la defensa.   

B.- La defensa, alega que la imputada tiene una hija de 4 años con problemas de salud 
(onicofagia y angustia) que depende directamente de ella. Esta alegación supone 
considerar como parte del test de ponderación el interés superior del niño, que es un 
principio general, convencional y abarca cualquier situación jurisdiccional en la que la 
decisión incide, lo cual repercute directamente en el niño y adolescente (…), no toda 
decisión en la que una persona progenitora tiene hijos menores de edad, será 



 

  
 

 

_______________ 

Pág. 35 de 83 

 

CORTE SUPERIOR NACIONAL 

DE JUSTICIA PENAL 

ESPECIALIZADA 

CUARTA SALA PENAL DE 

APELACIONES NACIONAL 

EXP.  N° 039-2025-20-5001-JR-PE-06 

imperativo que vaya a impactar en los menores de edad; (…) será la casuística la que 
disolverá, en cada caso concreto, la aplicación positiva del principio, es decir, cuándo sí 
se aplica; (…), no por el hecho que sea padre de familia puede beneficiarse del 
principio del interés superior del niño. No basta con la sola progenitura para la 
aplicación de este principio privilegiado del artículo 4 de la Constitución Política del Perú 
[ver CS-SPP Casación Nro. 1421-2023-Loreto, del 22 de febrero de 2024, fj, “décimo 
cuarto”]. 

C.- Ahora bien, en el caso concreto (i) no se ha acreditado que la imputada se encuentre 
desarraigada de sus relaciones familiares, como padre, hermanos u otros parientes en línea 
recta, que pudieran intervenir frente a la privación de libertad; y, (ii) no se alega por la 
defensa, que la menor se encuentra fuera del ámbito de protección de los vínculos 
familiares directos de la imputada (madre) o de su progenitor, esto supone, que la 
situación de desamparo familiar, respecto de la menor, no ha sido alegada ni evidenciada 
en el caso concreto, por ende, no es posible definir en abstracto si en una prisión 
preventiva se aplica o no el principio de interés superior de los niños y adolescentes, 
pues este criterio no se agota con la mera invocación de que los imputados son 
progenitores de un menor de edad. 

D.- En este caso, si se agota la intervención directa de la imputada en la coordinación de 
actos extorsivos, recepción y administración del dinero recaudado, como parte de una 
agrupación criminal que utiliza la violencia e intimidación, es evidente que la gravedad de 
los hechos supone la imposición de una medida intensa, aún transitoria, para evitar la 
configuración de eventuales peligros que sobrevengan en atentados contra la integridad de 
testigos protegidos, perturbando así el esclarecimiento de los hechos. Así la medida de 
prisión preventiva, respecto de la imputada Hilary Juliana Polo Gutiérrez, en su condición 
de expareja y persona de confianza del líder de la organización criminal Anthony 
Villaverde Laupa, supone una medida idónea, necesaria y proporcional en sentido estricto, 
que por lo demás no resulta una medida absoluta en sentido estricto dado que la Ley 
Procesal, art. 283º del CPP.2004 modificado por Decreto Legislativo 1585, admite su 
revisión de oficio en forma periódica.  

E.- Por lo que, este Colegiado superior concluye en que la medida impuesta debe 
confirmarse.  

 

4.3.7. Análisis de los agravios sobre la falta de motivación. 

La defensa alega, que el juzgador no motivó adecuadamente la resolución, incurriendo en 
incongruencias al evaluar los presupuestos de la prisión preventiva. La patología de la 
motivación denunciada, hace lugar a la motivación incongruente, supone que los órganos 
judiciales deben resolver las pretensiones de las partes de manera congruente con los 
términos en que vengan planteadas, sin cometer, por lo tanto, desviaciones que supongan 
modificación o alteración del debate procesal (incongruencia activa)…, el dejar incontestadas 
las pretensiones, o el desviar la decisión del marco del debate judicial generando indefensión, 
constituye vulneración del derecho a la tutela judicial y también del derecho a la motivación 
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de la sentencia (incongruencia omisiva) [ver Expediente 03943-2006- PA/TC, ratificado por 
Exp. N° 01858-2022-PA/TC LIMA, de fecha 26 de enero de 2024, fj. 5]. 

Las patologías denunciadas no han sido desarrolladas por la defensa, esto es, como se 
configura una congruencia omisiva o una congruencia activa en la justificación de la 
recurrida; de otra parte, revisado los argumentos que integran los presupuestos de la medida 
de prisión preventiva [ver de fojas 215-228, 511, 518-521, 474 y 526], se concluye que el A-
quo a justificado la decisión adoptada a partir de los argumentos alegados en la pretensión y 
referenciado los medios de prueba, que así lo evidencian; por ende, en lo mínimo el 
razonamiento esbozado cumple con el estándar de la motivación de resoluciones judiciales.   

Siendo así, debe desestimarse el agravio invocado por la defensa.  

 

4.4. Agravios alegados por la defensa de la imputada Kelly Yesenia Singuña Chuan  

4.4.1. Hechos imputados.  

La Fiscalía atribuye a Kelly Yesenia Singuña Chuan integrar la organización criminal 
denominada “Cuentas del miedo” que tiene como propósito la comisión de delitos de 
extorsión a Empresas de transporte público y mediante violencia o amenaza la obtención de 
sumas de dinero, actividad que se viene ejecutando desde año 2023 hasta abril de 2026 y es 
liderada por Antohny Villaverde Laupa.  

En esta organización la imputada Kelly Yesenia Singuña Chuan cumple el rol de 
“gestor/administrador” del dinero proveniente de los ilícitos que comete la organización, 
recepcionando y administrando el dinero proveniente de las extorsiones; con este propósito 
utiliza su cuenta BCP 191-05872402-0-18, aperturada el 04 de marzo de 2025, para 
recepcionar el dinero que depositan las víctimas, y para realizar transferencias a otros 
miembros de la organización, entre otros, Piero Anthony Pachas Pantoja.  

Estos hechos han sido tipificados como delitos de Organización criminal, previsto por el 
artículo 317º.1) del Código Penal, y delito de Extorsión agravada, previsto por el artículo 
201º.1) y 6) del CP.   

 

4.4.2. Agravios admitidos.  

Los agravios admitidos en segunda instancia son los siguientes: a) El a quo consideró que el 
equipo móvil incautado era un "medio técnico para la coordinación criminal" sin que exista 
un acta de visualización que consigne mensajes o llamadas de contenido delictivo; b) El 
juzgado incurrió en un error al señalar la existencia de tarjetas bancarias y préstamos como 
indicios de criminalidad, y no valoró de forma integral el arraigo familiar y domiciliario de la 
investigada; y, c) La resolución no analizó por qué la comparecencia con restricciones 
resultaba insuficiente en el caso particular de su patrocinada.  

 

4.4.3. Análisis de los agravios sobre elementos de convicción graves y fundados.  
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A.- El principal cuestionamiento de la defensa es el conocimiento de que los depósitos 
ingresados a la cuenta BCP Nro. 191-05872402-0-18, de la imputada, provenían de un 
ilícito penal, dado que, ha confiado en Piero Antony Pachas Pantoja -expareja de su 
sobrina-, a quien entregó la posesión física de su tarjeta de débito, dado que, le pidió abrir 
la cuenta para cobrar su supuesto sueldo de futbolista, siendo él quien realmente realizado 
las operaciones. 

B.- El desconocimiento de las operaciones de recepción y transferencias de dinero mediante 
la cuenta BCP Nro. 191-05872402-0-18 es alegado por la imputada en su declaración de 
fojas 6445/6449, en que señala que saca la tarjeta y entrega a la ex pareja (Piero Anthony 
Pachas Pantoja) de su sobrina Julisa Trujillo Singuña, y que el correo tenía el nombre 
completo de Piero Pachas Pantoja. Este argumento de descargo, no ha sido corroborado 
por el imputado Pachas Pantoja en su declaración de fojas 6334/6337, puesto que acoge al 
derecho a guardar silencio; de otra parte, la testigo Julissa Trujillo Singuña tampoco ha 
corroborado esta hipótesis, dado que no ha rendido su declaración; por ende, como 
hipótesis de defensa resulta admisible, sin embargo, no se encuentra corroborada.  

C.- No obstante, es el caso que la imputada Kelly Yesenia Singuña Chuan según Acta de 
detención preliminar, descerraje, allanamiento e incautación de bienes y lacrado [ver de 
fojas 6393/ss.] se le incautó la tarjeta de debito BCP Nro. 457880642943231, sin 
embargo, la información emitida por la Carta BCP de fecha 16 de mayo de 2025 [ver de 
fojas 1010/1011] solo da cuenta de la cuenta BCP Nro. 191-05872402-0-18 en que según 
el Reporte de UIF Nro. 0003-2026-UIF [ver de fojas 1385/ss.] consta que durante el 
periodo comprendido entre el 01 y 05 de abril de 2025 se registra 04 depósitos por un 
total de S/ 16,000.00, en que el primer depósito corresponde al monto de S/ 15,000.00 
(del 012 de abril del 2025) realizad por Mishel Pérez Ricalde; y, entre el 01 y 16 de abril 
de 2025 se registran retiros por el monto de S/ 9,850.00, además de transferencias por el 
aplicativo de Yape.  

De otra parte, según la Carta BCP [ver de fojas 1010/1011] se registran operaciones 
neutras entre el 14 de marzo y 11 de abril de 2025, ordenadas por Rocky Milco Barbaran 
Rengifo a favor de la imputada Singuña Chuan, por montos que oscilan entre S/ 25.00 y 
S/ 95.00; y, se registra que la imputada registra dos (02) cuentas de crédito hipotecario Mi 
vivienda vigente desde el 30 de noviembre de 2010 a través de las cuentas 100-193-
00000003459395 y 100-193-00000003459395, en calidad de codeudor, por ende, si bien 
la imputada no reconoce los depósitos realizados por Mishel Pérez Ricalde en abril de 
2025 -en su declaración-, igualmente omite responder porque se registran en su cuenta 
operaciones neutras entre el 14 de marzo y 11 de abril de 2025.  

Los hechos detallados suponen que la imputada (i) registra más de un producto financiero 
en el BCP (entre otros, la cuenta Nro. 191-05872402-0-18 que sostiene era utilizada por 
Piero Anthony Pachas Pantoja); (ii) que los elementos de convicción no permiten 
establecer si la imputada ha recepcionado los depósitos realizados por Rocky Milco 
Barbaran Rengifo, y (iii) si se tiene en cuenta la experiencia que tiene la imputada, en el 
manejo de instrumentos financieros, las repuestas que ha brindado en su declaración de 
fojas 3445/ss., sobre la forma como obtiene la cuenta Nro. 191-05872402-0-18 y como 
entrega a la expareja de su sobrina, no permite escrutar como es que adquiere una 



 

  
 

 

_______________ 

Pág. 38 de 83 

 

CORTE SUPERIOR NACIONAL 

DE JUSTICIA PENAL 

ESPECIALIZADA 

CUARTA SALA PENAL DE 

APELACIONES NACIONAL 

EXP.  N° 039-2025-20-5001-JR-PE-06 

relación de confianza con la “expareja” de su sobrina, amparado en el hecho de 
frecuentar su domicilio, pues no se condice con una explicación de porque su sobrina no 
recurre a sus parientes directos (mamá, padre, y/o hermanos) y el mencionado Pachas 
Pantoja hace lo propio, no justifica como “Julissa Trujillo” no siendo su hija ostentaba 
confianza, y más aún la ex pareja de esta. Es decir, la asunción de la tesis de la supuesta 
“ relación de confianza” para excluir la imputación es insuficiente desde los elementos de 
convicción; más aún, si se dimensiona a partir de la experiencia que la imputada ostenta 
en el manejo de instrumento financieros.  

Un hecho que abona, que se adiciona al proceder de la imputada es que el celular 
incautado, según Acta de detención preliminar, descerraje, allanamiento e incautación de 
bienes y lacrado [ver de fojas 6393/ss.], utilizado dos números de abonado para 
comunicarse, esto es, en el aplicativo WhatsApp el abonado: 914075367 y el abonado 
telefónico de la Empresa Claro el Nro. 926-002394, esto supone, que utiliza más de una 
línea telefónica para comunicarse, según información del Acta de deslacrado, apertura y 
visualización de equipo celular y posterior lacrado [ver de fojas 6432/ss.].  

D.- Ahora bien, la defensa cuestiona la imputación por vaga e imprecisa, alegando que los 
elementos de convicción no vinculan a la imputada con los actos de extorsión de manera 
consciente, por ende, no hay sospecha fuerte. Es de anotar que a la imputada se atribuye 
proporcionar la cuenta BCP Nro. 191-05872402-0-18 para la recepción de dinero 
producto de actos de extorsión y luego administrar el dinero, realizando transferencias, 
como parte su rol asignado. Así se tiene (i) que objetivamente este hecho se verifica con el 
Reporte de UIF Nro. 0003-2026-UIF [ver de fojas 1385/ss.] en que consta las 
oportunidades en que se registran los depósitos y se realizan las transferencias desde la 
cuenta aludida; (ii) es cierto que la imputada alega que no ha participado de la 
administración de la cuenta, sin embargo, en tanto tesis de defensa esta circunstancia no 
ha sido corroborada a partir de los elementos de convicción, por el contrario, se evidencia 
que la imputada tiene pleno conocimiento del uso de instrumentos financieros, dado que 
registra otros productos financieros desde el 2010; (iii) no ha aportado elementos de 
convicción sobre la relación de confianza que mantiene con la “expareja de su sobrina”, y 
menos aún ha esbozado una explicación detallada de este hecho; y, (iv) no niega la 
operaciones neutras que se realizan con el uso de la cuenta BCP Nro. 191-05872402-0-18, 
por lo que, no es posible admitir la tesis de defensa.  

E.- Es de insistir que la vinculación de la imputada a un acto de extorsión, como receptora 
del dinero depositado por la Empresa ETUPSA 73 se sostiene en la declaración del 
Testigo con clave Nro. 08-2024-3FPPCV [ver de fojas 1405/ss.], del Testigo con clave 01-
2026-FECOR(08-2025) [ver de fojas 9281/ss. y 9284/9285]; Testigo con clave Nro. 04-
2024-3FPPCVMT [ver de fojas 1441/ss.], Testigo con clave Nro. 03-2024-3FPPCVMT y 
su ampliación [ver de fojas 1465/ss., y 1470/ss.] y se corrobora con los depósitos de 
dinero realizados en la cuenta de la imputada según el Reporte UIF Nro. 003-2025-UIF 
[ver de fojas 1385/1403]. Este hecho permite establecer que su participación en la 
recepción del dinero producto de las extorsiones mediante o violencia (atentados contra 
los agraviados), determina su intervención en la fase ejecutiva del delito descrito 
tipificado por el articulo 200º.1) y 200.6.g) del CP. 
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Otro de los argumentos de defensa, es la falta de comunicación con sus coinvestigados. Es 
imperativo anotar que la falta de registros de comunicaciones o la falta de evidencia de 
coordinación entre los miembros de la organización no supone per se que no se hayan 
establecido vínculos funcionales, este cuestionamiento admite rechazo a partir del hecho 
que la imputada admite que se comunica con Piero Pachas Pantoja porque era la expareja 
de su sobrina, quien según el texto de la mensaje que sostiene con “Brenda”  [ver a fojas 
6345/6346] utiliza un celular chiquito para la extorsiones, esto es, participa de actos 
extorsivos; por lo que, debe rechazarse el argumento de defensa.  

 F.- Siendo así, a partir de lo anotado se concluye que concurren elementos de convicción 
graves y fundados que vinculan a la imputada con la comisión de los delitos imputados. 

 

4.4.4. Análisis de los agravios sobre el peligro procesal.  

A.- La defensa alega que la investigada coadyuvó con las diligencias preliminares durante 15 
días y facilitó voluntariamente su teléfono celular, por lo que, no existe evidencia de que 
pretenda destruir material probatorio y que no se ha valorado adecuadamente los arraigos. 

 B.- Es de anotar que el razonamiento esbozado por el A-quo [ver a fojas 511] no cuestiona la 
existencia de arraigos laboral, domiciliario y familiar, sin embargo, discrepa que estos 
sean suficientes para conjurar el peligro de obstaculización por cuanto los hechos dan 
cuenta de las actividades de una organización criminal con capacidad operativa, de la que 
no puede desarraigarse la imputada.  

En el análisis del peligro de obstaculización [ver de fojas 518/521] el A-quo razona a 
partir de la capacidad operativa de la organización, la forma de comisión de hechos, la 
posibilidad de influenciar en las victimas, entre otras variables, que podrían determinar 
una perturbación al esclarecimiento de los hechos. Es de acotar, que la imputada se 
vincula a los hechos por la expareja de su sobrina -según su dicho- Piero Antony Pachas 
Pantoja, que supone considerar (i) cómo es que, siendo expareja y no pareja actual de su 
sobrina Julisa Trujillo Singuña accede a facilitar su cuenta BCP para la recepción de 
dinero producto de actos extorsivos; (ii) el hecho de acceder a facilitar las cuentas para la 
recepción y administración del dinero de actos extorsivos supone un vínculo, dentro del 
marco de una organización criminal, que se caracteriza la protección de sus miembros y 
siendo que las actividades (o actos extorsivos) que ejecuta la organización que integra 
realizan atentados contra las Empresa agraviadas, incluidas las muertes de las victimas -
según los testigos con clave-, la posibilidad de que utilicen los mismos métodos para 
evitar el esclarecimiento de los hechos, es de recibo; y, (iii) la información proporcionada 
por la imputada Singuña Chuan, en tanto alega que existe confianza con su sobrina y el 
imputado que la llevó a facilitar el uso de su cuenta, si esto es así, es posible entonces que 
dentro del marco de sus actividades la organización despliegue sus esfuerzos para 
perturbar el esclarecimiento de los hechos, por ende, el peligro procesal a partir de la 
configuración de peligro de obstaculización y la insuficiencia para conjurar el peligro de 
fuga, por medio de los arraigos, debe considerarse. 

C.- Por lo que, debe rechazar los agravios alegados por la defensa.  
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4.4.5. Análisis de los agravios sobre aplicación del principio de proporcionalidad.  

Alega la defensa que, el juez no justificó por qué la prisión preventiva es la medida más 
adecuada, necesaria y proporcional en sentido estricto, limitándose a utilizar frases genéricas 
sobre la peligrosidad de las redes criminales. El análisis del criterio de proporcionalidad es 
analizado en la pagina 526, de la recurrida, en este caso se considera los peligros que entraña 
su vinculación a una organización criminal. Este hecho supone, desde los elementos de 
convicción, gravedad de la pena y peligro procesal que la medida de prisión preventiva 
resulta idónea, necesaria y proporcional en sentido estricto para evitar la perturbación de la 
actividad probatoria [ver art. 255º del CPP.2004], puesto la capacidad operativa de una 
organización criminal que se expresa por la comisión de hechos violentos, mediante 
atentados a Empresas de transporte suponen un eventual riesgo para testigos con identidad 
reservada, consideraciones que toma en cuenta la recurrida. 

Por lo que, debe rechazarse los agravios de la defensa.   

 

4.4.6. Análisis de los agravios sobre la motivación de resoluciones judiciales. 

La defensa cuestiona que el juez habría ignorado los arraigos familiares, domiciliarios y 
laborales (como costurera) acreditados por la investigada; y, que el juez considere que vivir 
en la misma zona donde opera la organización criminal es un factor que aumenta el riesgo de 
fuga, cuando en realidad es un indicador de arraigo domiciliario.  

Es de anotar, que el Juez no discute el arraigo domiciliario sino la vinculación de la imputada 
con parte de una organización criminal, que se desarrolla dentro del medio en que reside. 
Este hecho en forma alguna supone vulneración al derecho a la motivación, puesto que el 
vinculo de la imputada con las actividades de una organización aparecen referenciados en los 
elementos de convicción, por ende, la recurrida expresa razones que justifican la decisión; 
por lo que, debe rechazarse el argumento de la defensa.  

 

4.5. Agravios alegados por la defensa del imputado Roberto Carlos Luza Huilca. 

4.5.1. Hechos imputados.  

La Fiscalía atribuye a Roberto Carlos Luza Huilca integrar la organización criminal 
denominada “Cuentas del miedo” que tiene como propósito la comisión de delitos de 
extorsión a Empresas de transporte público y mediante violencia o amenaza la obtención de 
sumas de dinero, actividad que se viene ejecutando desde año 2023 hasta abril de 2026 y es 
liderada por Antohny Gregory Villaverde Laupa.  

En esta organización el imputado Luza Huilca cumple el rol de “gestor/administrador” del 
dinero proveniente de los delitos de extorsión, recepcionando y administrando el dinero a 
través de sus cuentas BCP 191-07439402-0-46 y 191-107439402046-0-59, que son 
proporcionadas a las victimas para el depósito del dinero.  
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Estos hechos han sido tipificados como delitos de Organización criminal, previsto por el 
artículo 317º.1) del Código Penal, y delito de Extorsión agravada, previsto por el artículo 
201º.1) y 6) del CP.   

 

4.5.2. Agravios admitidos.  

Los agravios admitidos en segunda instancia son los siguientes: a) no existen pruebas de que 
el imputado es miembro de una organización criminal, no se acredita permanencia, estructura 
o rol específico; b) El juez incurrió en un error al imponer la medida gravosa sin que se haya 
desvirtuado el estado de inocencia mediante pruebas suficientes, y no justifica 
adecuadamente la existencia de un peligro de fuga o de obstaculización real y concreto por 
parte de su patrocinado; y c) el A quo dio por sentada la responsabilidad en el delito de 
organización criminal basándose en sospechas genéricas.  

 

4.5.3. Análisis de los agravios sobre elementos de convicción graves y fundados.  

A.- La defensa alega, que el depósito de mil soles (S/ 1,000) en la cuenta del imputado 
proviene de su actividad lícita de venta de equipos tecnológicos a terceros y no de 
actividades ilícitas; no conoce a las personas que realizaron los depósitos ni tiene grado de 
afinidad o amistad con los demás coinvestigados; no existe una "esfera de mando" o 
concertación que lo haga parte de una organización criminal, simplemente prestó su 
cuenta para recibir pagos por su mercadería actuando de buena fe, y que el juez habría 
incurrido en error al concluir que el investigado pertenece a una organización criminal 
basándose únicamente en que tuvo una empresa en 2009 con el padre de otro imputado y 
participó en procesos de contratación, contraviniendo la proscripción de la 
responsabilidad objetiva. 

B.- En este caso, el imputado Roberto Carlos Luza Huilca es sindicado por el testigo con 
Clave Nro. 03-2024-3FPPCVMT [ver de fojas 1453/ss., y su ampliación de fojas 
1465/ss.], en que además de identificarlo, identifica la cuenta BCP 191-107439402046-
059 como el medio para que la Empresa ETUPSA 73 realice depósitos de dinero a 
condición de que no atenten contra sus unidades, instalaciones y choferes. Los actos 
extorsivos a la Empresa son ratificados por Juana Martina Caldas Fernández, quien al 
formular la denuncia Nro. 27230890 señala que la empresa ha sido extorsionada entre el 
periodo comprendido entre diciembre de 2023 y agosto de 2024, periodo en que ha 
realizado depósitos extorsivos por el monto de S/ 60,000.00, identificando como uno de 
los beneficiarios al imputado Luza Huilca.  

Ahora bien, la cuenta BCP 191-107439402046-059 registrada a nombre del imputado 
Roberto Carlos Luza Huilca y la recepción de transferencias de dinero por el monto de S/ 
50,710.00, que oscilan en montos diversos, la recepción depósitos por el monto de S/ 
25,365.00 y las transferencias de dinero por el monto de S/ 49,035.00 se acredita con el 
Reporte de UIF 00026-2025-IIF [ver de fojas 1351/1384]. Este hecho permite establecer 
como cierto lo declarado por el testigo con Clave Nro. 03-2024-3FPPCVMT y Juana 
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Martina Caldas Fernández [ver de fojas 3706/ss.] cuya versión ha sido recogida de la 
denuncia que ha presentado, según el Informe Nro. 069-2026-COMOPPOL-PNP.   

C.- En su descargo el imputado Roberto Carlos Luza Huilca [ver de fojas 4726/4744] no 
niega ni acepta la titularidad de la cuenta BCP 191-107439402046-059, en la lectura de 
la información del teléfono celular incautado, se verifica que la mencionada cuenta 
BCP es asociada a su correo electrónico, según el Acta de lacrado, visualización de 
teléfono celular, extracción de información y lacrado [ver de fojas 4693/4725], y consta 
que posee otra cuenta del Banco Interbank. La defensa del imputado Luza Huilca alega 
que los depósitos en la cuenta BCP 191-107439402046-059 tienen origen lícito, sin 
embargo, considera que solo el deposito de la señora Urcia Cajas por la suma de S/ 
1,000.00 y 500.00 soles, le ha llamado la atención, dado que no ha proporcionado sus 
cuentas para actos extorsivos, y que únicamente habría cometido el delito de receptación 
agravada. Es el caso que la información del teléfono celular incautado permite 
establecer que utiliza un teléfono celular sustraído [ver de fojas 4646/ss.], y según 
información extraída del teléfono celular 902151401 según el Acta de lacrado, 
visualización de teléfono celular, extracción de información y lacrado [ver de fojas 
4693/4725], se establece que coordina la venta de armas de fuego, en su declaración 
califica de una mentira [ver de fojas 4726/ss.], sin embargo, el contenido de los mensajes 
que intercambia con los usuarios de los teléfonos 905-511959 presuponen coordinaciones 
y acuerdos para la provisión de armas; de otra parte, los mensajes con “Tita Neo” del 
teléfono 935-275105 supone la utilización de cuentas BCP, a partir de la expresión: 
“Mano cuenta BCP”, “ No hay por ahí” (…) “ quiero un BCP csm”. La defensa sostiene 
que el ingreso de dinero a la cuenta corresponde a la venta de equipos de tecnología que 
realiza como actividad, sin embargo, en su declaración señala que se dedica al tatuaje y 
labora en la Empresa Lucky. No obstante, los mensajes verificados en el celular incautado 
suponen su intervención en la provisión de cuentas BCP a “Tita Neo” usuaria del 
teléfono 935-275105 hecho que también se le atribuye, en este caso, para la recepción de 
dinero proveniente de actos extorsivos y que no niega se han recibido en cuenta, sin 
embargo, mínima el monto a S/ 1,500.00.  

D.- A partir de lo anotado, si la defensa no ha aportado elementos de convicción que permitan 
establecer los ingresos lícitos que ha obtenido, por los montos depositados en su cuenta a 
la Empresa ETUPSA 73, según la testigo Juana Martina Caldas Fernández [ver de fojas 
3706/ss.], que se verifica con el Reporte de UIF, se concluye que los elementos de 
convicción vinculan al imputado en la recepción dinero producto de actos extorsivos, por 
ende, su intervención en la fase ejecutiva del delito previsto por el articulo 200º.1 y 
200.6.g) del CP., no admite cuestionamiento, agotándose así el presupuesto de sospecha 
fuerte que cuestiona la defensa.  

 

4.5.4. Análisis de los agravios sobre la gravedad de la pena.  

La defensa alega, que la Fiscalía actúa de manera "inquisidora" al tipificar un concurso de 
delitos (extorsión y organización criminal) para elevar la prognosis de pena, cuando los 
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hechos, de ser ciertos, podrían encajar en delitos con penas menores a 5 años, como la 
receptación o actividad vinculada al mercado informal 

Es oportuno anotar, que habiéndose establecido la participación del imputado Luza Huilca en 
los hechos imputados como delito de Organización criminal, previsto por el artículo 317º.1 
del Código Penal, y Extorsión agravada, previsto por el artículo 200º.1 y 206º.6.g) del CP., la 
prognosis de pena es superior a 05 años de pena privativa de libertad, por lo que, el 
pronóstico de pena grave queda agotado; por lo que, corresponde desestimar el agravio 
alegado.  

 

4.5.5. Análisis de los agravios sobre el peligro procesal.  

Alega, la defensa que el Juez no valoró objetivamente que el imputado cuenta con arraigo 
domiciliario, familiar y laboral, que ha participado en todas las diligencias desde su 
detención preliminar, demostrando voluntad de colaboración, que no ha valorado que padece 
de una enfermedad (ETS), lo cual, sumado a sus arraigos, disminuiría el peligro de fuga. 

En la recurrida a fojas 512/513 no se cuestiona los arraigos, por el contrario, se concluye que 
son insuficientes para conjurar el peligro procesal. En ese mismo sentido, cuando se analiza 
el peligro de obstaculización se analizan las variables que confluyen en la consumación del 
hecho, actos extorsivos mediante violencia, caracterizado por el atentado contra la integridad 
física de los choferes y directivos de las Empresas agraviadas, la capacidad operativa de la 
organización, logística organizativa, entre otros, al que se debe adicionar que los mensajes 
obtenidos del teléfono celular 902151401 permiten inferir que el imputado coordina la 
provisión y adquisición de armas, y facilita el uso de cuentas BCP, por ende, tendría 
determinada capacidad operativa que podría en riesgo a testigos con clave, siendo posible su 
inferencia en la actividad probatoria.  

Por lo que, debe confirmarse la recurrida, desestimándose los agravios.  

 

4.5.6. Análisis de los agravios sobre aplicación del principio de proporcionalidad.  

La defensa alega, que la prisión preventiva es desproporcional al existir medidas menos 
gravosas, como la comparecencia con restricciones y el impedimento de salida del país, que 
podrían garantizar los fines del proceso.  

La recurrida analiza el principio de proporcionalidad [ver a fojas 527] a partir de criterios de 
idoneidad, necesidad y proporcionalidad en sentido estricto, considera el estado de salud del 
imputado y realiza una ponderación a partir de los criterios adoptados por la jurisprudencia 
de la Corte IDH, justificando en forma razonada la adopción de la medida; argumentos que 
han sido cuestionados en forma genérica por la defensa, sin aportar información de que la 
enfermedad que padece limita su capacidad física o psicológica y como tal agravaría su 
condición de salud en el Establecimiento penal, por lo que, debe rechazarse los agravios 
propuestos.  
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4.5.7. Análisis de los agravios sobre la motivación de resoluciones judiciales.  

La defensa alega, que el Juez no justifica la concurrencia copulativa de los elementos 
(personal, temporal, teleológico, funcional y estructural) que configuran una organización 
criminal según el Acuerdo Plenario 1-2017-SPN, incurre en una "ausencia de argumentos" al 
no valorar objetiva y razonablemente la comisión del delito de organización criminal que 
vincule al imputado. 

Es del caso insistir que, el vinculo del imputado con los actos extorsivos no admite discusión 
a partir de la recepción del dinero depositados por los agraviados en su cuenta personal, tal 
como queda de manifiesto de los datos obtenidos a partir de la lectura de su teléfono celular, 
razones que también acoge la recurrida; de otra parte, cuando se alude a los hechos se 
identifican los criterios que integran la agrupación denominada “Cuentas del miedo” y sus 
actividades queda referenciada por la comisión de delitos graves, como extorsión, en que 
confluyen un numero superior a tres personas, cumpliendo roles determinados para el cobro 
de dinero a Empresas de transporte bajo violencia y amenaza, por ende, si solo se vincula a 
una fase de la ejecución del delito de extorsión que lidera Anthony Gregory Villaverde 
Laupa, y siendo que el dinero que ingresa a sus cuentas precisa de la comisión de actos 
extorsivos (que los testigos con identidad en reserva ponen de manifestó), es de inferir que 
forma parte de una estructura criminal, en que interviene coadyuvando a los fines de la 
agrupación para recepcionar y gestionar la distribución del dinero entre sus miembros, 
haciendo posible la continuidad de sus actividades criminales.  

Estos argumentos son amidos por la recurrida, por ende, se encuentra debidamente motivada.  

  

4.6. Agravios alegados por la defensa de la imputada Marisa Lourdes Llanqque Corpuna. 

4.6.1. Hechos imputados.  

La Fiscalía atribuye a Marisa Lourdes Llanqque Corpuna integrar la organización criminal 
denominada “Cuentas del miedo” que tiene como propósito la comisión de delitos de 
extorsión a Empresas de transporte público mediante violencia y amenaza para la obtención 
de sumas de dinero, actividad que se viene ejecutando desde año 2023 hasta abril de 2026 y 
es liderada por Antohny Gregory Villaverde Laupa.  

En esta organización la imputada Marisa Lourdes Llanqque Corpuna cumple el rol de 
“recaudadora” del dinero proveniente de los delitos de extorsión, recepcionando y 
administrando el dinero a través de su cuenta BCP 193-96314705-0-79.  

Estos hechos han sido tipificados como delitos de Organización criminal, previsto por el 
artículo 317º.1) del Código Penal, y delito de Extorsión agravada, previsto por el artículo 
201º.1) y 6) del CP.   

 

4.6.2. Agravios admitidos.  

Los agravios admitidos en segunda instancia son los siguientes: 1) El A quo vincula a su 
patrocinada con la organización "Cuentas del Miedo" basándose únicamente en depósitos de 



 

  
 

 

_______________ 

Pág. 45 de 83 

 

CORTE SUPERIOR NACIONAL 

DE JUSTICIA PENAL 

ESPECIALIZADA 

CUARTA SALA PENAL DE 

APELACIONES NACIONAL 

EXP.  N° 039-2025-20-5001-JR-PE-06 

dinero recibidos en sus cuentas.; b) El juez incurrió en un error al sostener que la gravedad de 
la pena y la pertenencia a una organización criminal son suficientes para presumir la fuga; c) 
El juez restó eficacia a los arraigos presentados, a pesar de que se acreditó fehacientemente 
que la recurrente tiene un domicilio fijo donde reside con sus hijos menores de edad, y d) La 
resolución apelada no explica de manera razonada por qué una comparecencia con 
restricciones (como el impedimento de salida o el control biométrico) resultaría ineficaz en 
este caso  

 

4.6.3. Análisis de los agravios sobre elementos de convicción graves y fundados.  

A.- La defensa no cuestiona el uso de la cuenta BCP Nro. 193-96314705-0-79, ni la 
procedencia del dinero, de actos extorsivos a Empresas de transporte público, sin 
embargo, incorpora la tesis de que la imputada desconocía de que era dinero ilícito, 
justificando el dinero ingresado en la instauración de un mecanismo de captación de 
dinero (“banquito”) a través de los familiares de las personas recluidas en el mismo 
penal, en que se encontraba su pareja, Jesús Gastañadui Tapía.  

B.- El vínculo de la imputada Marisa Lourdes Llanqque Corpuna con la cuenta BCP 193-
96314705-0-79 se corrobora con la Carta BCP, de fecha 03 de febrero de 2026 [ver de 
fojas 1019/1021] en que consta que es titular de la cuenta y que se encuentra vigente. En 
la mencionada cuenta BCP entre enero – noviembre de 2025 se registra abonos por el 
monto de S/ 491,441.14, y cargos por el monto S/ 490,547.19 [ver Informe financiero de 
análisis de movimientos bancarios Nro. 001—2026-MP-FN-FECOR-UP, de fojas 
8579/ss.]. Esta misma información es referenciada en el Informe Nro. 051-2026-
COMOPPOL-PNP [ver de fojas 2620/ss.]. La defensa, alega que el dinero proviene de 
préstamos que realizaba con su pareja Jesús Castañadui Tapia a familiares de internos que 
se encontraban recluidos en el Penal; sin embargo, este hecho no es alegado en su 
declaración de fojas 4484/4488, en que opta por acogerse al derecho al silencio; menos 
aún ha sido corroborado por elemento de convicción aportado por la defensa.   

C.- Ahora bien, de la revisión del teléfono celular incautado (Iphone 15 Plus) a la imputada 
Llanqque Corpuna, según el Acta de deslacrado, visualización, extracción de información 
de teléfonos celulares manual y lacrado [ver de fojas 4489/ss.] con abonado 953186393, 
se extrae información que permite inferir su intervención en el uso y administración de 
cuentas relacionadas con la comisión de ilícitos penales, a partir del 20 de marzo: “a ese 
huevon lo an chapado con dos celulares”, “Uno de ellos tengo conversaciones todo 
febrero”, “ donde me pedía numero de cuenta…”, “mando la foto del cajero cuando 
esta depositado”, “pero yo ya no puedo borrar”. Esta conversación supone que coordina 
por medio de teléfono los depósitos de dinero por cajero del banco. Este dialogo es 
explicito, cuando expresa: “Si pues, pero sale dos veces desisto de 3000 donde. Yo le dijo 
donde esas dos depósitos pero pucha ojalá lo haya borrado”, “ Me agarro de nervio 
cuando me di cuenta de eso, de las conversaciones” [ver a fojas 4496] “Mi problema es 
las conversaciones” [ver de fojas 4499]. Esta documental también expresa las 
coordinaciones que realiza con “Doris” para acceder a información de los depósitos en la 
cuenta BCP [ver de fojas 4502/ss.]. El contenido de las comunicaciones no supone 
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prestamos de dinero sino actividades al margen de la Ley, que se gestiona mediante 
coordinaciones vía telefónica, por ende, queda desvirtuada la tesis alegada por la defensa. 

D.- Además, si se tiene en cuenta los hallazgos del Informe financiero de análisis de 
movimientos bancarios Nro. 001—2026-MP-FN-FECOR-UP, de fojas 8579/ss., y análisis 
que se glosa en el Informe Nro. 051-2026-COMOPPOL-PNP [ver de fojas 2620/ss.] se 
establece que los abonos en la cuenta BCP 193-96314705-0-79 se registraron en 
diferentes distritos de Lima, utilizando los diferentes servicios que brinda la banca 
comercial, y los beneficiaros son representados por sus coimputados. Así se tiene que en 
junio de 2024 Marisa Laurdes Llanqque Corpuna recibe de Diego Armando Misaico 
Barrera10 – su ex cuñado – S/ 6,000.00 soles que provendrían de la Empresa ETUPSA 73, 
y ésta transfiere a Doris Pujaico Estrada -presta cuentas- el monto de S/ 34,185.00 
mediante el aplicativo de “Yape” entre el mes de enero a noviembre de 2025, entre otros 
actos que ha realizado con dinero recepcionado en su cuenta BCP.  

 A partir de lo anotado, la existencia de un “banquito” o sistema de captación de dinero en 
el Establecimiento Penal con intervención de su pareja Jesús Gastañadui Tapia, solo 
admisible como argumento de defensa sin corroboración alguna.  

 E.- La defensa ha insistido en el hecho de que la imputada Marisa Lourdes Llanqque 
Corpuna actuó bajo un contexto de confianza legítima hacia su pareja, y que se ha 
omitido analizar el principio de confianza como exclusión de la imputación. Es de inferir 
que el análisis de las conversaciones por chat, que se hallaron en el Acta de deslacrado, 
visualización, extracción de información de teléfonos celulares manual y lacrado [ver de 
fojas 4489/ss.], permiten inferir que la imputada tenía conocimiento y era participe de la 
captación de fondos, que coordinaba con el uso de teléfonos celulares; por lo que, debe 
desestimarse el agravio alegado.  

F.- En definitiva, el análisis glosado permite dar por agotado el presupuesto de graves y 
fundados elementos de convicción previsto por el artículo 268º del Código Procesal 
Penal.  

 

4.6.4. Análisis de los agravios sobre prognosis de pena grave.  

La alega, que el uso de la gravedad abstracta de la pena o la naturaleza del delito como único 
sustento para el peligro de fuga, desnaturaliza el carácter excepcional de la medida. 

A partir del análisis de los elementos de convicción es posible concluir, que el pronóstico de 
pena grave admite como marco de referencia los elementos de convicción aportados por el 
Ministerio Público, tal como ha quedado expresado en el análisis de la recurrida; más aún, si 
respecto de la imputada no se alega causal de disminución de la pena por debajo del mínimo 
legal, por lo que, debe desestimarse el agravio alegado.  

 
10 A quien se atribuye haberse encargado de la administración del dinero recaudado por extorsión a 

transportistas y haber participado activamente en la exigencia de "cupos" a transportistas de mototaxis 

en paraderos de la Línea 1 del Metro en el sur de Lima, coordinando amenazas para permitirles circular 

[ver Disposición de formalización y continuación de investigación Preparatoria, Disposición Nro. 33] 
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4.6.5. Análisis de los agravios sobre peligro procesal.  

La defensa alega, que la investigada cuenta con arraigo domiciliario, familiar y laboral, y que 
no tiene antecedentes de incomparecencia u ocultamiento; además, ha tenido una conducta 
colaborativa al solicitar voluntariamente rendir su declaración.  

Es imperativo anotar, que la imputada en el acto de su declaración de fojas 4484/4488, opta 
por acogerse al derecho al silencio, por ende, no ha rendido declaración y colaborado con 
el esclarecimiento de los hechos tal como alega la defensa. Es cierto que el arraigo familiar 
no ha sido cuestionado en la recurrida [ver de fojas 512], sin embargo, el A-quo considera 
que es insuficiente para conjurar el peligro procesal, dado el vínculo de la imputada con una 
organización criminal. Además, de fojas 518-521 analiza el peligro procesal, en que destaca 
la capacidad operativa de la organización, disponibilidad de medios que ha demostrado en la 
comisión de delitos, utilizando violencia y amenaza que podrían influir en testigos y/o 
víctimas y, por ende, perturbar el esclarecimiento de los hechos.   

Por lo que, este Colegiado Superior comparte el razonamiento del A-quo, y desestima las 
alegaciones de la defensa.  

 

4.6.6. Análisis de los agravios sobre la aplicación del principio de proporcionalidad. 

La defensa alega, que la prisión preventiva es la medida más gravosa y no es estrictamente 
necesaria, pues existen alternativas como la comparecencia con restricciones, impedimento 
de salida o caución que podrían neutralizar cualquier riesgo procesal.  

El A-quo ha razonado sobre las limitaciones que tendría la imputada en su condición de 
madre de familia y los espacios que brinda el Establecimiento penal para superar esta barrera; 
de igual forma ha razonado sobre la posibilidad de imposición de una medida menos gravosa 
que la medida de prisión preventiva a partir de los criterios de idoneidad, necesidad y 
proporcionalidad en sentido estricto. 

Es imperativo acotar que de conformidad con el Acuerdo Plenario Nro. 01-2019-CIJ-116, 
sobre “prisión preventiva, presupuestos y requisitos”, en la aplicación del test de 
ponderación, ante delitos de especial gravedad (como crimen organizado, homicidio o 
violación, entre otros), el interés del Estado por asegurar el proceso y la futura ejecución de 
la pena adquiere un "peso" constitucional mayor en la balanza, y a gravedad del hecho 
permite que una afectación intensa a la libertad (la prisión) pueda considerarse 
proporcionada, siempre que el beneficio para la justicia sea superior al perjuicio individual. 
Estas variables han sido asumidas por el A-quo desde el caso concreto, por ende, la sola 
alegación de la defensa resulta insuficiente para desestimar los argumentos de la recurrida.  

 

4.6.7. Análisis de los agravios sobre la motivación de resoluciones judiciales.  
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En este caso, la alegación de la defensa insiste en la falta de elementos de convicción que 
permitan alcanzar un estándar de “sospecha grave”. Esta sospecha, debe apoyarse en 
fundados y graves elementos de convicción.  

El término "fundados" se refiere a que deben ser elementos objetivos y no meras conjeturas, 
mientras que "graves" alude a su fuerza o potencia de acreditación de la hipótesis fiscal [A/P 
Nro. 01-2019-CIJ-116], por ende, si cuestionamiento de la defesa no niega el ingreso de los 
activos (dinero proveniente de actos de extorsión a la cuenta de la imputada) únicamente que 
desconocía que provenían de la comisión de un delito, argumento que es derrotado a partir de 
los mensajes hallados en el teléfono celular que le fue incautado. 

Por lo que, la recurrida no incurre en defecto de motivación y se encuentra debidamente 
justificada, debiendo rechazarse los agravios invocados por la defensa.   

 

4.7. Agravios alegados por la defensa de la imputada Miriam Rocio Yactayo Ramos. 

4.7.1. Hechos imputados.  

La Fiscalía atribuye a Miriam Rocio Yactayo Ramos integrar la organización criminal 
denominada “Cuentas del miedo” que tiene como propósito la comisión de delitos de 
extorsión a Empresas de transporte público empleando mediante violencia o amenaza para la 
obtención de sumas de dinero, actividad que se viene ejecutando desde año 2023 hasta abril 
de 2026 y es liderada por Antohny Gregory Villaverde Laupa.  

En esta organización la imputada Miriam Rocio Yactayo Ramos cumple el rol de 
“gestor/administrador” del dinero proveniente de los delitos de extorsión a las empresas de 
transporte público, instrumentalizando su cuenta BCP para recepcionar fondos provenientes 
de la extorsión, que luego transfiere a miembros de la organización.  

Estos hechos han sido tipificados como delitos de Organización criminal, previsto por el 
artículo 317º.1) del Código Penal, y delito de Extorsión agravada, previsto por el artículo 
201º.1) y 6) del CP.   

 

4.7.2. Agravios admitidos.  

Los agravios admitidos en segunda instancia son los siguientes: a) El A quo fundamentó la 
medida en informes de inteligencia y actas de visualización que solo demuestran vínculos 
familiares o amicales, pero no actos de extorsión; b) El juez incurrió en un error al interpretar 
los movimientos bancarios de la investigada como prueba de recaudación ilícita, y omite 
considerar que la recurrente no tiene un incremento patrimonial injustificado que sustente su 
participación en una red de extorsión de la magnitud descrita; c) La resolución apelada no 
ponderó adecuadamente que la investigada es madre de una menor de dos años de edad, 
quien depende directamente de ella; y, d) El juez fijó el plazo de 24 meses sin una 
justificación razonada sobre por qué este tiempo es indispensable para las diligencias 
específicas referidas a su patrocinada.  
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4.7.3. Análisis de los agravios sobre elementos de convicción graves y fundados.  

A.- El cuestionamiento de la defensa incide en que no existen elementos de convicción 
suficientes que permitan establecer su participación en el delito de extorsión, y que el 
vinculo de parentesco familiar no es presupuesto de su intervención como parte de red 
criminal, y menos aún el incremento patrimonial que ostenta.   

B.- Es de acotar que la imputada ha optado por el derecho al silencio [ver de fojas 
4139/4142], por ende, no se cuenta con información detallada que permita explicar la tesis 
de defensa.  

C.- Es cierto que los testigos con Clave 03-2024-3FPPCVMT [ver de fojas 1420/1440, 
1441/1446, 1465/1469 y 1470/1475] y Testigo con clave 03-2024-3FPPCVMT [ver de 
fojas 1482/1486] ponen de manifiesto como se vienen realizando actos extorsivos, 
incluido atentados, contra las Empresas de transporte publico detallada la forma como se 
realizan los depósitos en las cuentas del BCP, entre otros, de los imputados Diego 
Armando Misaico Barrera, Anthony Gregory Villaverde Laura, Kimberly Treyci Pocco 
Gutiérrez, Estefany Yanina Alfaro Machuca, Raúl Alejandro Mendoza Ruiz.  

Ahora bien, según la Carta BCP del 03 de febrero de 2026 [ver de fojas 1019/ss., y 
1023/ss.] la imputada registra las cuentas BCP Nro. 194-72182596-0-11 y 515-5069519-
0-80, la primera aún vigente, y la segunda cerrada el 02 de enero de 2025.  

La defensa alega que la imputada Miriam Rocio Yactayo Ramos no interviene en la 
recepción de fondos producto de la extorsión, únicamente mantiene vínculos con su 
familia; sin embargo, según el Informe Nro. 077-A-11-2025-COMOPPOL-PNP [ver de 
fojas 1596/ss.] destaca que con la declaración de los testigos con clave se adjunta un 
váucher de deposito de dinero por el monto de S/ 8,500.00, realizado por la Empresa 
ETUPSA 73 [ver a fojas 1606]. La existencia del deposito en la cuenta BCP Nro. 194-
72182596-0-11 por el monto aludido, se verifica con la copia insertada en el Informe Nro. 
040-2026-COMOPPOL-PNP [ver de fojas 2332/ss.] en que consta los nombres de la 
imputada Miriam Rocio Yactayo Ramos; además se describe las operaciones pasivas y 
activas que realiza la imputada con sus coimputados concluyendo entre el septiembre de 
2023 y noviembre de 2025, sus cuentas, registran operaciones por el monto de S/ 
259,264.00; por lo que, la tesis de defensa no admite sustento.   

La defensa también sostiene que la existencia de vínculos familiares no puede configurar 
la existencia de una organización o red criminal. Analizado el Acta de apertura de lacra, 
visualización de información del dispositivo USB y posterior lacrado [ver de fojas 
5596/ss.] que da cuenta de la información obtenida en el celular de la imputada Hilari 
Juliana Polo Gutiérrez, se establece que las relaciones familiares también implicaban el 
intercambio de váuchers de deposito [ver de fojas 5610/5614], en que con fecha 20 de 
septiembre del 2024 se registra la imagen del deposito realizado en la cuenta BCP Nro. 
194-72182596-0-11 por el monto de S/ 8,500.00, esto supone, que las relaciones 
familiares se constituyen como medio que otorga una relación de confianza que facilita el 
cobro de cupos extorsivos a las Empresas de transporte público, propio de una red 
criminal; por lo que, debe rechazarse los argumentos de defensa.  
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Además, según el análisis de la información hallada en los dispositivos almacenamiento 
hallados del teléfono celular incautado a la imputada, según Acta de allanamiento, 
descerraje, registro domiciliario, incautación y detención [ver de fojas 3953/ss.] se 
verificó información en audio con la persona identificada como “Edwin Horna” con quien 
coordina facilitar el uso de cuentas con yape para la recepción de depósitos [ver a 
fojas 4017] según Acta de deslacrado, descripción técnica, extracción de información de 
dispositivo electrónico, teléfono celular y lacrado [ver de fojas 6499/ss.], se extrae 
información que también se verifica en las imágenes y transcripción de mensajes de audio 
de fojas 4106/4108, del Acta de deslacrado, visualización manual, transcripción y 
lacrado de equipo móvil, perteneciente a Miriam Rocio Yactayo Ramos [ver de fojas 
4097/ss.]. 

D. – Por lo que, los argumentos alegados por la defensa deben rechazarse. 

 

4.7.4. Análisis de los agravios sobre peligro procesal.  

La defensa alega que el Juez no identificó un solo acto concreto de Myriam Yactayo 
orientado a destruir pruebas o influenciar testigos y que existe error de hecho al minimizar o 
ignorar el arraigo familiar en que debe considerarse que tiene su menor hijo de dos años, 
domiciliario y social, destaca, sobre todo, que habiéndose realizado allanamientos, 
incautaciones y levantamientos bancarios, se reduce considerablemente cualquier riesgo real 
de afectación probatoria, por lo que, no reside en hechos objetivos y actuales.  

La resolución recurrida analiza el peligro procesal sin cuestionar los arraigos familiar, 
domiciliario y laboral, sin embargo, incide en que el medio en que vive la imputada y los 
lazos familiares han propiciado su intervención en la red criminal, facilitando la comisión de 
los hechos imputados. El a-quo al analizar el peligro de obstaculización dimensiona la 
capacidad operativa de la organización para influir en la actividad probatoria, que en este 
caso debe considerar la condición que ostentan testigos con clave, cuya deposición en 
audiencia de juicio oral o en forma anticipada, debe cautelarse. 

Por lo que, corresponde desestimar los agravios alegados por la defensa.  

 

4.7.5. Análisis de los agravios sobre la aplicación del principio de proporcionalidad. 

A.- La defensa alega, que el Juez no explicó por qué medidas menos gravosas, como la 
comparecencia con restricciones, no serían suficientes para garantizar los fines del 
proceso; así como el hecho de que tiene a su cargo el cuidado de una menor de dos años, 
lo cual debió ponderarse bajo el principio del Interés superior del niño. Es cierto que en el 
análisis del criterio de proporcionalidad no se considera la condición de madre de un 
menor de dos años, que alega la defensa, sin embargo, desde la perspectiva del A-quo las 
medidas alternativas no son idóneas para conjurar el peligro procesal. 

No es posible soslayar que el interés superior del niño, un principio general, convencional 
y abarca cualquier situación jurisdiccional en la que la decisión incide, lo cual repercute 
directamente en el niño y adolescente; sin embargo no toda decisión en la que una 
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persona progenitora tiene hijos menores de edad, será imperativo que vaya a 
impactar en los menores de edad; (…) será la casuística la que disolverá, en cada caso 
concreto, la aplicación positiva del principio, es decir, cuándo sí se aplica; (…), no por el 
hecho que sea padre de familia puede beneficiarse del principio del interés superior 
del niño. No basta con la sola progenitura para la aplicación de este principio privilegiado 
del artículo 4 de la Constitución Política del Perú [ver CS-SPP Casación Nro. 1421-2023-
Loreto, del 22 de febrero de 2024, fj, “décimo cuarto” ]. 

B.- Ahora bien, en el caso concreto, es de insistir que (i) no se ha acreditado que la imputada 
se encuentre desarraigada de sus relaciones familiares, como padre, hermanos u otros 
parientes en línea recta, que pudieran intervenir frente a la prisión preventiva; y, (ii) no 
alega la defensa, que la menor se encuentra fuera del ámbito de protección de los vínculos 
familiares directos de la imputada (madre) o de su progenitor, esto supone, que la 
situación de desamparo familiar, respecto de la menor, no ha sido alegada ni evidenciada 
en el caso concreta, por ende, no es posible definir en abstracto si en una prisión 
preventiva se aplica o no el principio de interés superior de los niños y adolescentes, 
pues este criterio no se agota con la mera invocación de que los imputados son 
progenitores de un menor de edad. 

C.- Por lo que, debe rechazar los agravios propuestos por la defensa.  

 

4.8. Agravios alegados por la defensa del imputado Wilmer Jhoel Huansi Salas 

4.8.1. Hechos imputados 

La Fiscalía atribuye al imputado Huansi Salas integrar la organización criminal denominada 
“Cuentas del miedo”, entre otras personas, desde el 2023 hasta abril de 2026, y como tal 
integraba la facción financiera a cargo de la administración de fondos proveniente de la 
comisión de delitos de extorsión a Empresas de transporte público utilizando su cuenta BCP 
N° 191-96206278-0-56 para realizar transferencias entre sus coinvestigados Erika Llatas 
Goicochea, Elizabeth Urcia y Roberto Carlos Luza Huilca. 

Atribuye (i) el rol “Gestor / Administrador, esto es permitir la utilización de su cuenta BCP 
N° 191-96206278-0-56 para la recepción del dinero producto de actos de extorsión, realizar 
transferencias a otras cuentas y/o retiros (administrador de dinero); haberse beneficiado; (ii) 
haberse beneficiado de los fondos provenientes de extorsión por el monto de S/ 3,000.00 de 
la empresa ETUPSA 73, y (iii) estratificación de los fondos provenientes de la actividad 
extorsiva hacia las cuentas de sus coinvestigados Erika Llatas Goicochea S/. 225.00 más S/. 
2,319.60, a favor de Elizabeth Urcia Cajas S/. 1,100.00, y a favor de Roberto Carlos Luza 
Huilca S/. 700.00. 

 

4.8.2. Agravios admitidos 

Los agravios admitidos en segunda instancia son los siguientes: a) El juez lo vinculó con los 
delitos de organización criminal y extorsión basándose únicamente en el flujo de dinero en 
sus cuentas bancarias; b) El A quo incurrió en un error al considerar que los arraigos 
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presentados no son suficientes para asegurar su presencia en el proceso; c) La resolución 
impugnada no fundamenta con hechos objetivos de qué manera el investigado podría destruir 
pruebas o influir en testigos o peritos y d) El juez fijó el plazo de 24 meses sin explicar por 
qué este tiempo es estrictamente necesario para las diligencias que involucran a su 
patrocinado. 

 

4.8.3. Análisis de los agravios sobre los elementos de convicción graves y fundados 

Es de anotar que la defensa no cuestiona los siguientes hechos: (i) que la imputado Huansi 
Salas, es titular de la cuenta BCP N° 191-96206278-0-56, y (ii) recepciona montos mínimos 
de yape. 

A.- La defensa cuestiona la falta de imputación específica, alegando que no se ha demostrado 
en que consiste la asignación del rol de “Gestor/Administrador” y cómo se configura en 
los delitos imputados.  

A partir de la descripción de los hechos, según la Disposición de Formalización y 
Continuación de Investigación Preparatoria (ver 8505/8757) se delimita la función de 
“gestor/administrador” consistente en la recepción del dinero mediante la comisión del 
delito de extorsión en agravio a la empresa ETUPSA 73 y, la transferencia entre sus 
coinvestigados. Es decir, la descripción de los hechos no se presenta como indeterminada, 
de otra parte, en cuanto se atribuye un rol dentro del marco de una agrupación, se describe 
una actividad estratificada, propio de una organización criminal.  

B.- El cuestionamiento que incide en la recepción del dinero lícito. En este caso, el Testigo 
con clave N° 03-2024-3FPPCVMT de fecha 19 de setiembre de 2024 (ver a folio 1415-
1419) al responder la pregunta 6, indica que la empresa ETUPSA viene siendo 
extorsionada desde septiembre de 2023, en que personas atemorizan a los directivos, 
brindan instrucciones del número de cuenta y donde tiene que depositar; y al responder la 
pregunta 7, identifica la cuenta BCP N° 191-96206278-0-56, cuenta registrada a nombre 
del imputado Wilmer Jhoel Huansi Salas. Esto condice con el Informe N° 1995-2025-
DIRNIC-DIRINCRI-PNP/DIVISE-D1-E2 en que consta que la empresa ETUPSA 73 ha 
realizado un depósito, el 25 de julio de 2024, de S/ 3,000.00 a la cuenta BCP N° 191-
96206278-0-56 y el Informe N° 048-2026-COMOPPOLPNP/DIRNIC-DIVIIC-
GRECCO.D (ver a folio 2568). Este hecho, permite sostener que el imputado interviene, a 
través de su cuenta personal, en la recepción del dinero producto de la extorsión a la 
Empresa ETUPSA 73.  

El hecho que permite superar el desconocimiento de la ilicitud del dinero, es las 
transferencias que realiza mediante el aplicativo “Yape” a sus coimputados Erika Llatas 
Goicochea la suma de S/. 2,319.60 a favor de Elizabeth Urcia Cajas y recibe de esta S/ 
225.00; S/. 1,100.00; trasfiere a Roberto Carlos Luza Huilca S/ 700.00, y esto por un 
monto superior al monto recaudado de la Empresa ETUPSA 73, lo que supone, que no es 
la única recepción de dinero ilícito en que participa. Además, según el Reporte de UIF 
026-2025-IIF [ver de fojas 1351/ss.] ha realizado retiros de su cuenta mediante cajeros 
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automáticos por el monto de S/ 79,440.00 y ha recibido 32 depósitos por montos que 
oscilan entre S/ 8,320.00 y S/ 3,000.00, que hacen un monto total de S/ 54,670.00.  

El imputado Huansi Salas mantiene un vínculo de familiaridad con su coimputada Ericka 
Llatas Goicochea, quien al rendir su declaración [ver de fojas 5365/5369] señala que es tía 
del imputado Huansi Salas, a quien envía dinero mediante “Yape”, pero que el depósito de 
S/ 2,000.00 registrada registrado el 01 de marzo de 2024 no lo ha realizado [ver respuesta 
a la pregunta 57]. En cuanto al manejo de sus tarjetas señala, que eran administradas por 
su expareja Bruno Salazar, a quien el 2023 presentó a su sobrino Huansi Salas. La tesis de 
la imputada Ericka Llatas no es corroborada por el imputado Wilmer Jhoel Huansi Salas, 
quien en el acto de su declaración de fojas 5458/5461, se acoge al derecho al silencio.  

Ahora bien, si la tesis de defensa señala que solo ha recibido montos menores por medio 
de “Yape”, es cierto, pero no ha recibido sino transferido por este medio; de otra parte, el 
retiro S/ 79,440.00, por cajero automático, y recepción de S/ 54,670.00 mediante 
depósitos, suponen montos significados que una persona acuartelada en el ejército podría 
gestionar, dado que solamente percibe la suma de S/ 256.0011 que presta servicios en el 
Batallón de Comando y Servicios N° 503 del Ejército del Perú (COEDE, Chorrillos). 

Es de acotar, que el defensa no adjuntado prueba que permita corroborar la hipótesis 
alegada; por ende, únicamente como una alegación sin sustento, tanto más si el uso de 
cuentas bancarias requiere la intervención directa del titular por el manejo de claves u 
otros datos.  

C.- Por lo que, el este Colegiado superior comparte el razonamiento esbozado por el A-quo 
en la recurrida en cuanto a los elementos graves y fundados. 

 

4.8.4. Prognosis de la pena 

La defensa cuestiona que la proyección de pena no tiene una consistencia real ya que no se 
configura el delito de organización criminal y extorsión agravada, no se ha considerado la 
minoría de edad, la condición de menor de 21 años al momento de la comisión de los hechos. 
En ese caso el artículo 22 del Código Penal, establece un beneficio reducción de la pena que 
de ser encontrado culpable le sería aplicable al imputado porque a la fecha que sucedieron los 
hechos tenía 20 años, ahora bien, teniendo en cuenta el marco punitivo de organización 
criminal (artículo 317°.1 del C.P.) con un mínimo de ocho años aplicada al margen de la 
reducción de la pena se alcanzaría una pena de cuatro años; en cuanto al delito de extorsión 
agravada (artículos 200°.1 y 200°.6.g) del C.P)  marco de la pena es de quince años aplicado 
al margen de reducción es de siete años y medio. 

En este caso la pena es superior a cinco años, por ende, concurre el presupuesto de prognosis 
de pena grave; si a ello se considera que los hechos son calificados en concurso real de 
delitos (que supone la sumatoria de penas concretas finales, según artículo 50 del C.P); en 

 
11 https://elperuano.pe/noticia/291966-servicio-militar-acuartelado-asignacion-economica-aumentara-50-

desde-junio. Consultado el 12 de junio de 2026.  
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este caso, aplicada la sumatoria de penas, el marco punitivo estaría ubicado en el mínimo de 
doce años y medio por ende queda rectificado el pronóstico de pena grave. 

Además, en cuanto a la alegación que dice que la configuración de este caso, los delitos 
imputados están en disputa esto es adolece de elementos de convicción suficientes es de 
considerar que en líneas precedentes se estima agotado los elementos de convicción graves y 
fundados por ende el diagnostico de pena grave no admite discusión. Por lo que, debe 
rechazarse los argumentos de la defensa. 

 

4.8.5. Análisis de los agravios sobre el peligro de fuga 

La resolución recurrida en la página 516, ítem E), el A-quo refiere que: “La defensa del 
referido imputado, no ha presentado ninguna información respecto a sus arraigos. Por lo 
que, se tienen por no acreditado ningún arraigo domiciliario, familiar ni laboral a su favor”. 
En ese contexto, sucediendo lo mismo ante esta instancia, no se ha modificado el peligro de 
fuga para el investigado. Por lo que, debe rechazarse. 

 

4.8.6.  Análisis de los agravios sobre el peligro de obstaculización 

La resolución apelada en la página 518, Analiza el peligro de obstaculización a partir del 
vínculo del imputado con una organización criminal, destacando la capacidad operativa, la 
forma de comisión de los hechos, naturaleza de la red, entre otros. Esto supone que en tanto 
organización criminal dedicada a la comisión de delitos mediante violencia que se traduce en 
atentados a las Empresas de transporte público y que ha conllevado a victimar a choferes y 
trabajadores de estas, representa un peligro para la integridad física de los testigos con 
identidad reservada, cuya integridad debe preservarse en aras de garantizar su comparecencia 
al proceso y oportunamente su examen en la condición de tal (testigos), así pues si el 
imputado se integró a esta organización como parte de área operativa, es previsible que 
pudiera recibir protección en pro de eludir la acción de la justicia finalidad, que debe 
cautelarse.  

Ahora bien, la defensa alega que las imágenes del imputado con armas de fuego no suponen 
peligro alguno, porque justifica son de juguetes, sin embargo, no se niega que el imputado 
dada su condición de haber prestado servicio militar obligatorio tiene conocimientos en el 
manejo de armas de fuego, que expresan en las imágenes, por ende, su capacidad para 
influenciar sobre testigos y/o víctimas de extorsión resulta plausible.  

 

4.8.7. Análisis de los agravios sobre el peligro de obstaculización. 

El imputado Wilmer Jhoel Huansi Salas -según Ficha de Reniec- nació el 16 de junio de 2005, 
por ende, a la fecha de la intervención si bien cuenta con 21 años de edad, es de considerar 
que (i) registra el depósito por la suma de S/ 2,000.00, el 01 de marzo de 2024, este contaba 
con 18 años de edad, (ii) el depósito en su cuenta BCP N° 191-96206278-0-56 por el monto 
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de S/ 3,000.00 se registra el 25 de julio de 202412 y (iii) un depósito el 04 de abril de 2024 
por S/ 700.00 de su coimputado Roberto Carlos Luza Huilca; además según el Informe 
financiero de análisis de movimientos bancarios Nro. 01-2026-MP-FN-FECOR-UP [ver de 
fojas 8759/ss.] entre el 28 de mayo de 2024 y 14 de agosto de 2024 recibe de su coimputada 
Elizabeth Rosalía Urcia Cajas cuatro depósitos por “Yape” y una transferencia por el monto 
de S/ 1,100.00, esto es, cuando contaba con 19 y 20 años de edad.    

En este caso, a Elizabeth Rosalía Urcia Cajas13 se atribuye la condición de 
“gestora/administradora” cumpliendo un rol para la recepción, administración y posterior 
dispersión (estratificación) de los fondos provenientes de las extorsiones, utilizando su cuenta 
del BCP N.º 191-79458172-0-77 para canalizar el dinero de los "cupos", entre ellos, la 
recepción de pagos extorsivos de la empresa ETUPSA 73, que recibió por más de S/ 3,000.00 
entre enero y mayo de 2024. 

Es cierto que el imputado Wilmer Jhoel Huansi Salas, durante el acto de su intervención se 
encontraba prestando servicio acuartelado en el Batallón de Comando y Servicios N° 503 del 
Ejército del Perú (COEDE, Chorrillos), tal como se infiere del Acta de intervención policial 
[ver de fojas 5387/ss.], sin embargo, debe considerarse que entre el 2024 y 2025 se vincula a 
sus coimputados, como Bruno Alonso Salazar Hernández, que a decir de su tía Erika 
Goicochea Llatas, los presentó en una oportunidad, y con Elizabeth Rosalía Urcia Cajas, 
quien recepciona dinero proveniente de la extorsión y le deposita parte del dinero, 
entiéndase, por los servicios que presta dentro del marco de sus actividades (ilícitas). 

En ese sentido, el régimen de acuartelamiento que sigue en las instalaciones del Ejército 
Peruano - Batallón de Comando y Servicios N° 503 del Ejército del Perú (COEDE, 
Chorrillos) – y su minoría de edad, han limitado su vinculación con ilícitos penales graves, 
como el delito de Extorsión agravada; por ende, las medidas alternativas como la 
comparecencia simple o con restricciones resultan inidóneas para  conjurar el peligro de 
obstaculización en el esclarecimiento de los hechos; por lo que, se asume el razonamiento del 
A-quo, que la medida de prisión preventiva resulta razonable y proporcional.  

Siendo así, se desestima los agravios invocados por la defensa.  

 

4.9. Análisis de los Agravios alegados a favor de la imputada Erika Llatas Goicochea 

4.9.1. Hechos imputados 

La Fiscalía atribuye al imputado Llatas Goicochea integrar la organización criminal 
denominada “Cuentas del miedo”, entre otras 24 personas, desde el 2023 hasta su detención 
abril de 2026, y como tal encontrarse a cargo de la administración de fondos provenientes de 
la comisión de delitos de extorsión a Empresas de transporte público ETUPSA 73, EL 
RÁPIDO S.A. y EL RÁPIDO VIP utilizando sus cuentas BCP N° 435-03429566-0-25 y 191-
71713425-0-01. 

 
12 Ver informe Nro. 1995-2024-DIRNIC-DIRINCRI-PNP de fojas 9557/ss. 
13 Ver disposición de formalización de Investigación Preparatoria.  
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Atribuye (i) el rol “Gestor / Administradora Principal, esto es permitir la utilización de sus 
cuentas BCP N° 435-03429566-0-25 y 191-71713425-0-01 para la recepción del dinero 
producto de actos de extorsión de las Empresas de transporte público ETUPSA 73, EL 
RÁPIDO S.A. y EL RÁPIDO VIP, y haber realizado transferencias a otras cuentas y/o retiros 
(administrador de dinero); (ii) haberse beneficiado de los fondos provenientes de extorsión 
por el monto de S/ 16,962.00 de la empresa ETUPSA 73; (iii) haberse beneficiado de los 
fondos provenientes de extorsión por el monto de S/ 82,000.00 de la empresa EL RÁPIDO 
S.A; (iv) haberse beneficiado de los fondos provenientes de extorsión por el monto de S/ 
15,000.00 de la empresa EL RÁPIDO  VIP; (v) respecto a la cuenta bancaria 191-71713425-
0-01, desde octubre 2023 a diciembre 2024, se registró ingresos por la cantidad de S/. 
95,308.00 y egresos por un total de S/. 113, 841.00 y (vi) la cuenta bancaria 435-03429566-
0-25, desde octubre 2023 a setiembre 2024, se registró ingresos por la cantidad de S/. 
43,565.00, y egresos por un total de S/.60,360.00. 

 

4.9.2. Agravios admitidos. 

Los agravios admitidos en segunda instancia son los siguientes: a) El A quo fundamentó la 
medida en la existencia de depósitos bancarios, sin precisar qué acto de extorsión o función 
específica dentro de la organización criminal realizó su patrocinada; b) El juez incurrió en un 
error al desestimar el arraigo familiar y domiciliario de la investigada; c) La resolución 
apelada no cumplió con el test de proporcionalidad, específicamente en su extremo de 
necesidad; d) El juez fijó el plazo de 24 meses sin realizar un análisis real sobre la utilidad de 
dicho tiempo para la investigación de la recurrente.  

 

4.9.3. Análisis de los agravios sobre los elementos de convicción graves y fundados 

A. La defensa no cuestiona que la investigada Erika Llatas Goicochea es titular de las 
cuentas del Banco de Crédito del Perú Nro. 435-03429566-0-25 y 191-71713425-0-01, 
que en dichas cuentas bancarias se registraron depósitos provenientes de las empresas 
ETUPSA 73, Transportes y Servicios El Rápido S.A. y Rápido VIP SA., y que 
posteriormente objeto de retiros y otras operaciones bancarias; no obstante, cuestiona que 
la imputación por el delito de organización criminal y extorsión no es especifica.   

B.- Analizada la imputación glosada en la Disposición de Formalización y continuación de 
investigación preparatoria (ver folios 8505-8757), se infiere que delimita la conducta 
atribuida a la investigada Llatas Goicochea, describe de manera concreta el rol funcional 
que desempeña en la denominada facción financiera de la organización, puesto que ha 
puesto a disposición las cuentas bancarias BCP N° 191-71713425-0-01 y N° 435-
03429566-0-25, a través de las cuales se habrían recepcionado pagos provenientes de 
empresas que venían siendo objeto de extorsión, precisando incluso las empresas 
involucradas, esto es, ETUPSA 73, Transportes y Servicios El Rápido S.A. y Rápido VIP 
S.A, los montos depositados, las fechas de cada operación y las cuentas de destino. 

En específico se atribuye, haber recibido de la empresa ETUPSA 73 depósitos que 
ascienden a S/ 16 962.00, efectuados entres noviembre de 2023 y febrero de 2025; de la 
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Empresa de Transportes y Servicios El Rápido S. A. diecisiete (17) operaciones por un 
monto total de S/ 82 000.00 realizadas entre setiembre de 2023 y enero de 2025; y, de la 
Empresa el Rápido VIP S. A., tres (3) de pósitos por un total de S/ 15 000.00 efectuados 
entre octubre y noviembre de 2024, individualizándose en todos los casos la fecha, 
número de operación, ordenante, cuenta de origen y cuenta de destino [ver folios 
8687/8697]. Esta imputación no se agota con la recepción del dinero, sino que atribuye 
haber dispuesto posteriormente de dichos fondos mediante retiros en efectivo y 
operaciones de transferencia realizadas desde sus cuentas bancarias N° 191-71713425-0-
01 por el monto de S/131,480.00, y de la cuenta N° 435-03429566-0-25 el monto de 
aproximadamente S/ 58,165.61, hechos que dotan de contenido al rol de administración 
financiera que se atribuye. 

Ahora bien, si la recurrida analiza el marco de imputación no es posible admitir que existe 
vicio de motivación aparente pues acoge una imputación individualizada respecto de la 
conducta atribuida a Erika Llatas Goicochea permitiéndole conocer los hechos que 
sustentan el requerimiento fiscal, lo que permite a la recurrente conocer los cargos 
formulados y poder ejercer adecuadamente su derecho de defensa, con el agregado  de 
que la resolución que se pronuncia sobre una medida cautelar como la prisión preventiva 
no exige el grado de desarrollo propio de una sentencia condenatoria, sino la exposición 
suficiente de los hechos atribuidos y de elementos de convicción que sustentan el juicio 
de sospecha grave. El agravio debe ser desestimado. 

C.- La defensa alega que a la imputada no se atribuye actos extorsivos concretos realizados, 
por lo que no existiría una imputación suficientemente individualizada. 

Es imperativo acotar, que el Ministerio Público no atribuye a Erika Llatas Goicochea 
integrar la facción encargada de ejecutar las amenazas o actos de violencia contra las 
empresas de transporte, sino la facción financiera de la organización criminal, asignándole 
el rol de gestora/administradora principal, consistente en instrumentalizar sus cuentas 
bancarias para recepcionar y administrar los fondos provenientes de las extorsiones; en tal 
sentido, la individualización exigible respecto de su conducta no radica en demostrar que 
efectuó llamadas extorsivas o profirió amenazas sino en establecer los actos concretos que 
habría desarrollado dentro de dicha estructura criminal.  

Los hechos atribuidos a la imputada, radica en que pone a disposición de la organización 
las cuentas BCP N° 435-03429566-0-25 y 191-71713425-0-01, en las cuales se 
registraron depósitos efectuados por empresas que, según la tesis fiscal, venían siendo 
objeto de extorsión; así tenemos que respecto de ETUPSA 73, la resolución venida en 
grado analiza un evento específico ocurrido el 01 de febrero de 2025, en el que se efectuó 
un depósito por S/ 3 000.00 a la cuenta la cuenta N° 435-03429566-0-25 de titularidad de 
Erika Llatas Goicochea, precisando el ordenante, la fecha, el monto y la cuenta de destino. 

Ahora bien, la Disposición de formalización de investigación preparatoria y la resolución 
recurrida, detallan ingresos provenientes de las Transportes y Servicios El Rápido S. A.  y 
Rápido VIP S. A., individualizando las operaciones bancarias, los montos transferidos y 
las cuentas receptoras utilizadas por la ahora recurrente, información que posteriormente 
es contrastada con el Informe N° 77-A-11-2025-COMOPPOL-PNP/DIRNIC-DIVIIC-
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GRECO.D, de fecha 05 de diciembre de 2025 [ver folios 1596-1623]; tales circunstancias 
constituyen precisamente los hechos específicos que sustentan la hipótesis fiscal respecto 
de la participación atribuida a Erika Llatas Goicochea; además el citado informe policial 
desarrolla la trazabilidad de dichas operaciones y concluye que las cuentas bancarias de la 
investigada no fueron utilizadas de manera aislada o circunstancial, sino de forma 
reiterada durante los años 2023, 2024 y 2025 para la captación de fondos vinculados a 
empresas agraviadas por actos extorsivos, circunstancia que constituye un elemento de 
corroboración adicional a la hipótesis fiscal. 

Siendo así, el cuestionamiento de la defensa es inadmisible, dado que los hechos 
atribuidos a la apelante consistente en la recepción y administración de dinero 
presuntamente proveniente de actos extorsivos además de su intervención en la estructura 
funcional, han sido debidamente delimitados en la resolución recurrida. 

D.- La defensa cuestiona que Erika Llatas Goicochea, tenía conocimiento del origen ilícito de 
los fondos depósitos en su cuenta. La resolución apelada no da cuenta de la existencia de 
depósitos bancarios, sin embargo, tenemos la Carta del BCP de fecha 03 de febrero de 
2026 [ver folios 1019/1027], permitió identificar que las cuentas bancarias N° 191-
71713425-0-01 y N° 435-03429566-0-25, ambas de titularidad de Erika Llatas 
Goicochea, registraron depósitos efectuados por empresas que, conforme a la hipótesis 
fiscal, venían siendo objeto de actos extorsivos, individualizándose las fechas, montos, 
ordenantes y cuentas de destino, entre dichas operaciones se encuentra el depósito de S/ 3 
000,00 efectuado el 1 de febrero de 2025 por directivos de la empresa ETUPSA 73 a la 
cuenta N° 435-03429566-0-25.  

Además, el Informe N° 77-A-11-2025-COMOPPOL-PNP/DIRNIC-DIVIIC-GRECO.D, 
de fecha 5 de diciembre de 2025 [ver folios 1596/1623], no se limita a constatar la 
titularidad de las cuentas bancarias, sino que desarrolla la trazabilidad de los depósitos, 
identifica la reiterada utilización de dichas cuentas durante los años 2023, 2024 y 2025 
para la recepción de fondos provenientes de empresas agraviadas y concluye que tales 
cuentas habrían sido utilizadas para favorecer la captación de los recursos económicos 
obtenidos mediante las actividades extorsivas investigadas; además este informe identifica 
múltiples líneas telefónicas registradas a nombre de la investigada, consideradas 
relevantes para el análisis de su presunta participación dentro de la facción financiera. 

Este Tribunal Superior toma en cuenta además la información contenida en el Informe de 
la Unidad de Inteligencia Financiera [ver folios 1351/1384], el cual registra ingresos 
provenientes de empresas de transporte investigadas, así como retiros en efectivo y 
operaciones realizadas mediante billeteras digitales, circunstancias que, apreciadas 
conjuntamente con la documentación bancaria y la información policial, fortalecen 
provisionalmente la hipótesis fiscal sobre la utilización de las cuentas bancarias de la 
investigada como mecanismo de recepción y administración de fondos presuntamente 
ilícitos.  

El Acta de extracción y visualización del equipo celular HONOR 90 Lite [ver folios 
4956/4970] y el informe sobre líneas telefónicas incorporan información relativa a 
contactos, recargas y operaciones efectuadas con otros investigados, elementos que el juez 



 

  
 

 

_______________ 

Pág. 59 de 83 

 

CORTE SUPERIOR NACIONAL 

DE JUSTICIA PENAL 

ESPECIALIZADA 

CUARTA SALA PENAL DE 

APELACIONES NACIONAL 

EXP.  N° 039-2025-20-5001-JR-PE-06 

de primera instancia valoró como indicios periféricos de corroboración mas no como 
prueba de responsabilidad; de otra parte, la propia declaración de Erika Llatas Goicochea 
[ver folios 5355/5369]  tampoco neutraliza, en esta etapa procesal, el valor indiciario de 
dichos elementos, ya que si bien señala que entregó sus tarjetas bancarias y claves a 
Bruno Alonso Salazar Hernández y que desconocía el origen del dinero que ingresaba a 
sus cuentas, también reconoció que dichas cuentas permanecían a su nombre y admitió la 
utilización del Yape de su sobrino Wilmer Huansi Salas para efectuar determinadas 
operaciones, esto supone que si tenía acceso a sus cuentas del BCP, y por ende, no se 
desvirtúan el nivel de sospecha grave exigido para la imposición de la medida cautelar.  

De esta manera, el Colegiado Superior considera que el A quo no otorgó un efecto 
incriminatorio a los movimientos financieros, sino que los valoró de manera conjunta con 
los demás elementos de convicción existentes en el expediente, de modo que el 
cuestionamiento formulado por la defensa debe ser desestimado; por lo que, el agravio 
invocado es infundado. 

D.- La defensa la falta de una pericia financiera que determine objetivamente que los fondos 
depositados en las cuentas bancarias de Erika Llatas Goicochea provienen de actos de 
extorsión. 

Este Colegiado considera que, en primer término, corresponde precisar que el estándar 
probatorio exigido para la imposición de la prisión preventiva no equivale al requerido 
para emitir una sentencia condenatoria, según el artículo 268 del Código Procesal Penal, 
en esta etapa procesal basta la concurrencia de graves y fundados elementos de 
convicción que permitan sostener, con un elevado grado de probabilidad, la hipótesis 
incriminatoria; por ello, no resulta exigible que el Ministerio Público haya agotado toda la 
actividad probatoria o incorporado pericias concluyentes sobre cada uno de los aspectos 
objeto de investigación.  

De esta manera, la falta de una pericia financiera integral no determina, por sí sola, la 
inexistencia de sospecha grave, pues el origen presuntamente ilícito de los fondos no ha 
sido sustentado únicamente mediante inferencias, sino a partir de un conjunto de 
elementos de convicción que han sido incorporados durante la investigación. Al respecto 
tenemos, la Carta del Banco de Crédito del Perú de 3 de febrero de 2026 que permite 
identificar las cuentas bancarias de titularidad de la ahora apelante, así como las 
operaciones de ingreso y salida de dinero registradas en ellas; a su vez, el Informe N° 77-
A-11-2025-COMOPPOL-PNP sistematiza dicha información, identifica la trazabilidad de 
los depósitos efectuados por empresas presuntamente agraviadas por actos extorsivos y 
desarrolla el análisis de las operaciones financieras atribuidas a la investigada. 

Asimismo, el A quo valoró el Informe de la Unidad de Inteligencia Financiera, el cual 
contiene el análisis de las operaciones financieras registradas a nombre de la investigada, 
información que fue confrontada con la documentación bancaria y con los actos de 
investigación realizados por el Ministerio Público, a ello se añaden los registros de 
operaciones mediante billeteras digitales, el análisis de las líneas telefónicas vinculadas a 
Erika Llatas Goicochea y los demás elementos de convicción que evidencian la relación 
funcional con otros investigados de la facción financiera. Con la aclaración que tales 
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elementos fueron apreciados de manera conjunta y no aislada para sustentar el juicio de 
sospecha grave; por tales motivos, la ausencia de una pericia financiera definitiva 
constituye un aspecto que podrá ser desarrollado durante la investigación preparatoria y 
tomado en cuenta en la etapa que corresponda; sin embargo, ello no desvirtúa la 
suficiencia de los elementos de convicción actualmente existentes para satisfacer el 
estándar cautelar previsto en el artículo 268 del Código Procesal Penal. 

E.- La defensa alega que la condición de "gestora" o "administradora" de la facción 
financiera mediante afirmaciones meramente conclusivas, sin precisar cuáles eran las 
funciones específicas que desempeñaba ni el dominio funcional que ejercía dentro de la 
presunta organización criminal. 

De la revisión de la resolución apelada se aprecia que el A quo no asignó dicho rol de 
manera abstracta, sino que desarrolló previamente la estructura funcional atribuida a la 
organización criminal "Cuentas del Miedo", distinguiendo los diversos niveles de 
participación de sus integrantes y ubicando a la investigada en el segundo nivel, 
correspondiente a la facción financiera, específicamente en el ámbito de administración de 
los fondos de la organización, precisando que su función consistía en instrumentalizar sus 
cuentas bancarias para recepcionar fondos provenientes de las extorsiones investigadas, 
esta atribución encuentra respaldo, además, en los elementos de convicción valorados por 
el juez de primera instancia. Así, se identificó que las cuentas BCP N° 191-71713425-0-
01 y N° 435-03429566-0-25, de titularidad de Erika Llatas Goicochea, habrían sido 
utilizadas para recepcionar depósitos efectuados por empresas agraviadas como ETUPSA 
73, Transportes y Servicios El Rápido S.A. y Rápido VIP S.A.; asimismo, se verificó la 
realización de posteriores retiros y operaciones financieras sobre dichos fondos, 
circunstancias que, prima facie, resultan compatibles con la función de administración 
económica atribuida por el Ministerio Público. De igual manera, el Informe N° 77-A-11-
2025-COMOPPOL-PNP identifica diversas líneas telefónicas registradas a nombre de la 
investigada —937533175, 931103253 y 970422720— y concluye que su utilización 
constituiría un elemento de corroboración respecto de la hipótesis fiscal sobre su 
intervención dentro de la facción financiera, al facilitar la segmentación de las 
comunicaciones y la administración de los recursos económicos investigados. 

A ello se suma que la imputación concreta también atribuye a Erika Llatas Goicochea 
mantener coordinación con otros integrantes de dicha facción, entre ellos Kelly Yesenia 
Singuña Chuan, quien habría efectuado pagos por servicios de telefonía correspondientes 
a líneas vinculadas directamente con la investigada, circunstancia que el Ministerio 
Público considera reveladora de una actuación coordinada dentro de la estructura criminal 
investigada. De esta manera, la calificación de "gestora" o "administradora" no constituye 
una afirmación carente de sustento fáctico, sino una conclusión provisional construida a 
partir de hechos concretos objetivamente atribuidos a la investigada y de los elementos de 
convicción incorporados hasta esta etapa procesal. El agravio es infundado. 

B. Por lo que el este colegiado superior comparte el razonamiento esbozado por el A-quo en 
la recurrida en cuanto a los elementos graves y fundados. 
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4.9.4. Prognosis de la pena 

La defensa sostiene que el Juzgado determinó la prognosis de pena mediante una aplicación 
automática de la pena abstracta prevista para los delitos imputados, sin realizar un análisis 
técnico e individualizado del grado de participación atribuido a Erika Llatas Goicochea ni de 
las circunstancias modificatorias de responsabilidad penal que resultarían aplicables. En 
efecto, de la revisión de la resolución apelada se advierte que el A quo no sustentó la 
prognosis únicamente en la gravedad abstracta de los delitos imputados, sino que 
previamente desarrolló el marco jurídico aplicable al segundo presupuesto del artículo 268 
del Código Procesal Penal, precisando que la pena probable debe determinarse mediante las 
reglas previstas en los artículos 45-A, 46 y 49 del Código Penal, el sistema de tercios y los 
criterios establecidos en la Casación N° 626-2013-Moquegua y el Acuerdo Plenario N° 1-
2023/CIJ-112; asimismo, dejó constancia de que la prognosis constituye una estimación 
provisional propia de esta etapa procesal y no una determinación definitiva de la pena. 

En cuanto a Erika Llatas Goicochea, se aprecia que el Ministerio Público formuló la 
prognosis de pena tomando como base la imputación por los delitos de organización 
criminal, previsto en el artículo 317, primer párrafo, del Código Penal, cuya pena abstracta 
oscila entre ocho y quince años de privación de libertad, y extorsión agravada, prevista en el 
artículo 200, sexto párrafo, literal g), del Código Penal, con una pena abstracta de quince a 
veinticinco años, proyectando finalmente una pena conjunta de treinta y cinco años de 
privación de libertad. El A quo examinó dicha propuesta aplicando las reglas de 
determinación judicial de la pena y verificó, además, la inexistencia de circunstancias de 
reducción extraordinaria, tales como confesión sincera, terminación anticipada o 
colaboración eficaz, considerando únicamente la eventual reducción derivada del interés 
superior del niño, concluyendo que, aun bajo dicho supuesto, la pena probable ascendería 
aproximadamente a veintiséis años de privación de libertad, superando ampliamente el 
umbral previsto en el literal b) del artículo 268 del Código Procesal Penal. 

Si bien es cierto que el desarrollo efectuado por el Juzgado respecto de la situación particular 
de Erika Llatas Goicochea es escueto, ello no determina la invalidez de la motivación, pues 
la prognosis de pena debe analizarse en concordancia con la imputación concreta formulada 
por el Ministerio Público; siendo ello así, a la investigada no se le atribuye una intervención 
accesoria, sino la condición de Gestora / Administradora Principal de la facción financiera de 
la organización criminal "Cuentas del Miedo", función que, conforme a la hipótesis fiscal, 
consistía en recibir, administrar y canalizar el dinero proveniente de las extorsiones mediante 
cuentas bancarias de su titularidad, conducta por la cual se le atribuye responsabilidad, a 
título de autora, tanto en el delito de organización criminal como en el delito de extorsión 
agravada. Bajo dicha imputación jurídica, la prognosis de una pena superior a cinco años 
resulta objetivamente razonable en esta etapa procesal.  

Por lo que, no se advierte que el juez de primera instancia haya sustentado la prognosis 
únicamente en la gravedad abstracta de los delitos investigados, sino en la calificación 
jurídica provisional de los hechos imputados, el grado de intervención atribuido a la 
investigada y las reglas de determinación judicial de la pena, razones por las cuales el agravio 
formulado por la defensa debe ser desestimado. 



 

  
 

 

_______________ 

Pág. 62 de 83 

 

CORTE SUPERIOR NACIONAL 

DE JUSTICIA PENAL 

ESPECIALIZADA 

CUARTA SALA PENAL DE 

APELACIONES NACIONAL 

EXP.  N° 039-2025-20-5001-JR-PE-06 

 

4.9.5. Análisis de los agravios sobre el peligro de fuga 

A. Sobre la alegada contradicción en la valoración de los arraigos. La defensa sostiene que 
la resolución apelada incurre en una motivación contradictoria, pues reconoce que Erika 
Llatas Goicochea posee arraigo familiar relevante, al ser madre de tres menores de edad, 
así como un entorno de residencia permanente en el distrito de Carabayllo; sin embargo, 
concluye que existe peligro de fuga sobre la base de apreciaciones ambiguas. 

En efecto, de la revisión de la resolución recurrida se advierte que el A quo reconoció 
expresamente que la investigada acredita un arraigo familiar objetivamente verificable, 
sustentado en las actas de nacimiento de sus hijos R. A C. L., B. C. C. L y A. A. K. P. L., 
el DNI de uno de sus menores, fotografías familiares y la constancia de estudios del 
menor R. A C. L., quien cursa estudios en la I.E. Inicial "Mi Pequeño Mundo"; así 
también verificó que la investigada mantiene afiliación activa al Seguro Integral de Salud 
(SIS), circunstancia que evidencia un vínculo efectivo con su entorno familiar y social; no 
obstante, la sola acreditación de arraigos no determina, por sí misma, la inexistencia de 
peligro de fuga. Conforme al artículo 269 del Código Procesal Penal y a la Casación N.° 
626-2013/Moquegua, los arraigos constituyen únicamente uno de los factores que deben 
apreciarse conjuntamente con la gravedad de la pena probable, el comportamiento 
procesal y la pertenencia a una organización criminal, sin que alguno de ellos resulte 
determinante de manera aislada. 

En tal sentido, si bien este Colegiado considera que la motivación del A quo respecto del 
peso que atribuye al arraigo familiar pudo ser más desarrollada, ello no desvirtúa la 
conclusión alcanzada, pues el riesgo de fuga no fue sustentado exclusivamente en la 
ausencia de arraigos, sino también en la elevada prognosis de pena atribuida a la 
investigada y en la hipótesis fiscal de que integraría una organización criminal que, según 
los elementos de convicción incorporados al proceso, aún no se encuentra plenamente 
desarticulada. El agravio es infundado. 

B. Sobre la pluralidad de domicilios como indicador de peligro de fuga. La defensa sostiene 
que el hecho de registrar más de un domicilio constituye el ejercicio de un derecho civil y 
no un elemento revelador de ocultamiento o riesgo de fuga. 

En efecto, este Colegiado coincide con la defensa en que la existencia de más de un 
domicilio no constituye, por sí sola, un indicio suficiente de peligro de fuga. Sin embargo, 
de la resolución apelada no se advierte que el A quo haya otorgado a dicha circunstancia 
un valor autónomo o decisivo, sino que la valoró conjuntamente con los demás factores 
previstos en el artículo 269 del Código Procesal Penal. En el caso concreto, el juez 
verificó que en la documentación presentada por la propia defensa aparecen distintas 
direcciones vinculadas a la investigada, consignadas en las partidas de nacimiento de sus 
hijos y demás documentos incorporados al proceso; no obstante, también reconoció que 
las fotografías del inmueble y el recibo de suministro eléctrico permiten advertir un 
entorno de residencia conocido en el distrito de Carabayllo. Precisamente por ello, el A 
quo no descartó absolutamente el arraigo domiciliario, sino que consideró que la 
pluralidad de domicilios impedía tener certeza sobre cuál de ellos ofrecía mayores 
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garantías para asegurar la ubicación permanente de la investigada. Por lo que, la 
pluralidad de domicilios no fue utilizada como una presunción de fuga, sino como un 
elemento complementario dentro de la valoración integral del riesgo procesal, apreciación 
que este Colegiado considera razonable. Con lo cual el agravio no es de amparo. 

C. Sobre el cuestionamiento al arraigo laboral. La defensa sostiene que la resolución 
apelada descartó arbitrariamente el arraigo laboral de la investigada por desempeñarse 
como mesera y realizar transmisiones mediante redes sociales, lo que constituiría una 
valoración discriminatoria. 

Este Colegiado considera que la formalidad o informalidad de una actividad económica 
no constituye, por sí misma, un criterio válido para negar la existencia de arraigo laboral. 
La estabilidad de una actividad puede acreditarse mediante diversos elementos de prueba 
y no únicamente mediante contratos de trabajo, planillas o registros tributarios; sin 
embargo, en el presente caso el A quo no descartó el arraigo laboral únicamente por 
tratarse de una actividad informal. Del desarrollo de la resolución se advierte que la 
objeción central estuvo dirigida a la ausencia de elementos objetivos que permitieran 
corroborar la continuidad y estabilidad de la actividad alegada, así como a la evidente 
desproporción entre los ingresos que la investigada afirmó obtener como mesera y 
mediante transmisiones en redes sociales, frente al volumen de operaciones financieras 
atribuidas por el Ministerio Público en las cuentas bancarias de su titularidad. De esta 
manera, la valoración efectuada por el A quo no se sustentó exclusivamente en la 
informalidad del trabajo declarado, sino en la insuficiencia de los elementos aportados 
para acreditar que dicha actividad constituía un vínculo laboral estable capaz de 
neutralizar el riesgo procesal. El agravio invocado es infundado. 

 

4.9.6. Análisis de los agravios sobre el peligro de obstaculización 

La defensa sostiene que el riesgo de obstaculización fue presumido únicamente por la 
imputación del delito de organización criminal y que el ejercicio del derecho a no 
autoincriminarse, reflejado en la negativa de proporcionar las claves de sus equipos celulares, 
fue indebidamente interpretado como una conducta obstructiva. 

Es cierto que, conforme a la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, la sola pertenencia a una organización criminal no basta para afirmar la existencia 
de peligro de obstaculización. Sin embargo, en el presente caso, el peligro de obstaculización 
no se sustenta únicamente en la imputación por organización criminal, sino en circunstancias 
objetivas que evidencian la capacidad de la investigada para mantener coordinación con otros 
presuntos integrantes de la estructura criminal. Así, del Acta de extracción y visualización del 
equipo celular HONOR 90 Lite se advierte que utilizaba el número telefónico 916434679, 
registrándose contactos asociados a coinvestigados de la facción financiera, así como 
capturas de operaciones realizadas mediante Yape a favor de Wilmer Jhoel Huansi Salas y un 
envío de dinero al extranjero mediante Western Union. Asimismo, el Informe N° 77-A-11-
2025-COMOPPOL-PNP/DIRNIC-DIVIIC-GRECO.D identifica diversas líneas telefónicas 
vinculadas a la investigada y las relaciona con la actividad desplegada por la facción 
financiera. Estos elementos, apreciados conjuntamente con la imputación de haber actuado 
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como Gestora/Administradora Principal de dicha facción y con la existencia de diligencias 
aún pendientes respecto de otros investigados, revelan un riesgo objetivo de que, en libertad, 
pueda mantener coordinaciones con terceros o influir en el normal desarrollo de la 
investigación. 

Por otro lado, este Colegiado coincide con la defensa en que el ejercicio del derecho a no 
autoincriminarse —incluida la negativa a proporcionar claves de acceso a dispositivos 
electrónicos— no puede ser valorado, por sí solo, como un acto de obstaculización. Sin 
embargo, aun prescindiendo de dicho aspecto, subsisten elementos objetivos suficientes para 
considerar que el riesgo de obstaculización se encuentra razonablemente acreditado, 
atendiendo al rol funcional atribuido a la investigada dentro de una organización criminal 
que, según la hipótesis fiscal acogida provisionalmente por el A quo, no se encuentra 
totalmente desarticulada y mantiene integrantes en libertad con los cuales la investigada 
conserva vínculos personales y funcionales. 

 

4.9.7. Análisis de los agravios sobre la proporcionalidad. 

La defensa sostiene que el Juzgado no justificó por qué medidas menos gravosas, como la 
comparecencia con restricciones o la caución económica, resultarían insuficientes para 
asegurar los fines del proceso. 

De la revisión de la resolución apelada se advierte que el A quo desarrolló el test de 
proporcionalidad, examinando los juicios de idoneidad, necesidad y proporcionalidad en 
sentido estricto, concluyendo que ninguna de las medidas alternativas previstas en el Código 
Procesal Penal ofrecía la misma eficacia para neutralizar los riesgos procesales previamente 
acreditados.  

En el caso concreto de Erika Llatas Goicochea, si bien la motivación es sucinta, este 
Colegiado advierte que la insuficiencia de las medidas menos gravosas se sustenta en las 
circunstancias objetivas previamente establecidas en la resolución. En efecto, a la investigada 
se le atribuye, prima facie, el rol de Gestora o Administradora Principal de la facción 
financiera de la organización criminal; asimismo, el Acta de extracción y visualización del 
equipo celular HONOR 90 Lite y el Informe N° 77-A-11-2025-COMOPPOL-PNP/DIRNIC-
DIVIIC-GRECO.D evidencian el uso de líneas telefónicas, comunicaciones y operaciones 
mediante aplicativos digitales vinculadas con la investigación, circunstancias que sustentan el 
riesgo de obstaculización previamente analizado. En ese contexto, medidas como la 
comparecencia con restricciones, la caución económica o el impedimento de salida del país 
no resultan idóneas para neutralizar dichos riesgos. 

Por lo que, este Colegiado considera que la prisión preventiva constituye, en esta etapa del 
proceso, la medida idónea, necesaria y proporcional para garantizar los fines de la 
investigación. Corresponde desestimar el agravio. 

 

4.10. Agravios alegados por la defensa de la imputada Luis Alberto Galicia Mori. 

4.10.1. Hechos imputados.  
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La Fiscalía atribuye a Elizabeth Ruth Llanqque Corpuna integrar la organización criminal 
denominada “Cuentas del miedo” que tiene como propósito la comisión de delitos de 
extorsión a Empresas de transporte público mediante violencia o amenaza para la obtención 
de sumas de dinero, actividad que se viene ejecutando desde año 2023 hasta abril de 2026; 
organización que es liderada por Antohny Gregory Villaverde Laupa.  

En esta organización el imputado Luis Alberto Galicia Mori cumple el rol de “recaudador” 
del dinero proveniente de los delitos de extorsión, recepcionando y administrando el dinero a 
través de su cuenta BCP.  

Estos hechos han sido tipificados como delitos de Organización criminal, previsto por el 
artículo 317º.1) del Código Penal, y delito de Extorsión agravada, previsto por el artículo 
201º.1) y 6) del CP.   

 

4.10.2. Agravios admitidos.  

Los agravios admitidos en segunda instancia son los siguientes: a) El juez no justificó por 
qué la prisión preventiva es la única medida capaz de asegurar su presencia en el proceso; b) 
el A quo incurrió en un error al desestimar la gravedad de la afección pulmonar (bulla 
pulmonar) que padece el investigado; c) La resolución no ponderó adecuadamente que Luis 
Alberto Galicia es el único sustento de tres hijos menores, destacando que uno de ellos 
cuenta con un diagnóstico de autismo, y d) El juez basó el peligro procesal en la gravedad de 
la pena y la complejidad de la organización criminal, utilizando criterios abstractos y 
generales, no se realizó un análisis de la conducta individual del procesado. 

 

4.10.3. Análisis de los agravios sobre elementos de convicción graves y fundados.  

A.- La defensa del investigado Luis Alberto Galicia Mori cuestiona los elementos de 
convicción graves y fundados a partir de sostener que no vinculan al imputado con sus 
coimputados, que era víctima de extorsión, que no se ha valorado los depósitos realizados 
a sus coinvestigados, dado que pertenece a la empresa "Turismo San Juanito", empresa 
extorsionada según los testigos con clave, y que los informes de la unidad GRECO no 
deben ser considerados elementos de convicción por sí mismos, sino meros resúmenes de 
diligencias.  

B.- En cuanto al imputado Luis Alberto Galicia Mori, no se discute que según los Testigos 
con clave la Empresa San Juanito también venía siendo objeto de extorsión, sin embargo, 
este hecho no excluye que mediante tres operaciones transfiere S/ 10,600.00 a Anthony 
Gregory Villaverde Laupa (líder de la organización) y a su vez recibe transferencias de 
dinero de su coimputada Estefany Yanina Alfaro Machuca (integrante de la organización) 
una transferencia por el monto de S/ 8,500.00, según el Reporte de UIF 026-2025-IIF [ver 
de fojas 1351/1384]. En su declaración [ver de fojas 6786/ss.] admite haber recibió la 
transferencia de Alfaro Machuca y transferido a Elizabeth Llanqque Corpuna (otro 
miembro de la organización), también admite haber depositado a Anthony Villaverde 
Laupa la suma de S/ 1,000.00; a Raúl Alejandro Mendoza Ruiz la suma de S/ 1,000.00, y 
Cielo Elizabeth García Carhuatanta la suma de S/ 10,200.00, alegando que ha sido 
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amenazado, sin embargo, señala que (i) tomo nota del teléfono que realizaba las llamadas 
y/o extorsiones que alega era víctima, (ii) que no denunció los hechos porque se sentía 
amenazado, y (iii) que ha intervenido de estas operaciones para que lo dejen trabajar.  

C.- Ahora bien, analizada la información extraída de su teléfono celular según el Acta de 
apertura de lacrado, visualización de información del dispositivo USB y lacrado [ver de 
fojas 6695/ss.] se obtiene información de los chats que trasuntan en imágenes de “yape” 
siendo que entre fojas 6714/6722 corresponden a depósitos por el monto realizado a 
nombre de su esposa Milagros Flores Velarde, al que agrega en dos imágenes una lista con 
los nombres de los aportantes, y que supone el control de los aportantes, que le era 
informado al imputado Galicia Mori. Este control es mas evidente cuando se extrae el 
mensaje de audio a fojas 6711, que expresa: “A verdad desde hoy día han comenzado a 
cobrar tres soles más y eso porque cholo a que se debe esos tres soles más que están 
cobrando”. Es decir, supone que el imputado cumple una función de la Empresa San 
Juanito, dentro del marco de sus relaciones que no ha justificado con Anthony Villaverde 
Laupa para interferir en la recepción y entrega de dinero generado por actos de extorsión.  

D. – A partir de lo anotado en la recurrida y esbozado en líneas precedentes, si la 
intervención del imputado Luis Alberto Galicia Mori interfiere en la ejecución del delito, 
cual es la recepción de fondos, que son entregados a la organización, su accionar forma 
parte del tipo penal de extorsión, aunque su participación no se relacione en forma directa 
con amenaza e intimidación a las Empresas de transporte público.  

Por lo que, debe desestimarse los argumentos de defensa. 

 

4.10.4. Análisis de los agravios sobre peligro procesal.  

La defensa alega, que el imputado Luis Alberto Galicia Mori hay mostrado su disposición de 
colaborar con el esclarecimiento de los hechos, entregando su teléfono celular y 
proporcionando su clave, que se encuentra delicado de salud cuenta con arraigo familiar y 
tiene a su cargo tres hijos menores, uno de ellos con diagnóstico de autismo. La recurrida (a 
fojas 511] no cuestiona la existencia de arraigos, sino el vínculo del imputado a una 
organización criminal y la capacidad de esta para su accionar delictivo.    

La defensa también cuestiona que la sola pertenencia a una organización criminal no implica 
automáticamente peligro de obstaculización y que no se han señalado maniobras concretas y 
objetivas de Galicia Mori para destruir pruebas o influir en testigos. En el caso del imputado 
Galicia Mori, el vínculo con el líder y demás miembros de la organización es manifiesto a 
partir de las transferencias de deposito recibe y transfiere cumpliendo sus encargos, más aún 
cundo en audiencia de vista (el imputado) señala que ha utilizado su cuenta BCP y que no ha 
denunciado por amenazas, sin embargo, en el acto de su declaración no proporciona los 
teléfonos de donde provenían las amenazas, limitándose a señalar que no recuerda y que no 
los ha guardado. Este hecho, supone la influencia de la organización sobre el imputado para 
colaborar con el esclarecimiento de los hechos y perturbar el esclarecimiento de los hechos 
que, en este caso, se manifiesta a partir de cautelar la integridad física de testigos con 
identidad en reserva.  



 

  
 

 

_______________ 

Pág. 67 de 83 

 

CORTE SUPERIOR NACIONAL 

DE JUSTICIA PENAL 

ESPECIALIZADA 

CUARTA SALA PENAL DE 

APELACIONES NACIONAL 

EXP.  N° 039-2025-20-5001-JR-PE-06 

 Por lo que, el peligro procesal no solo se admite a partir del vínculo con la organización 
criminal, sino en la capacidad operativa de la organización para interferir en el 
esclarecimiento de los hechos.  

 

4.10.5. Análisis de los agravios sobre la aplicación del principio de proporcionalidad. 

La defensa alega, que la medida no es idónea, necesaria ni proporcional, porque al existir 
arraigos familiar, laboral y domiciliario consolidados, el peligro de fuga ha disminuido 
notablemente, haciendo que una medida menos gravosa (como comparecencia con 
restricciones) sea suficiente. 

El razonamiento de la defensa no permite enervar el vinculo del imputado con la 
organización criminal dedicada a la comisión de delitos de extorsión, caracterizado por actos 
de violencia como atentados contra las empresas de transporte público, tal como expresan los 
testigos con clave. En la recurrida el A-quo analiza la posible adopción de medidas 
alternativas, sin embargo, dada la capacidad operativa y logística de la organización, y los 
vínculos establecidos entre el imputado Galicia Mori con el líder de la organización Anthony 
Villaverde Laupa, estas medidas no podrían conjurar el peligro procesal.    

Por lo que, debe rechazarse los cuestionamientos alegados por la defensa.  

 

4.11. Agravios alegados por la defensa de la imputada Doris Pujaico Estrada. 

4.11.1. Hechos imputados.  

La Fiscalía atribuye a Doris Pujaico Estrada integrar la organización criminal denominada 
“Cuentas del miedo” que tiene como propósito la comisión de delitos de extorsión a 
Empresas de transporte público mediante violencia o amenaza para la obtención de sumas de 
dinero, actividad que se viene ejecutando desde año 2023 hasta abril de 2026; organización 
que es liderada por Antohny Gregory Villaverde Laupa.  

En esta organización el imputado Doris Pujaico Estrada cumple el rol de “recaudador” y 
“receptor” del dinero proveniente de los delitos de extorsión, encargándose de la habilitación 
de instrumentos financieros (como cuentas y tarjetas) y la transferencia fraccionada o 
estratificación de los fondos provenientes de las cuotas extorsivas para ocultar su origen 
ilícito. 

Estos hechos han sido tipificados como delitos de Organización criminal, previsto por el 
artículo 317º.1) del Código Penal, y delito de Extorsión agravada, previsto por el artículo 
201º.1) y 6) del CP.   

 

4.11.2. Agravios admitidos.  

Los agravios admitidos en segunda instancia son los siguientes: a) El A quo validó una 
imputación genérica por el delito de organización criminal y extorsión sin precisar la 
conducta típica que su patrocinada habría realizado; b) El juez incurrió en un error al 
considerar que la configuración de los presupuestos del artículo 268° del CPP obliga 
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automáticamente a dictar prisión preventiva; c) La resolución apelada no justifica con hechos 
objetivos la existencia de un riesgo de fuga o de obstaculización por parte de su patrocinada; 
y, d) El juez no ha habilitado la posibilidad constitucional de imponer una medida alternativa.  

 

4.11.3. Análisis de los agravios sobre elementos de convicción graves y fundados.  

A.- La defensa cuestión la integración de la imputada Doris Pujaico Espinoza a una 
organización criminal, alegando que los registros bancarios oficiales del BCP muestran 
que ella fue la receptora pasiva de los abonos (fue la beneficiaria, no la ordenante), por lo 
que, no desplegó ninguna conducta activa de transferencia, que como parte de 
estratificación la Fiscalía señala montos irrisorios, citando un depósito de S/ 100.00 soles, 
y dado que no ha recibió de manera directa montos extorsivos" de la empresa agraviada, 
sino transferencias bancarias de terceros, esto hecho constituye un acto neutral y lícito, 
amparado en el principio de confianza, salvo que se pruebe dolo o conocimiento del 
origen ilícito, lo cual la fiscalía no ha hecho. 

B.- Analizado la declaración del testigo con clave Nro. 01-2026-FECOR (08-2025), de fecha 
18 de febrero de 2026 [ver de fojas 9281/9283] cuando luego de señalar los actos 
extorsivos en agravio de la Asociación de comerciantes El Progreso de Villa Palmeras, del 
distrito de Chorrillos, de la Empresa ETUPSA 73, ETUCHISA, EL RÁPIDO y 
ETCIMOSA en el año 2025, identifica como una de las cuentas utilizadas para el pago de 
cupos extorsivos entre agosto de 2023 y mayo del 2024, la Cuenta BCP 194-90010481-0-
76 a nombre de Doris Pijaico Estrada. Este dato es ratificado en la ampliación de 
declaración del mencionado testigo [ver de fojas 9284/9285] al responder la pregunta Nro. 
06. 

La información que aporte el Testigo con clave se sostiene con el Reporte de UIF 026-
2025-IIF [ver de fojas 1351/ss.] en que consta que Doris Pujaido Estrada recibe 
transferencias del líder de la organización (Anthony Gregory Villaverde Laupa) por la 
suma de S/ 29,500.00, y de Treyci Kimberly Pocco Gutiérrez por el monto de S/ 
10,500.00. Las transferencias que recibe la imputada provienen de los depósitos 
realizados por Luis Alberto Aranibar Quispe entre el 22 de marzo y 18 de abril del 2024, 
depositados inicialmente en la cuenta de Treyci Kimberly Pocco Gutiérrez según el 
Informe Nro. 029-A.2026-COMOPPOL-PNP [ver de fojas 2030/ss.]; además entre el 
enero y abril de 2025 recibe en cuenta BCP depósitos por la suma de S/ 30,356.00 
ordenados por Marisa Lourdes Llanqque Corpuna según el Informe Nro. 055-2026-
COMOPPOL-PNP [ver de fojas 3485/ss.]. 

En el acto de su declaración la imputada Pujaico Estrada [ver de fojas 6644/6646] ha 
optado por acogerse al derecho al silencio, sin brindar información de la forma como se 
ha visto involucrada en “operaciones pasivas” a decir de la defensa, por medio de su 
cuenta del BCP 194-90010481-0-76. No obstante, es de advertir que según la información 
recuperada de su teléfono celular por Acta de deslacrado, visualización, lectura de 
información de teléfono celular manual y posterior lacrado [ver de fojas 6558/ss.] 
evidencia la relación que mantiene con Marisa Lourdes Llanqque Corpuna que se 
expresan en los mensajes de WhatsApp registrados el enero de 2025 y diciembre de 2025, 
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en que se hace evidente como la imputada Pujaico Estrada facilita el tramite de una cuenta 
BCP para la instalación del aplicativo de “Yape” y su utilización en la recepción y 
transferencia de dinero, explicando Marissa Llanqque que se recepcionan cantidades de S/ 
5,000.00, cada dos semanas, entre los familiares, entre quienes se encuentra su hermana, a 
quien le hizo sacar una tarjeta, y que por este servicio entregaría a Doris Pujaico S/ 100.00 
(“…aunque sea cien soles, te puedo dar Doris así nomás”); el contenido del mensaje 
también permite establecer las coordinaciones e intercambio de información personal que 
realizan para el tramite de la tarjeta BCP.  

Este hecho supone que la imputada Doris Pujaido Estrada no solo de vincula a la 
recepción pasiva de activos, sino que recibe facilita el uso de las cuentas para el deposito 
de dinero producto de los actos de extorsión que lidera Anthony Gregory Villaverde 
Laupa, tal como señala el Testigo clave Nro. 01-2026-FECOR (08-2025), de fecha 18 de 
febrero de 2026 [ver de fojas 9281/9283], al identificar la cuenta de la imputada el medio 
proporcionado a las victimas para el deposito del dinero.  

Ahora bien, la defensa alega una conducta neutra que excluye el dolo, sin embargo, en las 
coordinaciones que evidencia el Acta de deslacrado, visualización, lectura de 
información de teléfono celular manual y posterior lacrado [ver de fojas 6558/ss.] se hace 
lugar a que recibiría un monto de dinero por el uso de su cuenta (“…aunque sea cien 
soles, te puedo dar Doris así nomás”), esto supone, animo de lucro o intención de obtener 
una ventaja económica de las actividades ilícitas que realizan sus coimputados; por ende, 
su vinculo con las actividades de la organización criminal no admiten cuestionamiento. 

Por lo que, debe desestimarse los argumentos de la defensa respecto del primer 
presupuesto de la medida de prisión preventiva.  

 

4.11.4. Análisis de los agravios sobre peligro procesal.  

La defensa alega que existen pruebas documentales de que la apelante posee arraigo laboral, 
con trabajo acreditado, domiciliario con residencia conocida y real, familiar porque tiene 
hijos que, bajo su cuidado, y convivencial en el país, lo que desvirtúa el peligro de fuga. 

La recurrida analiza el peligro procesal [ver de páginas 511 y 518/521] a partir del vínculo de 
la imputada con la organización criminal liderada por Anthony Gregory Villaverde Laupa, 
por ende, los arraigos no admiten cuestionamiento, empero resulta insuficientes para conjurar 
el peligro procesal.   

 

4.11.5. Análisis de los agravios sobre la aplicación del principio de proporcionalidad. 

La defensa argumenta que la prisión preventiva no es necesaria ni idónea, ya que existen 
medidas menos gravosas (como la comparecencia con restricciones y el pago de una 
caución). En audiencia la Fiscalía, no cuestionó el estado de gestación de la imputada Pujaico 
Estrada, y sobre este hecho se afirmó que había consumado el alumbramiento con éxito. Esta 
circunstancia supone ponderar (i) la necesidad de cautelar las primeras atenciones y 
necesidades a un recién nacido, que directamente incide en la lactancia materna que bien 
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puede superarse por otros medios, empero nuestra la realidad carcelaria no facilita esta 
interacción; (ii) la interacción entre el recién nacido y su madre privada de libertad, supone 
que el niño debe permanecer recluido en Establecimiento Penal conjuntamente con su madre, 
situación que desde la óptica del interés superior del niño no es admisible [ver CS-SPP 
Casación Nro. 1421-2023-Loreto, del 22 de febrero de 2024, fj, “décimo cuarto”]; y, (iii) 
esta circunstancia, supone considerar alternativas a la privación de libertad, teniendo en 
cuenta sus condiciones personales (entre otros, madre de tres niños), que igualmente 
restrictivas pudieran inhibir la posibilidad de un eventual riesgo para el esclarecimiento de 
los hechos.  

En este caso, el artículo 290º.d) del Código Procesal Penal instituye la posibilidad de 
imponer la medida de detención domiciliaria a una madre gestante, si bien por información 
proferida en audiencia de vista se ha señalado que la imputada ya ha concluido el 
alumbramiento, dando lugar al puerperio, esto un estado de convalecencia y cuidado que 

amerita y sujeto a control médico y atención en su hogar, que este Colegiado superior no 
puede ignorar. No obstante, que la medida objeto de reexamen en estricto tiene lugar cuando 
la mencionada se encontraba en estado de gestión; por lo que, la regla citada es de aplicación.  

Ahora bien, esta misma norma faculta la imposición de limites o prohibiciones, que, en este 
caso, se estiman necesarias como la prohibición de comunicarse o establecer relaciones con 
sus coimputados y/o personas vinculadas a los hechos objeto del proceso, permanecer en su 
domicilio, someterse al control del Ministerio Público y la autoridad policial, con el 
apercibimiento de revocarse la medida. 

 

4.12. Agravios alegados a favor de la imputada Estefany Yanina Alfaro Machuca. 

4.12.1. Hechos imputados.  

La Fiscalía atribuye a la imputada Alfaro Machuca integrar la organización criminal 
denominada “Cuentas del miedo”, entre otras 24 personas, desde el 2023 hasta su detención 
el 08 de abril de 2026, integrando la facción financiera como pieza central en la 
administración y dispersión de activos ilícitos utilizando su cuenta BCP N° 194-92219406-0-
13.   

En el marco de una organización criminal, se le atribuye (i) el rol “Gestora/Administradora”, 
permitiendo que su cuenta bancaria BCP N° 194-92219406-0-13 reciba cuotas sistemáticas 
de extorsión para luego transferirlas al líder Anthony Villaverde Laupa; (ii) recibir cuotas de 
extorsión quincenales de empresas como ETUPSA 73 (S/ 42,500.00), Luis Banchero Rossi 
S.A. (S/ 7,000.00) y ETCIMOSA; (iii) realizar operaciones de estratificación, recibiendo S/ 
32,095.00 del líder y transfiriéndole de vuelta S/ 68,880.00; y (iv) el delito de Receptación 
Agravada, al haber permitido el almacenamiento de vehículos robados en su inmueble 
compartido con su conviviente.   

 

4.12.2. Agravios admitidos.  
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Los agravios admitidos en segunda instancia son los siguientes: a) El A quo validó la tesis 
fiscal de la "cuenta del miedo" sin que existan pruebas objetivas (testigos, audios o 
documentos) que demuestren su participación en los actos de extorsión. b) El juez erró al 
sostener que la pertenencia a una organización conlleva automáticamente peligro de fuga. c) 
La duración de 24 meses de la medida es injusta y desproporcional. El juez no realizó un 
análisis de necesidad para determinar si un tiempo menor o una medida alternativa (como la 
comparecencia con restricciones) sería suficiente para alcanzar los fines de la investigación, 
convirtiendo la prisión en una pena anticipada.  

 

4.12.3. Análisis de los agravios sobre los elementos de convicción graves y fundados.  

A.- La defensa técnica cuestiona la sospecha grave alegando que su patrocinada es una "ama 
de casa" que recibía transferencias por indicación de su conviviente debido a necesidad 
económica, desconociendo el origen delictivo. Sostiene que no hay pruebas de un acuerdo 
criminal o distribución funcional de roles y que el Ministerio Público aplica un 
razonamiento meramente causalista al vincularla solo por ser titular de una cuenta 
bancaria. Afirma que no existen testigos ni audios que la vinculen directamente con actos 
de violencia o amenazas.  

B.- El cuestionamiento a falta de vínculos con los hechos penalmente relevantes. Es posible 
admitir, dado que no han sido cuestionados, como fundados los siguientes hechos: (i) que 
la imputada Alfaro Machuca es titular de la cuenta BCP N.º 194-92219406-0-13, utilizada 
como canal principal para el flujo de activos; (ii) que en dicha cuenta recibió abonos 
sistemáticos de víctimas de extorsión como la empresa ETUPSA 73 (cuotas quincenales 
de S/ 8,500.00), Luis Banchero Rossi S.A. (S/ 7,000.00) y Mártir Olaya S.A. (S/ 7,500.00) 
que coinciden con el calendario extorsivo (Fs. 231); (iii) que se identificó una 
estratificación inmediata, pues tras recibir S/ 8,500.00 de una víctima, transfería casi al 
instante S/ 8,400.00 al líder Anthony Villaverde Laupa (sumando S/ 65,880.00 enviados a 
este en cuatro meses); y (iv) que registra un total de 18 líneas telefónicas a su nombre.   

Ahora bien, en cuanto al desconocimiento del origen ilícito del dinero, se desvirtúa 
mediante la evidencia digital, dado que en la información extraída del teléfono incautado 
se verifica conversaciones borradas con el líder Villaverde Laupa sobre el manejo de 
tarjetas y bancos, así como el temor de su conviviente (Castro Torres) de acudir a las 
entidades financieras, lo que acredita pleno conocimiento de la actividad ilícita; en cuanto 
a su condición de ama de casa, este argumento, es rechazado frente al Reporte UIF N° 
00026-2025 e Informe Pericial Contable, que acreditan un flujo transaccional masivo de 
S/ 151,891.45, suma incompatible con su situación declarada. La coincidencia exacta de 
los montos recibidos con las cuotas extorsivas quincenales pactadas bajo amenaza con 
ETUPSA 73 prueba que su cuenta no fue usada de forma aislada, sino como un puente 
logístico esencial; y, en cuanto a la tipicidad de su conducta, es de insistir, que la 
recepción de dinero maculado en una organización criminal constituye una contribución 
típica a la ejecución de la extorsión agravada, permitiendo la disponibilidad de la ventaja 
económica obtenida mediante violencia. Esto se refuerza con el hallazgo en su domicilio 
de motocicletas robadas con placas adulteradas.  
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C.- Por lo que, en cuanto al presupuesto de graves y fundados elementos de convicción deben 
rechazarse los cuestionamientos alegados por la defensa.  

 

4.12.4. Análisis de los agravios sobre el peligro procesal. 

La defensa cuestiona tanto el peligro de fuga como el de obstaculización, alegando que se 
presume el riesgo solo por el tipo de delito, precisando que la investigada es ama de casa y 
que el juez presume el riesgo basándose solo en la estructura de la organización criminal.  

A.- Es imperativo destacar, que el peligro procesal se integra por dos criterios (i) el peligro 
de fuga, y (ii) el peligro de obstaculización. Estos tópicos son analizados y valorados a 
partir de los criterios señaladas en el artículo 269º y 270º del Código Penal, sin soslayar el 
desarrollo jurisprudencial que ha venido enfatizando la Corte Suprema.  

B.- En cuanto al peligro de fuga. El tribunal concluye que, si bien tiene hijos, sus arraigos 
son débiles porque usó su propia casa para el almacenamiento de objetos ilícitos (Fs. 
515). El riesgo de fuga es real dado que su pareja y líder están vinculados a la misma red 
y podrían facilitar su ocultamiento. 

C.- En cuanto al peligro de obstaculización. La posibilidad de que el imputado perturbe la 
actividad probatoria. Este hecho no supone verificar los criterios relacionados a los 
arraigos sino las posibilidades potenciales que dispone el imputado para perturbar la 
actividad probatoria.  

En este caso, se constató: (i) su rol central como "Gestora/Administradora" financiera, 
encargada de la estratificación de activos hacia el líder Anthony Villaverde; (ii) un patrón 
recurrente de borrado de mensajes en sus aplicaciones de WhatsApp y Messenger, 
detectado mediante pericia forense (Software Celebrite), tras haberse negado inicialmente 
a entregar las claves de sus equipos; y (iii) el contenido de las comunicaciones 
recuperadas, donde se evidencia el manejo de tarjetas bancarias y el temor de su 
conviviente por ser descubierto, además de mensajes del líder asegurándole que "estaba 
viendo la manera de ponerle un abogado y librarle de ese tema". Este accionar coordinado 
para suprimir el rastro digital de las transacciones y la titularidad de 18 líneas telefónicas 
a su nombre para dificultar el seguimiento policial son indicios graves de una capacidad 
operativa orientada a la impunidad de la red criminal.  

D.- Por lo que se concluye que el riesgo de obstrucción es inminente y se asienta en la 
conducta probada de eliminación de evidencia digital; por lo cual, deben rechazarse los 
agravios alegados.  

 

4.15.5. Análisis de los agravios sobre la aplicación del principio de proporcionalidad. 

La defensa cuestiona que la prisión preventiva es innecesaria y desproporcional, ya que 
existen medidas menos gravosas (como la comparecencia con restricciones). Es de insistir 
que la existencia de medidas menos gravosas que la prisión preventiva no condiciona su 
aplicación en forma directa.  
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En este caso, ha quedado evidenciado que mantiene coordinación directa con el líder de la 
organización, coimputado Anthony Villaverde Laupa, por ende, es de inferir que éste podría 
disponer de la capacidad operativa y logística de la organización para interferir en el 
esclarecimiento de los hechos, en que debe considerarse, la actividad probatoria implica la 
comparecencia de testigos que han sido víctimas de actos, como atentados contra su 
integridad fiscal, a cambio de sumas de dinero.  

Por lo que, el razonamiento esbozado por el A-quo sobre la aplicación del principio de 
proporcionalidad debe ratificarse.   

 

4.12.6. Análisis de los agravios sobre el derecho a la motivación. 

La defensa sostiene que el juez no realizó un verdadero juicio de justificación y que se apoyó 
en criterios generales sobre crimen organizado sin valorar adecuadamente su rol de ama de 
casa.  

El derecho a la motivación entiende, que exprese por sí misma una suficiente justificación, 
aun si esta es breve o concisa, o se presenta el supuesto de motivación por remisión (Cfr. 
Exp. N° 4348-2005-PA/TC). Analizada la resolución (Fs. 229/241), se observa que el 
magistrado motivó la sospecha fuerte basándose en el Reporte UIF N° 00026-2025, que 
detalla ingresos por S/ 151,891.45, monto incompatible con su perfil económico declarado. 
El juez justificó la necesidad de la medida al acreditar que la imputada permitió el uso de su 
domicilio para almacenar vehículos robados, lo que invalida la confianza en un arraigo 
domiciliario para garantizar los fines del proceso. En consecuencia, la resolución cumple con 
el estándar de motivación al exponer las razones fácticas y jurídicas que sustentan la 
privación de libertad, por lo que el agravio debe ser rechazado.  

Por lo que, la recurrida no incurre en violación al derecho a la debida motivación de 
resoluciones judiciales, y debe desestimarse el recurso impugnatorio interpuesto.  

 

4.13. Agravios alegados a favor del imputado Jhonatan Antony Castro Torres. 

4.13.1. Hechos imputados.  

La Fiscalía atribuye al imputado Castro Torres integrar la organización criminal denominada 
“Cuentas del miedo”, entre otras 24 personas, desde el 2023 hasta su detención el 08 de abril 
de 2026, y como tal integraba la facción financiera a cargo de la recaudación y acopio de los 
fondos provenientes de la comisión de delitos de extorsión a Empresas de transporte público 
utilizando sus cuentas BCP N° 193-04484108-0-01 y N° 194-93635771-0-84.  

En el marco de una organización criminal, se le atribuye (i) el rol “Recaudador”, esto es, 
instrumentalizar sus cuentas bancarias para la recepción de dinero producto de actos de 
extorsión y actuar como "caja operativa" para la dispersión de fondos; (ii) haber gestionado 
fondos provenientes de extorsión a las empresas ETUPSA 73 (por S/ 98,698.00), Inversiones 
y Servicios CKF S.A.C., y El Rápido S.A., recibiendo además transferencias de sus co-
investigadas María Herrera Sarzosa (S/ 36,889.00) y Myriam Yactayo Ramos (S/ 6,550.00); 
(iii) haber transferido la suma de S/ 59,308.00 al líder de la red, Anthony Gregory Villaverde 
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Laupa; y (iv) el delito de Receptación Agravada, al habérsele hallado en su domicilio 
compartido tres motocicletas Pulsar NS 200 con requisitoria vigente por robo y placas 
adulteradas. 

 

4.13.2. Agravios admitidos.  

Los agravios admitidos en segunda instancia son los siguientes: a) El A quo validó la tesis 
fiscal de la "cuenta del miedo" sin que existan pruebas objetivas (testigos, audios o 
documentos) que demuestren su participación en los actos de extorsión. b) El juez incurrió en 
un error al presumir que el investigado podría perturbar la actividad probatoria. c) La 
duración de 24 meses de la medida es injusta y desproporcional. El juez no realizó un análisis 
de necesidad para determinar si un tiempo menor o una medida alternativa (como la 
comparecencia con restricciones) sería suficiente para alcanzar los fines de la investigación, 
convirtiendo la prisión en una pena anticipada. 

 

4.13.3. Análisis de los agravios sobre los elementos de convicción graves y fundados.  

A.- La defensa técnica cuestiona la falta de una imputación específica y de actos concretos de 
ejecución, como la existencia de mensajes, audio o registros donde el imputado haya 
amenazado o coaccionado directamente a las empresas agraviadas como ETUPSA 73 o El 
Rápido, y que el rol de "recaudador" no ha sido delimitado; admite la posibilidad de que 
dado su nivel de instrucción (primaria completa), pudo ser instrumentalizado sin voluntad 
propia de participar en un plan criminal.  

B.- Es el caso destacar, que la agrupación de personas, la interacción cumpliendo un rol 
definido, “gestor/administrador”, denota una organización estructurada más tiene como 
propósito la obtención de un beneficio patrimonial mediante comisión de delitos graves 
(actos de extorsión), que viene ejecutando entre el mes agosto de 2023 hasta abril del 
2024, por ende, se agotan el criterio de imputación que cuestiona la defensa.   

De otra parte, si la percepción de dinero de mediante actos extorsivos (violencia o 
amenaza) a Empresas de transporte como ETUPSA 73 y el Rápido VIP SA, suponen per 
se la exigencia de entrega de dinero mediante amenaza o violencia, que no admiten 
discusión dentro de la descripción de los hechos imputados, por ende, es de admitir la 
calificación del delito de Extorsión agravada, previsto por el artículo 200º.1 y 200º.6.g) 
del CP.  

C.- En cuanto al argumento que hace lugar a la falta de vínculos con los hechos penalmente 
relevantes. Es posible admitir, dado que no han sido cuestionados, como fundados los 
siguientes hechos: (i) que el imputado Castro Torres es titular de las cuentas BCP N.° 193-
04484108-0-01 y N° 194-93635771-0-84, en las que se registran constantes abonos y 
cargos; (ii) que en sus cuentas se identifica la recepción de fondos vinculados a la 
empresa ETUPSA 73 (gestionando hasta S/ 98,698.00) y transferencias de co-investigadas 
como María Herrera Sarzosa (S/ 36,889.00) y Myriam Yactayo Ramos (S/ 6,550.00); (iii) 
que el dinero es utilizado en una dinámica de "caja operativa", donde recibe abonos por 
un total de S/ 109,561.00 para luego transferirlos al líder Anthony Villaverde Laupa; y (iv) 
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que empresas como ETUPSA 73, Inversiones CKF S.A.C. y El Rápido S.A., son víctimas 
de extorsión sistemática según informes policiales y testimonios de testigos protegidos.  

Entonces, el argumento de la falta de participación directa en amenazas, no se le atribuye, 
dado que, su rol en la facción financiera es esencial para la consumación del delito, pues 
las cuentas de la organización son el destino obligatorio de los pagos de "cupos" 
quincenales, según señala el Testigo con clave 03-2024; en cuanto a su condición de 
vulnerabilidad, pero su nivel educativo y actividad laboral declarada (ingreso de S/ 80.00 
diarios como cobrador), es absolutamente incompatible con el flujo financiero de S/ 
117,807.00 detectado en sus cuentas; además, el análisis de sus equipos tecnológicos (bajo 
el alias "Cachete") reveló mensajes donde instruía a su madre a "barrer" la casa y ocultar 
el celular de su pareja durante el allanamiento, demostrando pleno conocimiento y 
voluntad de obstrucción; y, en cuanto cuestiona la falta de vínculos con actos extorsivos, 
se tiene que el análisis de su equipo celular Redmi (Muestra 10) permitió recuperar 
conversaciones borradas con el líder de la organización, Anthony Villaverde Laupa, que 
datan de 2025 y 2026. En estos chats se discute explícitamente sobre el manejo de 
tarjetas, bancos y el temor de su conviviente (Castro Torres) de acudir a las entidades 
financieras, lo que acredita un pleno conocimiento del origen ilícito de los fondos.  

Además, en su domicilio compartido se hallaron tres motocicletas con requisitoria vigente 
por hurto y placas adulteradas, lo que refuerza su vinculación con la logística de la red; 
por lo que, es de concluir que: (i) la imputada no tuvo un rol pasivo, sino que fue pieza 
central en la administración financiera, registrando ingresos por S/ 151,891.45 totalmente 
incompatibles con su perfil de ama de casa; y, (ii) los abonos en su cuenta provienen 
directamente de víctimas de extorsión como las empresas ETUPSA 73 (S/ 42,500.00), 
Luis Banchero Rossi S.A. (S/ 7,000.00) y Mártir Olaya S.A. (S/ 7,500.00). Por ello, deben 
rechazarse los argumentos de la defensa.  

D.- Por lo que, en cuanto al presupuesto de graves y fundados elementos de convicción 
deben rechazarse los cuestionamientos alegados por la defensa.  

 

4.13.4. Análisis de los agravios sobre el peligro procesal. 

La defensa cuestiona tanto el peligro de fuga como el de obstaculización, alegando que el 
juez reconoce sus arraigos, pero los minimiza frente a la gravedad de la pena. Alega que el 
juzgado ha realizado una valoración "grupal y colectiva" del peligro de obstaculización en 
lugar de un análisis individualizado, amparándose únicamente en su pertenencia a la 
organización criminal. Sostiene que Castro Torres es un trabajador humilde (cobrador de 
combi) con dos hijos menores y que ha tenido una actitud colaborativa. 

El A-quo establece que existe un riesgo real puesto que el imputado no cuenta con un trabajo 
confiable y utilizó su vivienda para almacenar bienes robados, debilitando el arraigo 
domiciliario (Fs. 514). Además, la prognosis de pena de 26 años actúa como un incentivo 
para la evasión, y de otra parte, la posibilidad de que el imputado perturbe la actividad 
probatoria, no supone verificar los criterios relacionados a los arraigos sino las posibilidades 
potenciales que dispone el imputado para perturbar la actividad probatoria. En este caso, se 
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consideró: (i) el rol de "recaudador" que el imputado desempeñaba en la facción financiera, 
centralizando fondos de extorsión de empresas como ETUPSA 73; (ii) la información 
extraída de su teléfono Redmi (Muestra 08), donde se recuperaron comunicaciones de 
WhatsApp con su madre, Elizabeth Torres, en las que impartía instrucciones de silencio: 
"Mamá [...] no hablen nada", "no conocemos a un tal Anthony"; y (iii) coordinaciones 
directas para desaparecer evidencia física y digital durante el allanamiento del 08 de abril de 
2026, tales como: "La Yani [Estefany Alfaro] está con su celular, que deje su celular y le 
entregue a alguien [...] mamá, no den su celular" y "borren todo ustedes mamá, allá yo lo 
dejo limpio toda la cochera". Este comportamiento demuestra una voluntad real de suprimir 
elementos de prueba y de alertar a otros miembros de la red criminal para evadir la justicia. 

Por lo que se concluye que el riesgo de obstrucción se traduce en elementos objetivos 
(instrucciones de eliminación de chats y ocultamiento de dispositivos) y no en conjeturas 
abstractas; por lo cual, deben rechazarse los agravios alegados.  

 

4.13.5. Análisis de los agravios sobre la aplicación del principio de proporcionalidad. 

La defensa cuestiona que la prisión preventiva es innecesaria y desproporcional, ya que 
existen medidas menos gravosas (como la comparecencia con restricciones). El análisis del 
test de proporcionalidad ha sido desarrollado en la recurrida [ver pág. 526/ss.] a partir de 
considerar que las medidas alternativas son inoficiosas para conjurar el peligro procesal, en 
este caso, la conducta puesta de manifiesto por el imputado durante el acto de la diligencia de 
allanamiento supone que pretendió ocultar evidencia, que lo vincula con los hechos 
investigados; además mantiene vínculo directo con el líder de la organización (Anthony 
Gregory Villaverde Laupa), este hecho supone además de coordinación directa, la posibilidad 
de instrumentalizar la logística de la organización para obstruir la actividad probatoria; por 
ende, la medida de prisión preventiva es idónea, necesaria y proporcional en este caso.  

 

4.13.6. Análisis de los agravios sobre el derecho a la motivación. 

La defensa argumenta que la resolución carece de una motivación adecuada, ya que el juez se 
habría limitado a aceptar la tesis fiscal sin analizar con equidad los argumentos de la defensa. 

Sostiene que no se valoró su situación de vulnerabilidad ni su bajo nivel de instrucción frente 
a la complejidad de las operaciones imputadas. 

El derecho a la motivación entiende, que exprese por sí misma una suficiente justificación, 
aun si esta es breve o concisa, o se presenta el supuesto de motivación por remisión (Cfr. 
Exp. N° 4348-2005-PA/TC). Analizada la recurrida, se tiene que en el ítem “10” [ver de fojas 
339/362], el A quo realiza un análisis individual y conjunto de los elementos de convicción 
en que funda los presupuestos de la medida de prisión preventiva. 

Ahora bien, en el análisis de graves y fundados elementos de convicción, con lo expresado en 
líneas precedentes, se expresa una justificación del vínculo del imputado con los hechos —
específicamente su rol de Recaudador y el flujo de S/ 117,807.00 en sus cuentas— teniendo 
como base el Informe Financiero N° 001-2026 aportado por la Fiscalía. De otra parte, se 
expresan razones por las cuales el peligro de obstaculización se considera acreditado, 
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basándose en las instrucciones directas del imputado para eliminar evidencias durante el 
allanamiento. 

Por lo que, la recurrida no incurre en violación al derecho a la debida motivación de 
resoluciones judiciales, y debe desestimarse el recurso impugnatorio interpuesto.  

 

Quinto: De los agravios sobre el plazo de 24 meses alegados por el Ministerio Público.  

5.1. Pretensión.  

El Ministerio Público mediante escrito de fojas 10915/10919, interpone recurso de apelación 
contra la Resolución Nro. 14, de fecha 13 de mayo de 2026 en cuanto otorga un plazo de 24 
meses de prisión preventiva, solicitando se REVOQUE y reformando se otorgue un plazo 
de 36 meses. 

5.2. Agravios admitidos. 

Los agravios admitidos por este Colegiado superior, son los siguientes: a) El juzgador redujo 
el plazo basándose en la premisa subjetiva de que, al existir ya una "sospecha fuerte", la 
investigación no es incipiente y podría concluir en 6 u 8 meses; b) El juez incurrió en un 
error al no considerar la complejidad del proceso, que incluye a 24 investigados y 9 empresas 
de transporte agraviadas, y que el plazo de investigación comprende la etapa intermedia y 
juicio oral; y, c) El A quo ignoró la necesidad de recabar información sobre investigados que 
se encuentran en el extranjero. Los trámites de asistencia judicial internacional conllevan 
formalidades y tiempos institucionales que hacen que el plazo de 24 meses sea insuficiente 
para asegurar que la prueba llegue a la etapa de juzgamiento.  

 

5.3. Análisis de los agravios y fundamento de la decisión.  

A.- No es objeto de controversia la complejidad del proceso, por el volumen de imputados, 
elementos de convicción, diligencias que deben realizarse y actos procesales sobrevinientes 
que pudieran generar la necesidad de elevar el número de actuaciones dispuestas 
inicialmente, mediante Disposición de Formalización y Continuación de Investigación 
Preparatoria [ver Disposición Fiscal Nro. 033, de fojas 8505/ss.]. 

B.- Igualmente, no objeto de controversia que el plazo ordinario del proceso complejo con 
organización criminal tiene una duración de 36 meses y que puede prorrogarse, y que el 
artículo 272º.3) del CPP.2004 instituye un plazo legal ordinario máximo, de 36 meses; sin 
embargo, corresponde analizar en el caso concreto si este resulta necesario para concluir con 
las actuaciones de la investigación pendientes de verificar, respecto de cada uno de los 
imputados y coimputados, y alcanzar una decisión definitiva. En ese orden, la alegación de 
complejidad sobrevenida por la identificación de otras personas vinculadas al mismo hecho, 
admiten el uso de reglas procedimentales que ha instituido el artículo 51º del CPP204, más 
aún no serán necesarias, dado que la hipótesis Fiscal ya ha sido delimitada y delimita los 
hechos respecto de cada uno de los investigados comprendidos en este proceso.  
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C.- La adopción de una medida de prisión preventiva tiene implicancias no en la restricción 
de la libertad personal, sino que exige debida diligencia en las autoridades judiciales y 
fiscales, para que esta medida, en tanto provisional, alcance solo un plazo necesario para 
lograr el cometido, actuación de diligencias pendientes y la emisión de la decisión final 
(sentencia). Asumir que la medida de la prisión preventiva siempre debe durar el plazo legal 
tasado en la ley, admite una contradicción práctica con la debida diligencia y la aplicación de 
reglas de simplificación que la Ley y la jurisprudencia imponen. Es propio aludir a la 
siguiente cita: 

“…la debida diligencia exige que el órgano que investiga lleve a cabo todas aquellas 

actuaciones y averiguaciones necesarias para procurar el resultado que se persigue 

[dado que d]e otro modo, la investigación no es efectiva en los términos de la 

Convención” [Cfr. Caso de las Hermanas Serrano Cruz Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 1 de marzo de 2005. Serie C No. 120, párr. 83, y Caso Gutiérrez Hernández y 

otros Vs. Guatemala, párr. 148]. Énfasis agregado.  

D.- La Fiscalía alega: 1.- que existen pendientes tramites en el extranjero para la extradición 
y Asistencia Judicial, es de anotar, que el tramite para la repatriación de una persona 
vinculada a la comisión de un delito, no forma parte de una actuación tendiente al 
esclarecimiento de los hechos, por ende, no es necesario conceder un plazo adicional a ese 
propósito; 2.- que las audiencias de prisión preventiva para 8 investigados adicionales (no 
habidos o recluidos en otros centros penales), lo que generará una carga procesal significativa 
y largas jornadas de debate. Es cierto que una audiencia de prisión preventiva toma un 
tiempo en su preparación y realización, sin embargo, debe considerarse que el numero de 
imputados es más reducido que el que ocupa la recurrida; y, 3.- En cuanto a la agenda 
judicial, es de anotar que el Juez de investigación preparatoria no dirige la investigación en la 
fase preparatoria, sino el Fiscal, por ende, su agenda no altera el trabajo del Ministerio 
Público, sin soslayar lo necesario para la atención de sus requerimientos.  

E.- Por lo que, se desestiman los agravios propuestos por el Ministerio Público, debiendo 
confirmarse la recurrida en el extremo del plazo de veinticuatro meses.  

 

Sexto: Agravios alegaos por defensa de la imputada Elizabeth Ruth Llanqque Corpuna. 

6.1. Hechos imputados.  

La Fiscalía atribuye a Elizabeth Ruth Llanqque Corpuna integrar la organización criminal 
denominada “Cuentas del miedo” que tiene como propósito la comisión de delitos de 
extorsión a Empresas de transporte público y mediante violencia o amenaza para la obtención 
de sumas de dinero, actividad que se viene ejecutando desde año 2023 hasta abril de 2026 y 
es liderada por Antohny Gregory Villaverde Laupa.  

En esta organización la imputada Elizabeth Ruth Llanqque Corpuna cumple el rol de 
“gestor/administrador” del dinero proveniente de los delitos de extorsión a las empresas 
ETUPSA 73 y la Unidad de Villa SA, recepcionando y administrando el dinero a través de 
sus cuentas BCP 194-77608036-0-53 y 191-95797774-0-25, y haber registrado varias líneas 
telefónicas para facilitar las comunicaciones entre miembros de la agrupación.  
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Estos hechos han sido tipificados como delitos de Organización criminal, previsto por el 
artículo 317º.1) del Código Penal, y delito de Extorsión agravada, previsto por el artículo 
201º.1) y 6) del CP.   

 

6.2. Agravios alegados por la defensa (error en el procedimiento).  

La defensa alega, que el juzgado aceptó una integración tardía del requerimiento fiscal 
cuando el plazo ya había vencido (después de instalada la audiencia), dado que, el 
requerimiento inicial contenía referencias a otra persona, afectando el derecho de defensa. 

Es de acotar, que la defensa también cuestiona el razonamiento del A-quo respecto de los 
elementos de convicción graves y fundados, gravedad de la pena, peligro procesal y 
aplicación del principio de oportunidad.  

 

6.3. Análisis del agravio sobre la vulneración de la garantía de defensa.  

A.- Las reglas del debate en audiencia dentro del marco del Código Procesal Penal 2004, 
suponen que las partes deben ser previamente anunciados del objeto de la audiencia, de las 
pretensiones que se han de debatir, que se les confiere la oportunidad para comparecer en 
igualdad de condiciones y que ejerzan el contradictorio [ver art. 08º y 361º del CPP.2004]. Es 
cierto que el artículo 271º del CPP.2004 establece plazos acotados para la realización del 
debate y la emisión de la decisión en casos de prisión preventiva, sin embargo, la trasgresión 
de plazos para la integración del requerimiento, no se sanciona con la nulidad, menos aún la 
Ley procesal limita la integración del requerimiento.   

B.- La garantía de la defensa si supone reparos, por cuanto no solo implica el derecho a 
contar con un abogado defensor, empero sobre todo a que se le conceda un tiempo razonable 
para que prepare su defensa [ver art. IX del CPP.2004], que tiene su correlato en las 
garantías que reconoce el articulo Art. I.3), esto es a intervenir en plena igualdad, que por lo 
demás se admite el ejercicio del derecho de defensa en todo estado y grado del 
procedimiento, en la forma y oportunidad que la ley señala. Estas expresiones desde la 
garantía del debido proceso (art. 139º.3, de la Constitución) supone que este derecho 
garantiza a todo ciudadano a no quedar en estado de indefensión en cualquier etapa del 
proceso. 

C.- En este caso, la audiencia de prisión preventiva se programa por Resolución Nro. 01, del 
23 de abril de 2025 [ver de fojas 9176/ss.] para realizarse el 24 de abril del 2026; llegado el 
día de la audiencia a solicitud de la defensa, quienes solicitaron un plazo para revisar los 
actuados, se suspende para iniciar el día 27 de abril de 2026 [ver acta de fojas 9348/ss.]; en 
este lapso de tiempo, con fecha 26 de abril, según cargo de ingreso 16219, la Fiscalía ingresa 
el escrito de integración del requerimiento de prisión preventiva [ver de fojas 9577/ss.] que 
alcanzan 147 páginas, respecto de la imputada Elizabeth Ruth Llanqque Corpuna; el 
proveído al escrito Fiscal de integración se provee por Resolución Nro. 9, de fecha 27 de 
abril [ver de fojas 9728/9729] y se notifica -según guía de entrega Nro. 00144324-2026- [ver 
de fojas 9730/9732] por medio de la central de notificaciones (no obstante las partes habían 
sido convocados esa misma fecha a audiencia de prisión preventiva); la instalación de la 
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audiencia se verifica el 27 de abril [ver acta de fojas 9794/9798] que da lugar al debate del 
requerimiento; que se suspende para el día 29 de abril [ver acta de fojas 9869/9876] acto en 
que se debate el requerimiento de prisión preventiva respecto de la imputada Elizabeth Ruth 
LLlanqque Corpuna, incorporando al debate el escrito de integración (ingresada el día 26 de 
abril y notificada por la central de notificaciones el día 27 de abril), según consta en el acta 
de audiencia la defensa formula oposición al debate con el requerimiento de integración 
alegando afectación al derecho de defensa, dado que se ha incorporado en forma sorpresiva 
un escrito con 147 folios (alegación que se ha sostenido en audiencia de vista de la causa). 

D.- Ahora bien, si se tiene en cuenta que el escrito de integración se corre traslado por medio 
de la notificación electrónica el 27 de abril de 2026, y que de conformidad con el artículo 
155-C, del TUO de la Ley Orgánica del Poder Judicial: “la resolución judicial surte efectos 
desde el segundo día siguiente en que se ingresa su notificación a la casilla electrónica, 
(…)”. En ese orden, la Corte Suprema entiende que la notificación electrónica surte efecto a 
partir del segundo día siguiente en que ingresa la notificación a la casilla electrónica [ver 
CS-SPP Casación Nro. 1151-2022-Callao, del 25 de julio de 2023, fundamento “tercero”]; 
por lo que, si el Juez opta por la notificación electrónica habiendo convocado a las partes a 
una audiencia presencial, cuando menos debió conceder un plazo adicional -a la defensa- 
para la revisión del escrito de integración fiscal, dado que, el acto de notificación electrónica 
realizado el 27 de abril, surtía efecto a partir del 29 de abril. En tal sentido se estima en 
razonable atender al pedido de oposición de la defensa si el criterio del A-quo era llevar 
adelante el debate del requerimiento de prisión preventiva inicial, en caso contrario, debió 
conceder un plazo adicional para que la defensa pueda analizar los documentos adjuntos al 
escrito de integración (pues el plazo para preparar su defensa y para ejercerla es una 
expresión de la garantía de defensa constitucional y convencional).  

E.- En este sentido, el debate propiciado por el a-quo en la audiencia de fecha 29 de abril de 
2026, respecto del requerimiento de prisión preventiva de la imputada Elizabeth Ruth 
Llanqque Corpuna, vulnera la garantía del derecho de defensa, irregularidad que de 
conformidad con el artículo 150º.4) del CPP.2004 vicia la decisión contenida en la 
Resolución Nro. 14, del 13 de mayo del 2026, solo en el extremo de la imputada Elizabeth 
Ruth Llanqque Corpuna. 

Por lo que debe declararse la nulidad en el extremo aludido y ordenar que el Juez llamado 
por Ley emita una nueva decisión, cautelando en absoluto el derecho a la defensa que asiste a 
las partes.  

F.- En cuanto a la situación jurídica de la imputada Elizabeth Ruth Llanqque Corpuna, dado 
los efectos que provoca la decisión y estando a que los plazos ordinarios para resolver su 
situación jurídica de prisión preventiva han caducado (ver art. 271º del CPP.2004) y no existe 
medidas restrictivas de libertad vigente -en este caso - corresponde ordenar su inmediata 
libertad, dado que lo contrario significaría prolongación indebida de la restricción de libertad; 
ello, sin perjuicio de lo que resuelva el Juez de investigación preparatoria en su oportunidad.    

 

 



 

  
 

 

_______________ 

Pág. 81 de 83 

 

CORTE SUPERIOR NACIONAL 

DE JUSTICIA PENAL 

ESPECIALIZADA 

CUARTA SALA PENAL DE 

APELACIONES NACIONAL 

EXP.  N° 039-2025-20-5001-JR-PE-06 

PARTE RESOLUTIVA 

 

Por tales consideraciones, la Cuarta Sala Penal de Apelaciones Nacional y Liquidadora de la 
Corte Superior Nacional de Justicia Penal Especializada, RESUELVE:  

1. DECLARAR  INFUNDADO  el recurso de apelación interpuesto contra la Resolución Nro. 
14, de fecha 13 de mayo de 2026, por la defensa de los imputados: 1.- Erika Llatas 
Goicochea mediante escrito de fojas 11071/11026; 2.- Treyci Kimberly Pocco Gutiérrez 
mediante escrito de fojas 10888/10891; 3.- Hilary Juliana Polo Gutiérrez mediante escrito 
de fojas 10903/10913; 4.- Estefany Yanina Alfaro Machuca y (5) Jhonatan Antony 
Castro Torres mediante escrito de fojas 11208/11216; 6.- Marisa Lourdes Llanqque 
Corpuna mediante escrito de fojas 10974/10982; 7.- Myriam Rocío Yactayo Ramos 
mediante escrito de fojas 10996/11049; 8.- Kelly Yesenia Singuña Chuan mediante escrito 
de fojas 10921/10954; 9.- Bruno Alonso Salazar Hernández mediante escrito de fojas 
11051/11069; 10.- Wilmer Jhoel Huansi Salas mediante escrito de fojas 11071/11089; 11.- 
Luis Alberto Galicia Mori  mediante escrito de fojas 11129/11138; y 12.- Roberto Carlos 
Luza Huilca mediante escrito de fojas 10956/10972; así como el Ministerio Público 
mediante escrito de fojas 10915/10919;  

CONFIRMARON  la Resolución Nro. 14, de fecha 13 de mayo de 2026 [ver de fojas 
10304/10838], que DECLARA  FUNDADO EN PARTE el requerimiento fiscal de 
PRISIÓN PREVENTIVA formulado por la Primera Fiscalía Supraprovincial Corporativa 
Especializada contra la Criminalidad Organizada, respecto de los imputados: 1.- Bruno 
Alonso Salazar Hernández, identificado con DNI N° 74837693, por la presunta comisión 
de los delitos de: Organización Criminal (Art. 317.1 del CP.) y Extorsión Agravada (Art. 
200.6, acápite g, - del CP.); 2.- Treyci Kimberly Pocco Gutiérrez, identificado con DNI N° 
73338744, por la presunta comisión de los delitos de: Organización Criminal (Art. 317 del 
CP.) y Extorsión Agravada (Art. 200.6, acápite g, del CP.; 3.- Hilary Juliana Polo 
Gutiérrez, identificado con DNI N° 72519808, por la presunta comisión de los delitos de: 
Organización Criminal (Art. 317.1 del CP.) y Extorsión Agravada (6to Párrafo, Art. 200, 
literal g, del CP.); 4.- Kelly Yesenia Singuña Chuan, identificado con DNI N° 41380011, 
por la presunta comisión de los delitos de: Organización Criminal (Art. 317.1 del CP.) y 
Extorsión Agravada (Art. 200.6, acápite g, del CP.); 5.- Roberto Carlos Luza Huilca, 
identificado con DNI N° 43551087, por la presunta comisión de los delitos de Organización 
Criminal (Art. 317.1 del CP.) Extorsión Agravada (Art. 200.6, acápite g, del CP.) y 
Receptación Agravada (Art. 194 concordante con el Art. 195.2 del CP.); 6.- Marisa Lourdes 
Llanqque Corpuna, identificada con DNI N° 47390322, por la presunta comisión de los 
delitos de: Organización Criminal (Art. 317.1 del CP.) y Extorsión Agravada (6to Párrafo, 
Art. 200, literal g, del CP.); 7.- Myriam Rocío Yactayo Ramos, identificada con DNI N° 
73042264, por la presunta comisión de los delitos de: Organización Criminal (Art. 317.1 del 
CP.) y Extorsión Agravada (Art. 200.6, acápite g, del CP.); 8.- Wilmer Jhoel Huansi Salas, 
identificado con DNI N° 62055357, por la presunta comisión de los delitos de: Organización 
Criminal (Art. 317.1 del CP.) y Extorsión Agravada (Art. 200.6, acápite g, del CP.); 9.- Erika 
Llatas Goicochea, identificado con DNI N° 77386939, por la presunta comisión de los 
delitos de: Organización Criminal (Art. 317.1 del CP.) y Extorsión Agravada (Art. 200.6, 
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acápite g, del CP.; 10.- Luis Alberto Galicia Mori , identificado con DNI N° 43108741, por 
la presunta comisión de los delitos de: Organización Criminal (Art. 317 del CP.) y Extorsión 
Agravada (6to Párrafo, Art. 200, literal g, del CP.); 11.- Estefany Yanina Alfaro Machuca, 
identificado con DNI N° 74905096, por la presunta comisión de los delitos de: Organización 
Criminal (Art. 317.1 del CP.) Extorsión Agravada (6to Párrafo, Art. 200, literal g, del CP.) y 
Receptación Agravada (Art. 194 concordante con el Art. 195.1 del CP.); y, 12.- Jhonatan 
Antony Castro Torres, identificado con DNI N° 80987728, por la presunta comisión de los 
delitos de: Organización Criminal (Art. 317.1 del CP.) Extorsión Agravada (Art. 200.6, 
acápite g, del CP.), y Receptación Agravada (Art. 194 concordante con el Art. 195.1 del CP.); 

Y ORDENA la medida de prisión preventiva por el plazo de 24 meses, cuyo cómputo 
inicia desde el momento de su detención, esto es, desde el 8 de abril de 2026, con 
vencimiento el día 07 de abril de 2028; ordena el internamiento de los imputados en el 
Establecimiento Penitenciario que la autoridad administrativa del INPE disponga; con lo 
demás que contiene.   

2. DECLARAR  FUNDADO el recurso de apelación interpuesto contra la Resolución Nro. 14, 
de fecha 13 de mayo de 2026, por la defensa de la imputada Doris Pujaico Estrada 
mediante escrito de fojas 11184/11203 y 11221/11240, y  

REVOCARON la Resolución Nro. 14, de fecha 13 de mayo de 2026 [ver de fojas 
10304/10838], que DECLARA  FUNDADO EN PARTE el requerimiento fiscal de 
PRISIÓN PREVENTIVA formulado por la Primera Fiscalía Supraprovincial Corporativa 
Especializada contra la Criminalidad Organizada, respecto de la imputada Doris Pujaico 
Estrada identificada con DNI N° 47566748, por la presunta comisión de los delitos de: 
Organización Criminal (Art. 317.1 del CP.) y Extorsión Agravada (Art. 200.6, acápite g, del 
CP); y, 

REFORMANDOLA  IMPUSIERON a la imputada Doris Pujaico Estrada, identificado 
con DNI N° 47566748, mandato de DETENCION DOMICILIARIA  por el plazo de 
veinticuatro meses, medida que cumplirá en el domicilio que ha señalado en autos (Villa 
Solidaridad 3era Etapa, Mz. R4, Lt. 02, San Juan de Miraflores Lima), salvo que se 
verifiquen circunstancias que impidan implementar la medida, en cuyo caso deberá acreditar 
otro domicilio; se impone como restricciones: a) someterse al control y vigilancia de la 
autoridad policial y Fiscal; b) la prohibición de comunicarse con sus coimputados, así como 
establecer relaciones con personas vinculadas a los hechos objeto del proceso; c) de 
abstenerse de ejecutar cualquier acto que atente contra las víctimas, testigos o interfiera con 
el esclarecimiento de los hechos; y, d) el pago de una caución económica ascendente a diez 
mil soles (S/ 10,000), dentro del quinto día de notificada, en caso de verificarse infracción 
a las normas de conducta impuestas se revocará la medida impuesta ordenándose su 
detención; ORDENARON que el Juez de la causa, previa verificación de las condiciones en 
que ha de cumplir la medida, emita los oficios para su inmediata excarcelación, que 
procederá siempre que no registre otro mandato de detención emanado de autoridad 
competente.     
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3. DECLARAR  FUNDADO el recurso de apelación interpuesto contra la Resolución Nro. 14, 
de fecha 13 de mayo de 2026, por la defensa de la imputada Elizabeth Ruth Llanqque 
Corpuna mediante escrito de fojas 10986/10992; 

DECLARA NULA la Resolución Nro. 14, de fecha 13 de mayo de 2026 [ver de fojas 
10304/10838], declara FUNDADO en parte el requerimiento fiscal de PRISIÓN 
PREVENTIVA formulado por la Primera Fiscalía Supraprovincial Corporativa Especializada 
contra la Criminalidad Organizada, respecto de la imputada Elizabeth Ruth Llanqque 
Corpuna, identificado con DNI N° 76312309, por la presunta comisión de los delitos de: 
Organización Criminal (Art. 317 del CP.) y Extorsión Agravada (6to Párrafo, Art. 200, literal 
g, del CP.). ORDENA que el Juez de Investigación Preparatoria llamado por ley, emita nueva 
resolución, previa audiencia de prisión preventiva.  

ORDENARON la inmediata libertad de la imputada Elizabeth Ruth Llanqque Corpuna, 
identificado con DNI N° 76312309, siempre que no registro otro mandato de detención 
emanado de autoridad judicial competente. OFICIANDOSE  para su ejecución inmediata.  

4. RECOMENDARON  al Juez de Investigación Preparatoria, doctor Leodan Cristobal Ayala, 
observe en lo sucesivo, mayor diligencia en el cumplimiento de sus funciones.  

5. MANDA  se notifique a las partes y regístrese en el sistema integrado judicial.  

SS.  
 

SALVADOR NEYRA 

 

 

MANRIQUE LAURA 

 

 

GUILLEN LEDESMA 
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